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RESUMEN 

 

Al ser la materia Ambiental sumamente extensa, esta se vuelve aún más cuando 

se junta con la materia penal y requiere de un tratamiento especial.  La actualidad 

presenta un escenario en el que se encuentran vulnerados los derechos de la 

Naturaleza y el Ambiente dentro de la esfera penal, por lo que, al ser la Fiscalía 

un actor fundamental dentro del proceso penal, se le imputa gran parte de la 

responsabilidad.  Cabe mencionar, que la Fiscalía General del Estado dentro de 

su estructura organizacional no cuenta con una figura de Fiscalía Ambiental y al 

ser los delitos contra el Ambiente y la Naturaleza altamente complejos, se 

requiere de una inevitable preparación de los Agentes Fiscales y los miembros 

de la Fiscalía en materia penal ambiental.  Esta especialización, se encuentra 

justificada por cuanto se requiere un conocimiento normativo y técnico en 

distintas materias ambientales, para que se puedan determinar y probar este tipo 

de delitos con eficacia. 

 

Descriptores: Naturaleza, tutela de derechos, prevención, restauración, Proceso 

Penal. 
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ABSTRACT 

 

As the highly complex of the environmental subject, this becomes even more 

when it joins with criminal law and requires a special treatment.  Actually, our 

currently reality presents a scenario in which are violated the rights of Nature in 

the criminal sphere.  So, the public prosecutor as part of the criminal proceeding 

is charged with much of the responsibility.  It should be mentioned, that the 

Attorney General's Office inside of his organizational structure does not have a 

figure of Environmental Office.  Therefore, it’s required an inevitable preparation 

of the public prosecutor and the members of the Attorney General's Office in 

environmental law and techniques.  This specialization required a legal and 

technical knowledge on many environmental fields, so that they can determine 

and prove this type of felony. 

 

Descriptors: Nature, protection of rights, prevention, restoration, criminal 

proceedings. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Actualmente la Fiscalía General del Estado no se encuentra en capacidad de 

enfrentar delitos contra el Ambiente y la Naturaleza, esta falencia es producida 

por una falta de especialización por parte de los Agentes Fiscales en materia 

penal ambiental, conjuntamente con la falta de presencia institucional de la 

Fiscalía en materia técnica ambiental; por lo que, se requiere de una estructura 

institucional que responda a las necesidades actuales de la Fiscalía, mediante la 

asignación de fiscales especializados en materia penal ambiental para la 

tramitación de procesos penales que requieran de esta especialización. 

 

En este estudio se va a analizar la materia ambiental desde sus conceptos y 

teorías, con la finalidad de definir el bien jurídico tutelado y adentrarse en la 

especialización penal ambiental.  Posteriormente se llegará a definir los tipos 

penales ambientales encontrados en el Código Penal derogado y en el Código 

Orgánico Integral Penal. 

 

De igual manera, se hará un análisis de la base legal y la estructura orgánica 

sobre la cual está establecida la Fiscalía, con el fin de determinar la factibilidad 

de implementar la presente propuesta, acorde a los procesos internos por los 

cuales se rige la Fiscalía. 

 

En el mismo sentido, se analizará al departamento de la Fiscalía que tiene 

competencia para conocer los delitos contra el Ambiente y la Naturaleza, con el 

fin de conocer sus falencias y determinar los puntos sobre los que se va a basar 

la presente propuesta. 

 

Uno de los puntos más transcendentales de este estudio será el análisis de un 

caso penal de tala ilegal de especies protegidas, que ayudará a determinar las 

falencias normativas y teóricas que mantienen los Agentes Fiscales al momento 

de Investigar y ser parte porcesal dentro del proceso penal contra el Ambiente y 

la Naturaleza. 
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La finalidad de estos cuatro puntos será tener un enfoque más cercano del 

tratamiento que se da actualmente a los delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza, para de esta manera determinar si existe coherencia en las 

actuaciones de la Fiscalía en relación a las normativa penal y constitucional. 

 

Por otro lado, se realizará un análisis a los modelos de Fiscalías Ambientales, 

implementadas en los países de Brasil y Paraguay, con el fin de destacar el 

desempeño y la eficacia que han tenido estos modelos extranjeros, que servirán 

como referencia al momento de implementar la presente propuesta. 

 

Finalmente, se propone una figura institucional que tendrá el nombre de Fiscalía 

Especializada en Delitos Ambientales, esta estará regida en base a las 

necesidades de capacitación y requerimientos técnicos ambientales 

determinados durante el presente estudio.  Con respecto a la parte legal, se 

encontrará acorde a los procesos ya existentes dentro de la Fiscalía y será 

consecuente con los lineamientos constitucionales ambientales. 

 

 

  



 

 

3

1 DERECHO PENAL AMBIENTAL 

 

Al hablar de Derecho Ambiental, nos encontramos frente a una rama del derecho 

que ha surgido y evolucionado en los últimos años, debido al inminente deterioro 

del Ambiente y la Naturaleza.  En un principio, los teóricos plantean una corriente 

antropocéntrica y a medida que evoluciona el derecho, se llega a una teoría 

biocéntrica, contemplada en la Constitución del 2008.  Esta rama del derecho 

tiene incidencia en distintas áreas como la civil, penal, constitucional, 

administrativa, etc.  Al tratar el Derecho Penal del Ambiente, teóricamente se ha 

mantenido una corriente antropocéntrica, pero desde la vigencia del Código 

Orgánico Integral Penal, éste se ha tornado sobre una visión biocéntrica, acorde 

al lineamiento constitucional. 

 

1.1 DERECHOS AMBIENTALES: DERECHOS DE LA NATURALEZA Y 

DERECHO HUMANO A UN AMBIENTE SANO 

 

El desarrollo económico, industrial y tecnológico que ha producido a lo largo de 

la historia el ser humano, ocasionó un impacto negativo en la naturaleza y el 

ambiente.  Éste antecedente, impulsa una concientización sobre los derechos 

que posee la Naturaleza y el derecho del ser humano a vivir en un ambiente 

sano.  Ante la necesidad de una protección jurídica que regule estos derechos, 

surge una rama llamada Derecho Ambiental.  Cafferata, la define como: 

 

“Conjunto de normas regulatorias de relaciones de derecho público o 

privado tendientes a disciplinar las conductas en orden al uso racional y 

conservación del medio ambiente, en cuanto a la prevención de daños al 

mismo, a fin de lograr el mantenimiento del equilibrio natural, lo que 

redundará en una optimización de la calidad de vida.” (Cafferatta, 2004, 

pág. 17). 

 

Al hablar de Derecho Ambiental, nos encontramos frente a una rama del derecho 

sumamente amplia y compleja, que abarca el derecho público y privado, a la par 
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está vinculada con el derecho constitucional, civil, penal, administrativo, etc.  A 

partir de estas relaciones se vuelve posible tutelar derechos y brindar una 

protección jurídica eficaz. 

 

En un principio, debido a la visión colonialista europea que cambió la percepción 

que tenían de la naturaleza los pueblos originarios de América Latina, se produjo 

un enfoque antropocéntrico, que consideraba a la naturaleza como un 

instrumento que proporcionaba recursos para ser explotados por el ser humano, 

“la ética occidental (en su gran mayoría) no solo es antropocéntrica, sino sobre 

todo antropomórfica: un bien es un ‘bien’ de acuerdo a su bondad que contiene 

para el ser humano” (Prieto, 2013, pág. 43). 

 

Por ende, todo lo que nos es humano es considerado de manera instrumental.  

La construcción del derecho es personalista y, desde esta perspectiva, la 

naturaleza debe ser calificada como un objeto.  Es decir, su uso no adquiere 

dignidad ética, y menos aún podría ser considerada la naturaleza como sujeto 

de derechos. 

 

Las teorías construidas antropocéntricamente excluyen a todo ser que no es 

considerado humano.  Posteriormente, los parámetros de este pensamiento 

egoísta y perverso generaron una crisis ecológica en dimensiones preocupantes.  

De tal manera surge un Derecho Ambiental con una visión antropocéntrica, el 

cual establece que “hay que ‘cuidar’ la naturaleza, con el fin de conservar el 

medio ambiente para la vida humana” (Prieto, 2013, pág. 43). 

 

Así, surge el derecho a un ambiente sano, pero hay que aclarar que estos son 

derechos humanos, puesto que los titulares son las personas y no la naturaleza. 

 

En éste sentido, se hace un análisis a través del reconocimiento de los derechos 

de primera generación (derechos civiles y políticos), derechos de segunda 

generación (derechos económicos, sociales y culturales) y derechos de tercera 

generación que tratan derechos humanos específicos y por ende los derechos 
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colectivos.  Los derechos de tercera generación sirven de complemento a las 

dos generaciones anteriores, ya que éstas crean condiciones concretas para el 

efectivo ejercicio de estos últimos.  Por ejemplo: 

 

“El derecho de tercera generación a un medio ambiente sano es una condición 

necesaria para ejercer derechos de primera generación como el derecho a la 

vida o la integridad física.” (Prieto, 2013, pág. 57). 

 

Fundamentándose en torno a los derechos de las personas.  Es necesario, 

reconocer que éste derecho tiene por objeto favorecer al ser humano y que la 

pretensión del Derecho Ambiental es precautelar derechos humanos, 

justificándose con la necesidad del ser humano a vivir en un ambiente cuya 

calidad le permita vivir con dignidad y bienestar.  Tal como se lo define a 

continuación: 

 

“El derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado es 

un derecho subjetivo concebido por todos y cada uno de los sujetos, y se 

opone a cualquiera (Estado o los particulares) y con posibilidad de ser 

ejercitado a nombre de cualquiera por formar parte de los denominados 

intereses difusos.” (Aguilar & Iza, 2005, pág. 36). 

 

Esta visión antropocéntrica, a medida que fue evolucionando despertó una 

conciencia en el ser humano sobre la forma en la que se comporta con su entorno 

y la necesidad de que esté protegido, pero no en función del ser humano sino en 

función de sí mismo.  En palabras de Prieto: 

 

“La necesidad de cambiar el paradigma de desarrollo, el enfoque de 

aproximación legal y la relación que el ser humano tiene con su entorno, a 

fin de evitar o, al menos, paliar las imprevisibles consecuencias que se 

producirían si mantenemos el sistema de depredación antropocéntrico.” 

(Prieto, 2013, pág. 68). 
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Al ser la Naturaleza una máxima expresión de vida, no se puede dejar a un lado 

el reconocimiento de sus derechos y se trata de volver al concepto biocéntrico 

de Naturaleza que tenían nuestros pueblos originarios.  Llegando a un estado de 

coexistencia armónica entre el ser humano y la Naturaleza, siendo esta una 

convivencia, más no una dominación. 

 

“Los Derechos de la Naturaleza se desenvuelven alrededor del valor de la vida.  

Esta se convierte en un derecho en sí misma, y desde allí se justifican y se 

construyen las políticas ambientales y la gestión ambiental.” (Gudynas, 2009, 

pág. 43). 

 

Con éste antecedente, se planteó la necesidad del reconocimiento de nuevos 

derechos a nuevos titulares y se da paso a una visión biocéntrica de la 

Naturaleza.  La actual Constitución en sus artículos 71 y 72, estableció un 

componente ecológico que dotó de derechos a la Naturaleza y empezó a 

reconocer el valor intrínseco de los mismos.  Y aclara que el ser humano con la 

naturaleza, mantiene una relación de dependencia vital unidireccional.  En 

consecuencia, la concepción jurídica de los derechos deja de ser antropocéntrica 

y toma una nueva visión que gira en torno a la Naturaleza. 

 

Este enfoque biocéntrico, califica a la Naturaleza como sujeto de derechos 

protegidos.  De esta manera, se fundamenta en: 

 

“El concepto de derecho subjetivo y las condiciones que evolucionan hacia 

la expansión y mayor integración de los sujetos protegidos y, en últimas, 

dependen del debate democrático en un estado constitucional.  Desde la 

historia del concepto, e incluso desde la teoría positivista, se cumplen los 

presupuestos para que se considere a la Naturaleza como sujeto de 

derechos.” (Ávila Santamaría, 2011, pág. 11). 

 

El nuevo paradigma ecosocial de la Constitución ecuatoriana prohíbe los usos 

antisociales ambientales de la propiedad y nos obliga a transitar del 
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antropocentrismo al biocentrismo.  Lo que implica organizar la economía 

preservando la integridad de los procesos naturales, garantizando los flujos de 

energía y de materiales en la biósfera, sin dejar de preservar la biodiversidad. 

 

De tal manera el derecho de la propiedad y la economía están supeditados a la 

función social y ambiental.  Por éste motivo, se explica que “elevar a categoría 

constitucional la protección de la Naturaleza le daría validez formal y material al 

principio de defensa y precautelación requerido para darle fuerza suficiente y la 

jerarquía necesaria para enfrentarse a otros derechos a nivel constitucional” 

(Prieto, 2013, pág. 68). 

 

El texto constitucional deja en claro que existe la obligación de protección a la 

Naturaleza y en caso de daño, la obligación a restaurarla o recomponerla.  En 

este sentido, es pertinente decir que la justicia ambiental es independiente.  Es 

decir, no le es relevante la indemnización a los seres humanos por el daño 

ambiental, sino que se expresa en la restauración de los ecosistemas afectados.  

Sin embargo, no significa que las personas quedan desprotegidas, sino que se 

aplican simultáneamente las dos justicias: la ambiental para las personas y la 

ecológica para la naturaleza. 

 

Es necesario, poder distinguir entre los derechos de la Naturaleza y el derecho 

humano a un ambiente sano, ya que son dos categorías dentro del Derecho 

Ambiental, las cuales tienen un bien jurídico propio.  En palabras de Ramiro Ávila 

Santamaría: 

 

“La concepción de estos derechos, nos obliga a distinguir entre derechos 

de los humanos y no humanos, y creará dos categorías que puedan ser 

analizadas de forma distinta y separada.  Esta concepción sigue 

fortaleciendo la lógica dualista y categorial propia del pensamiento 

occidental.” (Ávila Santamaría, 2011, pág. 21) 

 

Finalmente, es necesario mencionar que se ha dotado de derechos a la 

Naturaleza en respuesta a la crisis ambiental que nos amenaza, la cual ha 
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generado una conciencia ecológica sobre la época en la que vivimos.  En 

consecuencia, es necesario que exista un Derecho Ambiental que tenga en 

consideración los derechos de la Naturaleza a la par del derecho humano a un 

ambiente sano. 

 

1.2 BIEN JURÍDICO PROTEGIDO Y DOBLE DIMENSIÓN TUTELAR DEL 

DERECHO PENAL AMBIENTAL 

 

Al hablar de bien jurídico, según la teoría monista se establece que éste “debe 

organizarse sobre la base del individuo como máximo valor y objeto de 

protección, anclado en la teoría contractualista” (Mosset, Hutchinson, & Donna, 

1999, pág. 334).  De tal manera, se puede decir que el bien jurídico “nace del 

reconocimiento por parte del derecho de entidades que adoptan formas ya sea 

materiales, abstractas, de relaciones sociales, de expectativas, intereses o 

derechos.” (Serrano & Serrano, 2013, pág. 35). 

 

En éste sentido, dentro del Derecho Ambiental, existen dos tipos de derechos: 

uno relativo a los seres humanos y otro relativo a la Naturaleza.  Para determinar 

el bien jurídico tutelado, es imperante su distinción debido a que en el primero el 

sujeto de derechos es la Naturaleza y en el segundo el ser humano.  En palabras 

de Prieto: 

 

“El derecho de las personas a un medioambiente sano, en cuanto a que el 

titular del derecho son las personas, y aunque “el ambiente sano” es el bien 

jurídico protegido, lo es en medida que es útil para satisfacer el derecho de 

las personas, mientras que en el caso de los derechos de la naturaleza se 

trata de un derecho inherente a la naturaleza, en razón de ser el espacio 

donde se produce y realiza la vida.” (Prieto, 2013, pág. 90). 

 

Siguiendo esta línea y de acuerdo a como se los garantiza constitucionalmente, 

el bien jurídico se encuentra dentro de los siguientes derechos: “el derecho a 

vivir en un ambiente sano”, cuya función es proteger todo tipo de vida para 
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garantizar la subsistencia del ser humano; y “los derechos de la Naturaleza” cuya 

función es proteger a la naturaleza como tal.  Por consiguiente, podemos decir 

que existe una doble dimensión tutelar en el Derecho Ambiental. 

 

Acorde a Hugo Echeverría, en el Ecuador desde el reconocimiento del medio 

ambiente como bien jurídico protegido por el Derecho Penal, mediante la ley 

reformatoria al Código Penal No. 99-49 del año 2000, que incluyó delitos 

ambientales al presente código y en la Constitución del año 2008, que reconoce 

a la Naturaleza como sujeto de derechos, existe esta doble dimensión tutelar, 

debido a que: 

 

“En el marco de la determinación del ambiente como bien jurídico protegido, 

cabe destacar que, desde la perspectiva constitucional vigente a la época 

de la reforma legal, el derecho penal ecuatoriano tipificó conductas que 

ofenden el bien jurídico ambiente, en una doble dimensión: antropocéntrica, 

equivalente al derecho a vivir en un ambiente sano, y naturocéntrica, 

equivalente a vivir en un ambiente ecológicamente equilibrado.” 

(Echeverría & Suáres, 2011, pág. 58). 

 

La doctrina empieza excusándose, por motivo de la complejidad al momento de 

definir el bien jurídico en el Derecho Penal Ambiental, en razón a la doble 

dimensión tutelar existente, no le es posible establecer un bien jurídico específico 

como es propio del Derecho Penal tradicional, a lo que dice lo siguiente: 

 

“La idea de bien jurídico desde hace tiempo se halla inmersa en una 

importante crisis debido sobre todo a su imprecisión, así como a las 

dificultades que encuentra para explicar el Derecho Penal en su conjunto.  

En realidad, existen tipos penales que son difíciles de reconducir a la 

protección de algún bien jurídico, al menos entendido de modo más o 

menos riguroso y en el sentido del Derecho Penal Tradicional” (Serrano & 

Serrano, 2013, pág. 36). 
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Con éste antecedente, se podría decir que el bien jurídico protegido es el “medio 

ambiente” pero aclarando que existe un trasfondo material e individual que lo 

permite catalogarlo de tal manera dentro del Derecho Penal. 

 

Es necesario definir el término “medio ambiente”, el cual se acoge al contexto de 

la protección del mismo, y se entiende como: 

 

“El mantenimiento de las propiedades del suelo, el aire y el agua, así como 

la fauna y la flora y las condiciones ambientales de desarrollo de las 

especies, de tal forma que el sistema ecológico se mantenga con sus 

sistemas subordinados y no sufra alteraciones perjudiciales” (Gudin, 2007, 

pág. 472). 

 

En el mismo sentido, Donna en su estudio afirma que “el medio ambiente se 

refiere a todos los recursos naturales, entre los que se comprende el suelo –

superficie y subsuelo-, las aguas –marítimas y continentales-, el aire, la flora y la 

fauna” (Mosset, Hutchinson, & Donna, 1999, pág. 326) 

 

Una vez definido el término, en una primera aproximación, el bien jurídico medio 

ambiente cae en la categoría de los bienes jurídicos colectivos o 

supraindividuales.  En éste sentido, éste es un bien jurídico de carácter colectivo, 

en razón de que el titular del bien jurídico es la comunidad, clasificados en bienes 

jurídicos generales los cuales tienen un titular determinado y los difusos cuyo 

titular no lo está.  Por lo tanto: 

 

“Los delitos ambientales pueden, según el caso concreto, afectar de una 

manera o de otra, estos intereses colectivos; aunque las conductas 

punibles pueden lesionar también, y de una manera más directa e 

inmediata, determinados derechos e intereses individuales.  En éste 

sentido, puede afirmarse que, al menos en algunos casos, se trata de 

delitos pluriofensivos.” (Alban, 2007, pág. 4) 
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Es decir, al ser afectado el medio ambiente, estamos hablando de un delito de 

relaciones de disponibilidad, es decir, relaciones de uso o empleo, cuya 

disponibilidad es común para todos los seres humanos, por ende puede afectar 

a una persona o a varias, de esta manera se hallan inmersos bienes jurídicos 

individuales y colectivos. 

 

Zaffaroni los centra en: 

 

“La categoría de intereses difusos, desarrollada en otros ámbitos del 

derecho, cuando se trata del derecho penal no puede ser otra cosa que 

bienes jurídicos colectivos.  Todos utilizamos el ambiente, porque todos 

vinimos en cierto ambiente.  Nuestra vida depende del medio ambiente.” 

(Zaffaroni, 2005, pág. 145). 

 

La doctrina establece dos concepciones generales más o menos heterogéneas 

entre sí, en relación a la protección del bien jurídico “medio ambiente”, la primera 

antropocéntrica y la segunda eco céntrica. 

 

“De acuerdo con la primera, se exige que la esfera de las personas se vea 

afectada.  Esta postura es aceptable en principio, pero incompatible con el 

derecho penal actual.  De acuerdo con la concepción ecocéntrica, el medio 

ambiente es un bien jurídico autónomo que debe protegerse por sí mismo, 

independientemente de que se afecte o no a las personas.” (Serrano & 

Serrano, 2013, pág. 36) 

 

En un debate sobre antropocentrismo y ecocentrismo, se llega a una teoría 

intermedia aplicable al Derecho Penal Ambiental, la que establece que: 

 

“Nos encontramos frente a un bien jurídico autónomo, pero que se protege 

porque es fundamental para el desarrollo de la vida de las personas.  Con 

ello se niega que el medio ambiente se proteja por sí mismo, pero también 

que sea preciso que la esfera de las personas se vea necesariamente 
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afectada para que la conducta sea punible”. (Serrano & Serrano, 2013, pág. 

37) 

 

En nuestra realidad no sería aplicable la teoría intermedia, debido a que nuestra 

legislación reconoce a la Naturaleza como sujeto de derechos, por lo que no es 

necesario que exista una afectación a las personas para que la conducta sea 

punible. 

 

Por otro lado, se cataloga al bien jurídico como “bien jurídico lesionado”, ya que 

uno de sus rectores es el principio de ofensividad, el cual condiciona una lesión 

al bien jurídico, pero Zaffaroni, va más allá determinando un “peligro de peligro”, 

el cual plantea la posible existencia de un bien jurídico lesionado, debido a que 

existe un peligro de que se produzca un peligro real. 

 

“En principio, se apela muchas veces a la tipificación de actos preparatorios 

(anticipación de la prohibición).  El resultado son tipos de peligro.  Una 

forma de violar el principio de ofensividad sin caer en la grosería de 

subestimar o cancelar el concepto del mismo bien jurídico, consiste en 

admitirlo y requerir la afectación, pero apelando inmediatamente a una 

ficción de afectación por medio de un pretendido peligro abstracto.” 

(Zaffaroni, 2005, pág. 146). 

 

De tal manera, es pertinente la siguiente reflexión de Ernesto Albán: “Hay que 

preguntarse primero, hasta donde ha llegado la elaboración jurídico-teórica en 

éste campo y, segundo, si la pretendida consideración del medio ambiente como 

bien jurídico se refleja correcta y consecuentemente en la elaboración técnico-

legislativa y en la práctica jurídica.” (Alban, 2007, pág. 4) 

 

Finalmente, se puede determinar que el “medio ambiente” es un bien jurídico 

autónomo y relevante por sí mismo, el cual es: posee una doble dimensión 

tutelar, que lleva a que el bien jurídico tenga dos visiones; una antropocéntrica 

relevante en relación al ser humano con respecto del medio ambiente y otra 

ecocéntrica que protege a la Naturaleza en relación a sus derechos propios. 
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1.3 ORIGEN Y EVOLUCIÓN DEL DERECHO PENAL AMBIENTAL 

 

El Derecho Penal Ambiental nace ante la constante degradación de la Naturaleza 

y el ambiente, los cuales requieren imperativamente una protección penal 

mediante la tutela del bien jurídico protegido, para lo cual, el estado establece 

políticas, aplicando una valoración e implementando instrumentos jurídicos 

necesarios para su protección.  No está de más mencionar que el sistema 

jurídico tiene que ir a la par de la realidad social, es decir que el pueblo debe 

tener una adecuada educación, información y concientización, de tal manera que 

se forme una estructura cultural en el sistema social, que fomente la protección 

ambiental, mediante una prevención. 

 

“La justicia penal ambiental ha cobrado importancia por el gradual 

incremento de la tipificación como delitos de conductas lesivas para el 

medio ambiente, lo que ha venido ocurriendo muchas veces como una 

respuesta al fracaso de los mecanismos administrativos en su función de 

prevenir el deterioro ambiental.” (Brañes, 2009, pág. 22). 

 

Se nos plantea la existencia de un Derecho Penal Ambiental o Un Derecho Penal 

Ecológico.  Libster lo define como “el conjunto de normas jurídicas de contenido 

penal tendientes a la protección del entorno en el que el hombre vive y con el 

que se relaciona.” (Libster, 1993, pág. 171). 

 

Zaffaroni plantea que la intención del Derecho Penal Ambiental “no pretende 

designar una rama del derecho penal, sino abarcar el conjunto de tipos penales 

que exigen la afectación del bien jurídico medio ambiente” (Zaffaroni, 2005, pág. 

144). 

 

Albán propone un concepto que contiene un enfoque biocéntrico, y lo define 

como: 
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“La protección penal que no se constriñe a sancionar exclusivamente las 

conductas que puedan afectar a la vida o salud humanas, sino que 

comprende conductas capaces de afectar al conjunto de la vida natural y al 

habitad en el que se desenvuelven los seres vivos.” (Albán, 2010, pág. 

708). 

 

La doctrina, nos dice que el Derecho Penal Ambiental nace en donde termina el 

Derecho Ambiental Administrativo, estos son complementarios, debido a que las 

disposiciones regulatorias de orden penal están vinculadas directamente con las 

de orden administrativo por la norma penal en blanco.  Lo que no significa, que 

se va a dejar a un lado la evidente jerarquía normativa la cual lidera la rama 

penal. 

 

El derecho penal ambiental sirve también para hacer cumplir la normativa 

ambiental, debido a que desempeña un rol fundamental a la hora de definir 

riesgos en el momento que tipifica una conducta.  En palabras de Serrano: “El 

derecho penal medioambiental también contribuye de modo decisivo a que se 

cumplan las normas administrativas que regulan las actividades potencialmente 

peligrosas para el medio ambiente.  De éste modo, contribuye de modo indirecto 

a la protección de bienes jurídicos.” (Serrano & Serrano, 2013, pág. 41). 

 

Esta estrecha vinculación entre el derecho penal ambiental y el derecho 

administrativo ha generado una dispersión normativa1 y una complejidad 

competencial en la materia, debido al carácter complejo y multidisciplinario de 

las cuestiones medioambientales.  Puesto que, afecta a varios sectores del 

ordenamiento jurídico y por ende causa conflictos al momento de determinar la 

competencia, de si ésta, es administrativa o penal. 

 

En nuestro país, se comenzó a tipificar infracciones ambientales desde el año 

2000, mediante la Ley Reformatoria No. 99-49, la cual reformo el Código Penal 

e incorporó delitos y contravenciones ambientales. 

                                                      
1 Dispersión Normativa: Confusión, profusión o falta de claridad en las normas. 
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“Los considerandos de la Ley No. 99-49 visualizan, con toda claridad, el 

importante papel del derecho penal en la protección de los derechos 

ambientales, al reconocer dicha protección como un deber de Estado.  Esta 

ley, además, instrumentalizo el reconocimiento del ambiente, y de lo 

ambiental, como bien jurídico protegido por el derecho penal.  En éste 

marco, hay que recordar que no todos los bienes jurídicos protegidos 

activan el sistema penal, sino aquellos que son especialmente valiosos 

para una sociedad determinada.” (Echeverría & Suáres, 2011, pág. 51). 

 

Cuando hablamos de delito penal, estamos tratando con un derecho auxiliar y 

funciona como última ratio2.  De manera que vemos al Derecho Penal como la 

última ratio del sistema jurídico y con prevalencia sobre las otras ramas, a pesar 

de que tienen el mismo objetivo. 

 

La tutela penal ambiental se muestra necesaria en razón a que nos encontramos 

en una sociedad que debido a su desarrollo industrial, tecnológico y económico 

genera riesgos y produce daños, lo que impulsa al legislador a precautelar los 

intereses del medio ambiente.  Al momento de adentrarnos en la materia, 

podemos decir que: 

 

“La tutela penal del medio ambiente se caracteriza por los siguientes 

rasgos: a) por ser el resultado de una dirección actual de política criminal 

de claras tendencias criminalizadoras; b) por formar parte de la también 

actual propensión del legislador a proteger bienes jurídicos 

supraindividuales; y, c) por construirse mediante la técnica de los llamados 

delitos de peligro y también con frecuencia de las llamadas leyes penales 

en blanco.” (Sessano, 2002, pág. 218). 

 

Al hablar de peligro (abstracto o concreto), éste llega a afectar los principios 

garantistas de un Estado establecidos constitucionalmente y fomenta la 

                                                      
2 En materia penal se lo puede definir a la última ratio como el último recurso a utilizarse frente a 

otros que son menos lesivos. 
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instrumentalización de Derecho Penal en relación a delitos de peligro.  En razón 

a esto el Legislador se adelanta en función de la protección penal y cada vez las 

conductas están más alejadas de la efectiva lesión del bien jurídico y de su 

resultado. 

 

Consecuentemente, debemos definir a los sujetos dentro del delito penal 

ambiental, existen dos clases; sujetos activos y sujetos pasivos. Dentro de los 

sujetos activos se encuentran las personas naturales y las personas jurídicas, a 

las que se les puede atribuir responsabilidad sobre un delito ambiental. Al hablar 

de personas jurídicas se procede con sanciones administrativas o civiles debido 

a que por su naturaleza no se les puede imponer otro tipo de sanciones. 

 

Dentro de los sujetos pasivos se analizan dos afectados, el primero es en 

relación a la concepción antropocéntrica del bien jurídico medio ambiente, el cual 

considera que los delitos ambientales producen una afectación al ser humano. 

Zaffaroni, en su análisis establece que la afectación se hace al ser humano 

presente y futuro, debido a que, basándose en el concepto de humanidad 

debemos respetar a los seres humanos futuros, a lo que vuelve pragmático el 

principio de restauración establecido en la Constitución. 

 

“No se trata de crear un concepto jurídico de humanidad como ente superior 

a los seres humanos existentes, sino de admitir que hay seres humanos 

futuros, que deben ser respetados. En el fondo, creemos que siempre hubo 

bienes jurídicos de sujetos aún no existentes y que los seres humanos 

futuros siempre debieron ser jurídicamente reconocidos y respetados.” 

(Zaffaroni, 2005, pág. 149) 

 

El segundo sujeto pasivo es en relación a la concepción ecocéntrica del bien 

jurídico medio ambiente, el cual reconoce a la naturaleza como sujeto de 

derechos y establece que el ser humano ya no es el único que entra dentro de 

la esfera de los sujetos de derechos. 
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“En éste ámbito queda claro que no es el ser humano el único titular de 

derechos y que por ende hay bienes jurídicos de seres no humanos. Esto 

no es una novedad tan insólita como se pretende y abre el camino a un 

derecho mucho menos soberbio y antropocéntrico.” (Zaffaroni, 2005, pág. 

150) 

 

Consecuentemente, el derecho penal ambiental genera algunos desarrollos que 

se apartan de la doctrina penal tradicional, a lo que se plantean cuatro 

considerandos: a) la normativa penal en blanco, b) la responsabilidad penal de 

las personas jurídicas, c) la exención de grupos o poblaciones determinadas. Y, 

d) la responsabilidad objetiva. 

 

a) La normativa penal en blanco, es una característica primordial de la estructura 

de los delitos ambientales, la cual tipifica delitos cuyos supuestos de hecho se 

remiten a otras leyes o disposiciones normativas para la determinación del 

tipo. En palabras de Sessano: 

 

“Normas penales incompletas en las que la conducta o consecuencia 

jurídico-penal no se encuentre agotadoramente prevista en ellas, 

debiendo acudirse para su integración a otra norma distinta siempre que 

se den los siguientes requisitos: que el reenvió normativo sea expreso y 

esté justificado en razón del bien jurídico” (Sessano, La protección penal 

del medio ambiente, peculiaridades de su tratamiento jurídico, 2002, 

pág. 226). 

 

Es evidente que la ley penal en blanco es necesaria debido a la imposibilidad 

de que se prevea y regule en la norma penal las diversas circunstancias. Sin 

embargo, ha existido un cuestionamiento sobre la constitucionalidad de la ley 

penal en blanco, sobre su legalidad y falta de certeza al momento de la 

determinación de la conducta, puesto que la tipificación es uno de los 

fundamentos de las garantías de los derechos de las personas en aplicación 

del derecho penal tradicional y requiere de una exacta descripción de las 
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acciones humanas constitutivas de la infracción y sujetas por lo tanto a una 

infracción penal. 

 

Sin embargo, la problemática de la ley penal en blanco radica: 

 

“Cuando se prevén reenvíos sucesivos, inclusive a decisiones 

puramente administrativas de alcance particular. Pero también provocan 

problemas de interpretación de las normas extra penales, que se rigen 

por criterios diferentes a los que se contemplan en la hermenéutica 

penal. Sin contar los posibles casos de ignorancia o error sobre normas 

secundarias, que normalmente no tienen la misma difusión que la ley 

misma” (Alban, Los delitos contra el medio ambiente en el Código Penal 

ecuatoriano, 2007, pág. 91) 

 

Esto se produce cuando se vincula explícita o implícitamente, a otras normas 

que establecen regulaciones que deben ser tomadas en cuenta al momento 

de determinar el delito. Por lo tanto, es sumamente complejo el tema por la 

facultad que tienen diversos órganos públicos para dictar normas ambientales, 

normas que nos son dictadas por el legislativo sino que las dictan órganos del 

ejecutivo o gobiernos autónomos descentralizados, normas que pueden 

superponerse unas a otras y causar confusión. 

 

De esta manera, para determinar el delito ambiental dentro de nuestra 

legislación es importante considerar las siguientes normas extra penales: 

 

“Ley de Gestión Ambiental, la Ley de Prevención y Control de la 

Contaminación Ambiental, la Ley Forestal y de Conservación de Áreas 

Naturales y Vida Silvestre, la Ley para la Preservación de Zonas de 

Reserva y Parques Nacionales, la Ley Especial para la Conservación y 

Desarrollo de Galápagos y otras más.” (Alban, Los delitos contra el 

medio ambiente en el Código Penal ecuatoriano, 2007, págs. 91, 92) 
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b) La responsabilidad penal de las personas jurídicas dentro de los delitos 

ambientales nace en razón de los altos índices de delitos ambientales 

cometidos por empresas y la necesidad de atribuir responsabilidad penal a 

estas. 

 

“El tribunal penal puede imponer sanciones administrativas, como la 

disolución, la intervención, la multa o la suspensión. Son muchos los 

sistemas que imponen o autorizan  al tribunal penal la reparación del 

daño (…) la sanción que se le imponga a la persona jurídica siempre 

tendrá naturaleza administrativa o civil, porque no se le pueden imponer 

otra clase de sanciones, dado que es inconcebible penas corporales  y 

la privación de libertad.” (Zaffaroni, 2005, pág. 148) 

 

En respuesta a esta necesidad, a partir de la entrada en vigencia del Código 

Orgánico Integral Penal, las sanciones penales a personas jurídicas por 

delitos ambientales se encuentran dentro de nuestra legislación. Sin embargo, 

es importante aclarar que la responsabilidad penal de la persona jurídica no 

exime a los representantes o demás personas físicas que han participado 

como autores o participes en el hecho delictivo. 

 

c) La exención de responsabilidad de grupos o poblaciones determinadas en 

materia ambiental, es creada a favor a de ciertas personas o comunidades 

que utilizan la naturaleza como medio de subsistencia, lo han hecho a lo largo 

del tiempo y forma parte de su cultura. 

 

“La exención de responsabilidad que establecen para la caza de 

animales cuando el cazador se encuentre en estado de necesidad, para 

alimentarse o alimentar a su familia o para defenderse de depredadores 

o de animales considerados nocivos, es así como las legislaciones 

Venezolana y Brasileña, excluyen la aplicación de normas  penales a los 

miembros de comunidades y grupos étnicos indígenas, cuando los 

hechos tipificados en ella ocurriesen en los lugares donde han morado 
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ancestralmente y han sido realizados según sus modelo tradicional de 

subsistencia.” (Morán, 2007, pág. 554) 

 

Al igual que la responsabilidad penal de las personas jurídicas por delitos 

ambientales, la exención de responsabilidad de grupos o poblaciones 

determinadas es una innovación del Código Orgánico Integral Penal, el cual 

contempla, por ejemplo dentro del artículo 246,  la exención de 

responsabilidad penal por la quema agrícola o doméstica realizada por 

comunidades o pequeños agricultores. 

 

d) La responsabilidad objetiva, es uno de los fundamentos que rigen el derecho 

ambiental, en la que la responsabilidad de indemnización de restauración  

responde al  daño o peligro causado al bien jurídico, de tal manera que: 

 

“En materia ambiental la responsabilidad subjetiva no funciona por lo que 

la doctrina y muchos sistemas jurídicos acuden a la teoría de la 

responsabilidad objetiva también llamada de riesgo, frente a hechos 

derivados de la actividad delictiva que, aunque no hayan sido causados 

por culpa, deben ser respondidos por alguien que ha obtenido provecho 

de la actividad dañosa. Por lo tanto se responde ante un hecho objetivo: 

el daño.” (Crespo, la responsabilidad por daños ambientales y la 

inversion de la carga de la prueba en la Nueva Constitución, 2008, pág. 

24) 

 

Por ende, todo daño al ambiente conlleva la obligación de reparación inmersa, 

es decir, la obligación de restaurar íntegramente a la Naturaleza, a las 

personas y comunidades afectadas por el hecho, además de las sanciones 

penales correspondientes. 

 

En el mismo sentido, al hablar de responsabilidad objetiva, está deslindada de 

la existencia de dolo e incluso de culpa, pues éstas no son relevantes al 

momento de determinar el hecho delictivo, únicamente son concernientes el 
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peligro o daño causado y la obligación de repararlo. En consecuencia, nos 

remitimos a la norma constitucional que ratifica lo dicho por la doctrina, 

haciendo mención en su artículo 396, que la responsabilidad por daños 

ambientales es objetiva. 

 

Es importante aclarar que la responsabilidad objetiva es relevante únicamente 

en temas de restauración del daño ambiental, mas no entra en valoración al 

momento de determinar la culpabilidad sobre la autoría de un delito ambiental. 

 

Por otro lado, a partir de la Constitución vigente desde el año 2008, que 

sistematiza la evolución constitucional ambiental, se introducen los siguientes 

Principios Constitucionales, que son relevantes en el ámbito del Derecho Penal 

Ambiental. 

 

a. Principio de Conservación: 

 

“Éste principio sienta las bases constitucionales para: a) la protección del 

patrimonio natural, especialmente en áreas protegidas; b) la 

conservación de la diversidad biológica, declarado como de interés 

público; c) el reconocimiento y garantía del derecho de las personas y la 

población a vivir en un ambiente ecológicamente equilibrado; y d) el 

reconocimiento y garantía de los derechos de la naturaleza.” (Echeverría 

& Suáres, 2011, pág. 55) 

 

b. Principio de Contaminador – Pagador 

 

“Éste principio sienta las bases constitucionales para el establecimiento 

de regímenes de responsabilidad jurídica ambiental, entre los que se 

incluye el régimen por responsabilidad penal por el delito ambiental.” 

(Echeverría & Suáres, 2011, pág. 57) 
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Finalmente, se determina que el Derecho Penal Ambiental está directamente 

vinculado con el Derecho Administrativo, por cuanto requiere de la aplicación de 

la normativa penal en blanco con la finalidad de precautelar el bien jurídico 

protegido. Sin embargo, esta vinculación plantea dos problemas el primero en 

relación a la dispersión normativa y el segundo a la complejidad competencial. 

De igual manera, éste hace referencia al enfoque biocéntrico y establece que el 

Derecho Ambiental se encuentra bajo la esfera de la responsabilidad objetiva y 

contempla los principios constitucionales de restauración y prevención. 

 

1.4 ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LOS DELITOS AMBIENTALES O 

ECOLÓGICOS 

 

El delito ambiental o ecológico, es una figura de carácter jurídico penal que 

sanciona el peligro o la lesión al ambiente y la Naturaleza, siendo esta una forma 

para el mantenimiento y desarrollo de la vida en general. 

 

Conceptualmente, se puede decir que el delito ambiental tipifica “las infracciones 

punibles fundamentadas en la alteración del equilibrio ecológico y otras que 

sancionan conductas que deterioran la calidad de vida”. (Echeverría & Suárez, 

2013, pág. 125) 

 

Complementariamente, al analizar los Delitos Ambientales se podría decir que 

“son infracciones que atentan contra la seguridad pública. Esto obedece, en 

principio, a la naturaleza del bien jurídico protegido que, en materia penal 

ambiental, es colectiva; pero también al sujeto pasivo de la infracción, que 

también en principio es indeterminado.” (Echeverría & Peñaherrera, 2009, pág. 

248) 

 

Los delitos ambientales poseen una estructura fundada en tres elementos: la 

normativa extrapenal, la tipicidad y el daño. Los mismos que serán desarrollados 

a continuación: 
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La normativa extrapenal o normativa penal en blanco, prevé una estricta remisión 

normativa a cuerpos legales de carácter administrativo, se puede decir que ésta 

suple lo que el primero no pudo lograr al momento de tipificar la conducta, esta 

remisión normativa se encuentra justificada debido a que estas conductas son 

variantes.  Por lo tanto, esta vinculación es la que compone a los delitos 

ambientales. 

 

Si bien hay que tomar en cuenta que, la normativa penal en blanco posee un 

problema: 

 

“En virtud de que la norma penal es remitida a una tipicidad previamente 

establecida en la norma administrativa, lo que resulta claramente contrario 

al principio constitucional de legalidad, el mismo que se encuentra 

estructurado de tal forma que supone primero la descripción de la hipótesis 

de hecho, y en segundo término, el establecimiento de una consecuencia 

jurídica, para el evento de que tal conducta se produzca.” (Morán, 2007, 

pág. 555) 

 

Sin embargo, esta vinculación entre el Derecho Penal y el Derecho 

Administrativo que regula temas ambientales es estrictamente necesaria para 

poder estructurar delitos ambientales, siendo evidente que de otra manera no 

sería factible. 

 

Como segundo elemento podemos nombrar a la tipicidad, la cual constituye el 

adecuar una conducta a un hecho dañoso para el ambiente y la Naturaleza, es 

una particularidad de la ley penal en general, que consiste en la descripción 

concreta de las acciones humanas o como la descripción abstracta que hace el 

legislador de las conductas, de los actos lesivos de un bien jurídico o con un 

significado peligroso para su integridad. El acto típico normalmente es un 

fenómeno social que forma parte de la dinámica de la sociedad. 
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La doctrina nos dice que: 

 

“La tipicidad es la adecuación de un hecho cometido a la descripción que 

de ese hecho se hace en la ley penal. Por imperativo del principio de 

legalidad, en su vertiente del nullum crimen sine lege, solo los hechos 

tipificados en la ley penal como delitos pueden ser considerados como 

tales.” (Muñoz Conde, 2010, pág. 251) 

 

Sin embargo, no todo comportamiento antijurídico es penalmente relevante. Por 

imperativo del principio de legalidad, solo los comportamientos antijurídicos que, 

además, son típicos pueden dar lugar a una reacción jurídico penal. 

 

Por lo tanto, la tipicidad constituye un conjunto de hechos que afectan a los 

bienes jurídicos más relevantes dentro de un determinado ordenamiento, ésta 

establece ciertas conductas que lesionan valores o intereses sociales u 

individuales y disponen sanciones a quienes cometan este tipo de actos. El tipo 

en este caso cumple una función de motivación para evitar que los ciudadanos 

cometan actos que se encuentran tipificados y la pena constituye una amenaza. 

 

Como tercer elemento se encuentra el daño ambiental, el cual requiere la 

existencia de una situación de peligro o una lesión, es decir es necesario que 

una conducta dañosa provoque un peligro o daño al ambiente o a la Naturaleza, 

por lo que, dentro de la clasificación de los delitos, estos se clasifican en delitos 

de lesión o de peligro. 

 

Doctrinariamente se cataloga al daño ambiental como “la lesión al ambiente que 

presupone alteraciones en la calidad y las características de los recursos 

naturales, tornándoles desaconsejables para el uso humano, bien como para las 

demás formas de vida que se utilizan normalmente.” (Mosset, Hutchinson, & 

Donna, Daño Ambiental, 1999, pág. 14). 

 

Podemos clasificar al daño en los siguientes tipos: a) el daño ambiental que 

afecte a la salud del ser humano; b) el daño ambiental que afecte a la Naturaleza; 
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y, c) el daño ambiental que afecta al patrimonio.  De esta manera, definir el tipo 

de daño es sumamente importante al momento de establecer la competencia de 

la materia. 

 

En ésta misma línea, la doctrina penal clasifica a los delitos ambientales en 

relación al bien jurídico que lesionan, puesto que la infracción puede ser de daño 

con respecto a un bien jurídico inmediato y de peligro respecto a un bien jurídico 

mediato, de ésta manera, el primero se lo cataloga como delito de lesión y es 

aquel que genera un daño o lesión al bien jurídico protegido; y, el segundo, como 

delito de peligro, el cual valora únicamente la probabilidad o peligrosidad de 

peligro del bien jurídico. Situándonos dentro de la clasificación del peligro, se 

hallan dos subdivisiones que pertenecen a esta clase de delitos, estos son: los 

delitos de peligro concreto y los delitos de peligro abstracto. 

 

Por consiguiente, se plantean las siguientes teorías sobre la naturaleza del delito 

ambiental y se clasifican a los delitos según su resultado en a) delitos de lesión, 

donde hay un daño apreciable de un bien jurídico; b) delitos de peligro concreto, 

cuando se exige una puesta en peligro de un objeto en el que se concreta el bien 

jurídico, junto con la probabilidad de lesión suficiente del mismo; y c) delitos de 

peligro abstracto, cuando la acción considerada crea un riesgo determinado por 

la ley y objetivamente desaprobado, indistintamente de que el riesgo o peligro 

afecte o no el objeto que el bien jurídico protege de manera concreta. 

 

En primer lugar tenemos la teoría de los delitos de lesión, la cual predispone la  

existencia de un daño o un comportamiento efectivo con menoscabo al bien 

jurídico tutelado. 

 

“Los delitos de lesión en cuanto suponen precisamente una “lesión” al bien 

jurídico, es decir, su afectación por cualquier vía, no ofrecen más dificultad 

que la determinación del inicio de la lesión que es un problema que 

corresponde al iter criminis y a la relación de causalidad y, por otra parte, 

entender que el tratamiento del tema sólo puede ser atendido 
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adecuadamente en relación con el bien jurídico que es el eje sobre el que 

oscila todo el derecho penal.” (Malo Camacho, s.f., pág. 22) 

 

Por lo tanto, para constituirse un delito de lesión la conducta deberá ocasionar 

una lesión del bien jurídico por efecto de una relación de causalidad entre acción 

y resultado. A simple vista, este tipo de delitos resultan fáciles de entender ya 

que la mayoría de los delitos encajan dentro de esta categoría. 

 

En segundo lugar tenemos la teoría de los delitos de peligro concreto, la cual se 

configura cuando un comportamiento prohibido al seguir su curso hubiese 

producido un resultado lesivo sin que éste haya sobrevenido. 

 

En la teoría sobre el delito de peligro concreto, la acción del sujeto activo 

ocasiona un resultado que consiste en la realización de un concreto peligro de 

lesión para el bien jurídico protegido, es decir que no quede duda que el bien 

jurídico estuvo en peligro. 

 

“Los delitos de peligro concreto son de delitos de resultado, con la única 

diferencia en que aquellos se conforman con un resultado consistente en que el 

bien jurídico ha experimentado un peligro concreto de lesión, que no se ha 

materializado.” (Donna, 1999, pág. 232) 

 

Así pues, por peligro se entiende a la fase que precede a la lesión y que el peligro 

concreto configura cuando un comportamiento prohibido al seguir su curso 

hubiese producido un resultado lesivo sin que este haya sobrevenido. 

 

En este mismo sentido, Roxin plantea dos requisitos para que se configure un 

delito de peligro concreto “En primer lugar, ha de existir un objeto de la acción y 

haber entrado en el ámbito operativo de quien lo pone en peligro, y en segundo 

lugar la acción incriminada tiene que haber creado el peligro próximo de lesión 

de ese objeto de la acción.” (Roxin, 1997, pág. 404) 
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En suma, para configurarse un delito de peligro concreto debe el bien jurídico 

protegido haber recibido un riesgo real de ser lesionado. Un ejemplo de delito de 

peligro concreto, sería el escenario en el que una empresa arroje una mínima 

cantidad de una sustancia química toxica, en un rio, que es aprovechado por una 

comunidad aledaña. En este caso, se puede decir que en realidad no se 

ocasionó ningún daño sobre el bien jurídico vida o naturaleza, pero al momento 

de ser valorado éste deberá ser como si en realidad hubiere lesionado el bien 

jurídico. 

 

En tercer lugar se encuentra la teoría sobre los delitos de peligro abstracto, los 

cuales son más difíciles de definir por que se afecta a un bien jurídico que no 

pertenece a nadie en particular, pero que tiene un carácter colectivo; pues la 

afectación se produce sobre la colectividad. 

 

“Estos delitos son aquellos en los que se castiga una conducta típicamente 

peligrosa como tal, sin que en el caso concreto tenga que haberse producido un 

resultado de puesta en peligro” (Roxin, 1997, pág. 407) 

 

Por lo tanto, estos se conforman con la sola presencia del sujeto activo, pues 

supone que es suficiente que con la mera presencia de éste para que se 

justifique una peligrosidad general para algún bien jurídico, sin que se requiera 

en la absoluto la precisión alguna de un peligro que implique una probabilidad 

inmediata o próxima de lesión. 

 

En los delitos de peligro abstracto el peligro: 

 

“No integra el tipo penal y, por lo tanto no debe ser demostrado, ya que es 

la ratio legis del legislador, es decir, es el motivo que lo llevo a crear la figura 

delictiva. De modo tal que se ha considerado que, dadas las circunstancias 

típicas, el peligro del bien jurídico se presume iuris et de iure” (Donna, 1999, 

pág. 277) 
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Roxin opina respecto de la tipificación de los mismos consiste en la puesta real 

en peligro del bien jurídico, coincidiendo con lo establecido en la ley, existe una 

situación de peligro separable con la conducta. 

 

Finalmente, podemos inferir que en los delitos de peligro abstracto, lo que se 

castiga es una acción peligrosa en “abstracto”,  sin exigir como en el caso 

concreto que, efectivamente, se haya puesto en peligro el bien jurídico protegido. 

Un ejemplo seria, la tenencia de sustancias peligrosas sin el permiso de 

autoridad competente, lo que representa un peligro a la colectividad, por ende la 

valoración será de acuerdo al peligro potencial de que una persona se encuentre 

en poder de esas sustancias sin la respectiva autorización. 

 

En conclusión el derecho penal ambiental es una ciencia que por esencia genera 

riesgo, por eso es que se conoce a este tipo de delitos como de peligro. Su 

tipificación va direccionada a sancionar conductas que ponen en peligro la vida, 

la salud, la integridad, el ambiente el patrimonio y la sociedad en general. 

 

“Para la tipificación de las conductas punibles, el legislador puede optar por 

la técnica de los delitos de lesión o hacerlo a través de la técnica de los 

delitos de peligro. Los primeros requieren la efectiva lesión o menoscabo 

del bien jurídico, mientras que los segundos no, sino que es suficiente para 

la consumación típica con la creación de una situación de riesgo para la 

incolumidad del bien jurídico.” (Buompadre, 2004, pág. 194) 

 

En conclusión, podemos determinar que los delitos ambientales se clasifican de 

acuerdo a la intensidad del ataque al bien jurídico tutelado, siendo estos, de 

lesión, de peligro concreto y de peligro abstracto. Una vez agotada la doctrina, 

es pertinente hacer una reseña histórica de la tipificación de delitos ambientales 

en el Ecuador. 

 

En nuestro país se comienzan a tipificar delitos y contravenciones ambientales 

mediante la Ley Reformatoria No. 99-49, que reforma al Código Penal, publicado 

en el Registro Oficial Suplemento No. 147 de 22 de Enero de 1971, la cual 
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incorporo a las infracciones ambientales dentro del capítulo correspondiente a 

“los delitos contra la seguridad pública”; y, posteriormente, se tipifico únicamente 

delitos ambientales en el Código Orgánico Integral Penal, publicado en el 

Registro Oficial Suplemento No. 180 de 10 de Febrero de 2014, en el capítulo  

“Delitos contra el  Ambiente y la Naturaleza o Pacha Mama”: 

 

1.4.1 Código Penal (Derogado) RO-S 147:22-Ene-1971 

 

Al analizar el Título V del Libro Segundo, Capítulo X-A del Código Penal de 1971, 

titulado “de los Delitos contra el Medio Ambiente”, se tipificaron seis tipos de 

delitos y existen cuatro categorías en las que se pueden clasificar los tipos 

penales. 

 

Al momento de determinar las categorías punibles, existen cuatro categorías en 

las que se pueden clasificar los principales tipos: (Alban, Los delitos contra el 

medio ambiente en el Código Penal ecuatoriano, 2007, pág. 95) 

 

a. “Tipos que protegen bienes jurídicos individuales (Vida, salud, propiedad), en 

el caso de que las lesiones se produzcan como consecuencia de las 

alteraciones del medio ambiente; 

 

b. Tipos que protegen bienes jurídicos individuales o que protegen el medio 

ambiente en situaciones de peligro, sin necesidad de que ese peligro se 

materialice en una lesión; 

 

c. Tipos que protegen al medio ambiente por actos que afecten un bien colectivo 

(el agua, el suelo, la atmósfera, la flora, la fauna), sin que se produzca la lesión 

de un bien jurídico individual; 

 

d. Tipos que protegen el medio ambiente, ya sea frente a conductas de peligro 

o con resultados de lesión, que a su vez pueden ser idóneas para producir 

otro resultado más que se especifique en el tipo correspondiente.” 
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Al momento de determinar las infracciones punibles, se tipificaron aquellas 

fundamentadas en la alteración del equilibrio ecológico y otras que sancionan 

conductas que deterioran la calidad ambiental. 

 

1.4.1.1 Conductas que alteran el equilibrio ecológico 

 

Éstas conductas tienen un enfoque ecocéntrico, debido a que intentan proteger 

a la Naturaleza, tomando en consideración a las especies protegidas y a los 

ecosistemas. 

 

“Destacan los delitos de atentados contra la vida silvestre y de daños a 

ecosistemas protegidos.  Estos delitos están caracterizados por la relación 

de actividades no autorizadas de caza, captura, recolección, extracción o 

comercialización de especies de flora y fauna silvestres, la utilización de 

métodos prohibidos para la extracción de dichas especies, y la destrucción, 

quema, daño, tala, o uso ilegal de sistemas protegidos.” (Echeverría & 

Suáres, 2011, pág. 59) 

 

Se podría decir que éste enfoque biocéntrico no es completo, en razón de que 

solo se protegen a especies protegidas y no a toda la vida animal en su conjunto. 

 

Atentados contra especies protegidas 

 

El artículo 437-F del Código Penal, trataba sobre la protección de especies 

naturales, tipifica la conducta de caza, captura, recolección, extracción y 

comercialización de especies de flora o fauna, legalmente protegidas, 

contraviniendo las disposiciones legales y reglamentarias sobre la materia.  De 

igual manera, del análisis del artículo podemos inferir que nos encontramos 

frente a un delito de lesión. 

 

Es necesaria la vinculación con la norma extra penal para probar que sea una 

especie legalmente protegida y que los actos tienen que estar en contraposición 

a la ley o reglamento.  Tales condiciones son necesarias para que la conducta 



 

 

31

constituya un delito.  Para comprobarlo debemos remitirnos a la Ley Forestal y 

de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, adicionalmente, tenemos 

que considerar que Galápagos cuenta con la Ley de Régimen Especial para la 

Conservación y Desarrollo Sustentable de la Provincia de Galápagos.  Por otro 

lado, además de la legislación secundaria, tenemos que tomar en cuenta que 

existe normativa contemplada en resoluciones del Ministerio del Ambiente.  

Finalmente, es necesario mencionar que la pena es de uno a tres años de 

prisión. 

 

El artículo 437-G del Código Penal, establecía protección a la fauna y flora 

acuática, tipifica la conducta de extracción de especies de flora o fauna 

acuáticas.  Básicamente éste artículo es complementario al anterior y se sujeta 

a la misma normativa, además de la Ley de Pesca y desarrollo pesquero.  La 

pena es de uno a tres años de prisión.  Al igual que el artículo anterior, podemos 

determinar que estamos frente a un delito de lesión. 

 

Destrucción de bosques 

 

El artículo 437-H del Código Penal, tipifica el delito de destrucción de bosques: 

La conducta típica es: destrucción, quema, daño y tala, de bosques u otras 

formaciones vegetales, naturales o cultivadas.  Podemos darnos cuenta que 

existe la misma referencia a normativa extrapenal, que nos lleva a la Ley Forestal 

y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, en donde se verificará 

que los bosques y formaciones vegetales, estén legalmente protegidas. 

 

En el mismo sentido, en relación al notable daño sobre el bien jurídico 

Naturaleza, nos encontramos frente a un delito de lesión.  

 

La pena es de uno a tres años de prisión y de dos a cuatro años en los casos 

que existan agravantes. 
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Desvió de tierras reservadas 

 

El artículo 437-I del Código Penal, trata sobre él desvió de tierras reservadas 

para la protección.  Esta norma tiene como fin el sancionar a quien destine tierras 

sin autorización o sin los procedimientos previstos en las normas aplicables. 

 

De igual manera, del análisis del artículo podemos inferir que nos encontramos 

frente a un delito de lesión. 

 

La pena es de uno a tres años de prisión. 

 

El artículo 437-J del Código Penal, establece el caso de permitirse el uso 

indebido de tierras reservadas.  Éste artículo se vincula directamente con el 

artículo 437-E, debido a que el empleado o funcionario público del municipio que 

autorice u otorgue un permiso o que emita un informe u opinión que conduzcan 

al mismo fin será igualmente sancionado.  Al igual que el artículo anterior, 

podemos determinar que estamos frente a un delito de lesión. 

 

La pena será de uno a tres años de prisión. 

 

1.4.1.2 Conductas que deterioran la calidad ambiental 

 

Estas conductas tienen un enfoque antropocéntrico, debido a que tratan delitos 

de contaminación en contra del ambiente y la afectación al ser humano, en 

relación a su derecho de vivir en un ambiente sano. 

 

“Destaca el delito de contaminación ambiental, éste delito está 

caracterizado por la producción, depósito, comercialización, o uso no 

autorizado de desechos tóxicos peligrosos o sustancias radioactivas; el 

vertimiento de residuos contaminantes por sobre los límites establecidos; 

y, el delito de muerte por contaminación ambiental.” (Echeverría & Suáres, 

2011, pág. 60) 
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Desechos tóxicos 

 

El artículo 437-A del Código Penal, trata el caso de desechos tóxicos, peligrosos, 

sustancias radiactivas u otras similares.  Tipifica la conducta de producción, 

introducción, depósito, comercialización, posesión o uso de desechos tóxicos 

peligrosos, sustancias radioactivas u otras similares. 

 

Se constituiría delito cuando la tenencia de dichas sustancias se encuentre fuera 

de los casos permitidos por la ley. 

 

La remisión de la normativa en éste caso se hace a la Ley Orgánica de Salud la 

cual determina que sustancias son peligrosas para la salud y cuáles son los 

límites permisibles. 

 

Nos encontramos frente a un delito de peligro concreto, que se formula cuando 

se une la producción, introducción, depósito, comercialización, etc., con los 

desechos y sustancias potencialmente peligrosos. 

 

La pena es de dos a cuatro años de prisión. 

 

Armas Químicas y Biológicas 

 

El segundo inciso del artículo 437-A del Código Penal, trata sobre las armas 

químicas y biológicas.  Al igual que en el primer inciso del presente artículo, la 

conducta típica es: posesión, comercialización e introducción de armas químicas 

y biológicas.  Ciertamente, estas conductas implican un peligro directo a la salud 

y a la vida humana. 

 

Para éste tipo de delito, en cuanto a la remisión normativa debemos remitimos a 

la convención de las Naciones Unidas, sobre la Prohibición del Desarrollo, 

Producción, Almacenamiento y Empleo de Armas Químicas y su Destrucción, La 

cual define y cataloga a las armas químicas. 
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Hay que tomar en cuenta que el presente inciso no está en blanco, debido a que 

no existe un caso en que estas conductas estén permitidas por la ley. 

 

Al igual que el inciso precedente, podemos determinar que estamos frente a un 

delito de peligro abstracto. 

 

Vertido de residuos 

 

El artículo 437-B del Código Penal, sanciona el manejo de vertidos de residuos.  

La conducta típica es verter residuos de cualquier naturaleza.  Al hablar, de 

residuos de cualquier naturaleza es un término muy ambiguo.  Adicionalmente, 

no se especifica en qué lugar, ni qué clase de residuos.  Referente al lugar se 

puede decir que “los vertidos pueden dirigirse al suelo, al subsuelo, a la 

atmósfera, a las aguas terrestres, marítimas y subterráneas” (Alban, 2007, pág. 

99)La pena es de uno a tres años de prisión. 

 

Del análisis de este delito, podemos determinar que existen dos verbos rectores, 

el primero “causare” que constituye un delito de lesión y el segundo “pudiere” el 

cual constituye un delito de peligro concreto. 

 

El artículo 437-C se remite al artículo 437-B, y establece cuatro agravantes: a) 

ocasionar daños a la salud o a bienes, b) perjuicios de carácter irreversible, c) 

que el acto sea desarrollado de manera clandestina; y, d) que se afecten 

recursos naturales.  Con los agravantes mencionados la pena se vuelve de tres 

a cinco años de prisión. Por otro lado, de los cuatro agravantes, los literales a, b 

y d, constituyen un delito de lesión; y, el literal restante en caso de constituirse el 

delito, seria al igual un delito de lesión, pero en el caso de constituirse un 

probabilidad sería un delito de peligro concreto.  

 

El artículo 437-D del Código Penal, se remite a los artículos 437-A y 437-B, 

estableciendo un agravante por causa de muerte.  El artículo nos remite al delito 

de homicidio inintencional y al delito de Lesiones.  Éste artículo, es un poco 
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contradictorio, ya que el artículo 460 del Código Penal habla sobre el homicidio 

inintencional y establece una pena máxima de dos años de prisión, pero si vamos 

al artículo 467 del mismo cuerpo legal que tipifica las lesiones se establece una 

pena máxima de cinco años, por lo que sería más conveniente para el autor que 

la persona afectada por el delito fallezca.  Por otro lado, es importante mencionar 

que este delito constituye un delito de lesión. 

 

El artículo 437-E del Código Penal, trata sobre vertimiento de residuos por parte 

de funcionarios públicos.  La conducta es autorizar o permitir el vertimiento de 

residuos contaminantes de cualquier clase por encima de los límites fijados de 

conformidad con la ley.  En éste caso se define de una manera más puntual a 

“residuos contaminantes” y se apega a lo referente a la ley de contaminación que 

tratamos al analizar el artículo 437-B. 

 

Cabe recalcar que para la existencia de este delito se debe tomar en cuenta que 

el funcionario público debe haber votado a favor de una autorización o permiso; 

o haber emitido un informe u opinión que conduzca al resultado.  Del análisis del 

artículo, podemos determinar que estamos frente a un delito de peligro concreto. 

 

El Art 607-A del Código Penal, establece las contravenciones ambientales y 

sanciona la contaminación del aire generado por vehículos, acumulación de 

basura en vía pública, contaminación auditiva generada por vehículos, arrojar 

desperdicios o aguas contaminantes y destruir vegetación de parques.  En éste 

caso, la pena será de uno a tres años de prisión. 

 

1.4.1.3 Medida cautelar 

 

El artículo 437-K del Código Penal, otorga al Juez la facultad de dictar medidas 

cautelares sobre los delitos ambientales.  La medida cautelar va desde la 

suspensión de la actividad del autor de la contaminación hasta la clausura 

definitiva o temporal del establecimiento.  Al referirnos a una clausura definitiva 
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esta debería ser posterior a sentencia ejecutoriada, no como una medida 

cautelar. 

 

1.4.1.4 Infracciones especiales en Galápagos 

 

La ley de Régimen Especial para la Conservación y Desarrollo sustentable de la 

provincia de Galápagos, publicada en el Registro Oficial No. 278 de 18 de marzo 

de 1998.  En su Capítulo IV, Titulo VII, tipifica delitos exclusivamente para la 

provincia de Galápagos, los cuales son norma subsidiaria a la penal.  Los 

siguientes delitos son normas penales en blanco que igual se sujetan a una 

violación de normas administrativas o actos realizados sin autorización de la 

administración. 

 

El artículo 68 de la norma en mención tipifica los siguientes delitos. 

 

a. Realizar actividades pesqueras en la provincia de Galápagos sin la 

autorización respectiva. 

 

b. Capturar especies en veda o cuya pesca esté expresamente prohibida en la 

reserva marina de Galápagos. 

 

c. Recolectar, movilizar, transportar sin autorización, cazar, comercializar, 

industrializar y destruir organismos autóctono, vulnerables, endémicos o en 

peligro de extinción según la legislación interna. 

 

El primer delito es sancionado con una pena de tres meses a tres años de prisión, 

una multa de dos mil salarios mínimos vitales y decomiso de los cargamentos y 

naves.  Los siguientes dos delitos contemplan una pena de quince a veinte días 

de prisión, con una multa de ochenta salarios mínimos vitales, con el decomiso 

del cargamento y de la nave: 

 

El tercer inciso de artículo establece que la sanción será para las personas 

naturales y los representantes legales de las personas jurídicas.  Sin embargo, 
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no se consideró la injusticia de la sanción al representante legal, ya que está 

siendo sancionado por actos cometidos por terceros. 

 

Los tres literales del presente artículo constituyen un delito de lesión. 

 

El artículo 69 del mismo cuerpo legal, sanciona con prisión de un mes a un año 

y con una multa de diez mil salarios mínimos vitales y el decomiso de los 

productos, en los siguientes casos: 

 

a. Destruir o alterar aéreas protegidas, abandonar residuos o desechos en las 

bahías, playas o riveras; arrojar al agua desperdicios que alteren el 

ecosistema o extraer materiales ardeos o pétreos de aéreas protegidas. 

 

b. Introducir sin autorización medios exógenos a las islas. 

 

c. Transportar sin autorización materiales geológicos hacia afuera del continente 

o hacia el extranjero. 

 

d. Autorizar la concesión de cupos de operación turística o de pesca en periodos 

de moratoria que señalen en las normas vigentes. 

 

En el presente artículo todos los literales constituyen un delito de lesión. 

 

Es necesario acotar que en las disposiciones derogatorias del Código Orgánico 

Integral Penal, no se encuentran los artículos 68 y 69 de La ley de Régimen 

Especial para la Conservación y Desarrollo sustentable de la provincia de 

Galápagos, por lo tanto esta ley se encuentra vigente. 

 

1.4.2 Código Orgánico Integral Penal (Vigente) RO-S180: 10-Feb-2014 

 

Como mencionamos anteriormente, a partir de la Constitución vigente desde el 

año 2008, se reconoció a la Naturaleza como sujeto de derechos, éste nuevo 

tratamiento a la Naturaleza y una evidente necesidad de actualización de tipos 
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penales, impulsaron la creación del Código Orgánico Integral Penal.  De esta 

forma, el Derecho Penal Ambiental se acopló a los lineamientos constitucionales 

biocéntricos. 

 

El Código Orgánico Integral Penal, mantiene penas similares al anterior Código 

Penal, que van de uno a tres años para delitos contra la biodiversidad; de entre 

tres a diez años para la extracción ilícita de recursos mineros o su financiamiento; 

y, de seis meses a siete años para delitos relativos a la gestión ilícita de 

hidrocarburos.  Por otro lado, en relación al anterior Código Penal se reducen 

significativamente las agravantes y en algunos delitos se amenora la pena por 

éste motivo. 

 

Tenemos que tomar en cuenta las innovaciones de éste código, el cual establece 

responsabilidad penal a las Personas Jurídicas e incorpora delitos contra el 

Patrimonio Genético del Estado.  Entre las infracciones punibles se han tipificado 

aquellas que atentan contra la Naturaleza y otras que sancionan conductas que 

deterioran la calidad ambiental. 

 

Por otro lado, éste Código no contiene algunos delitos que estaban tipificados en 

el anterior Código Penal y existen normas técnicas en legislaciones secundarias 

para sancionar delitos que ya no existen.  Tales como el delito de destrucción o 

tala ilegal; o, el delito de irrespeto a la veda de especies de flora y fauna. 

 

La Coordinadora Ecuatoriana de Organizaciones para la Defensa del Ambiente 

y la Naturaleza – CEDENMA, plantea las siguientes inconsistencias en el Código 

Orgánico Integral Penal, el cual contiene contradicciones en relación a la 

Constitución y no tutela efectivamente los derechos de la Naturaleza: 

(CEDENMA, 2015) 

 

a. “La exclusión de los delitos contra la naturaleza, es decir aquellos que 

abiertamente violen lo previsto en el art.  10 y 71 de la Constitución de la 

República del Ecuador (CRE), 
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b. Las confusiones en los términos y alcances de ambiente y naturaleza; 

acepciones que, aunque incluyentes, son totalmente distintas. 

 

c. La ausencia de la naturaleza como víctima de infracciones penales en el 

listado de las partes procesales, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 441 

del COIP.” 

 

De acuerdo a éstas inconsistencias, el Código Orgánico Integral Penal establece 

algunos tipos penales que contradicen garantías constitucionales y demuestran 

grandes vacíos en materia ambiental. 

 

“El COIP es un instrumento jurídico que garantiza derechos, que tiene ciertas 

garantías, pero en el caso de los derechos de la naturaleza no se establecen 

garantías que permitan tipificar delitos, cuando acciones u omisiones impliquen 

afectación a la naturaleza.” (Diario El Universo, 2014) 

 

Finalmente, podemos decir que éste Código ha representado un avance en el 

Derecho Penal Ambiental ecuatoriano, pero aún no está totalmente acorde a los 

parámetros constitucionales y doctrinarios de nuestra época.  Sin embargo, cabe 

mencionar que la falencia no es del todo normativa, sino que la falta de 

especialización ambiental por parte de los Agentes Fiscales y de los organismos 

jurisdiccionales genera la sensación que el COIP es insuficiente en cuanto a la 

tutela de los derechos de la Naturaleza y el Ambiente. 

 

1.4.2.1 Conductas que atentan contra los derechos de la naturaleza 

 

En esta categoría se encuentran los delitos contra la biodiversidad, delitos contra 

los recursos naturales, delitos de invasión al área de importancia ecológica, 

delitos contra el patrimonio genético y delito de daño irreversible a la 

biodiversidad por contaminación del aire. 
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DELITOS CONTRA LA BIODIVERSIDAD 

 

Importancia ecológica 

 

El artículo 245, tipifica la invasión de las áreas del Sistema Nacional de Áreas 

Protegidas y Ecosistemas Frágiles 

 

No establece agravantes, sin embargo dice que se aplicará el máximo de la pena 

(pena de uno a tres años), en los siguientes casos: a) como consecuencia de la 

invasión se causen daños graves a la biodiversidad y a los recursos naturales o 

b) promover o financiar la invasión mediante engaños.  Así pues, del presente 

artículo se puede determinar que constituye un delito de peligro abstracto, al 

igual que su agravante literal b). Por otro lado, su agravante literal a), 

corresponde a un delito de lesión. 

 

Se puede decir que es un avance ya que en el antiguo Código Penal, en su 

artículo 437-I sancionaba el uso de suelo sin autorización, pero no establecía la 

invasión como un delito. 

 

Bosques y Vegetación 

 

El artículo 246 sanciona con una pena de uno a tres años a la persona que 

provoque o instigue la comisión de incendios en bosques nativos, plantados o 

paramos. 

 

Éste delito plantea una excepción a la quema agrícola o doméstica realizada por 

comunidades o pequeños agricultores, pero si la quema se vuelve incontrolable 

y causa un incendio forestal, responden sobre un delito culposo con una pena 

de tres a seis meses. 

 

Si por consecuencia de éste delito muere una persona se sancionará con una 

pena de trece a dieciséis años, sin embargo, no se contemplan las lesiones que 
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pudiera sufrir una persona a causa de éste delito.  Es claro, que nos encontramos 

frente a un delito de lesión. 

 

Delitos contra la flora y la fauna silvestre 

 

El artículo 247 tipifica la conducta de cazar, pescar, capturar, recolectar, extraer, 

tener, transportar, traficar, beneficiarse, permutar y comercializar especímenes 

o sus partes, elementos constitutivos, sus derivados o productos, de flora o fauna 

silvestre, terrestre, marina o acuática, de especies amenazadas en peligro de 

extinción y migratorias, listadas por la Autoridad Ambiental Nacional. 

 

La pena será de uno a tres años y se aplicara el máximo de la pena si el hecho 

se comete en el periodo o zona de producción de la semilla o reproducción, 

incubación, anidación, parto, crianza o crecimiento de la especie; o que el hecho 

se realice dentro del Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 

 

Se exceptúan la cacería, pesca, captura por subsistencia, las prácticas de 

medicina tradicional y el consumo de madera domestica por las comunidades en 

sus territorios.  Sin embargo, se aclara que el fin no podrá ser el lucro y que 

deberá ser autorizado por el Sistema Nacional de Áreas Protegidas.  Del análisis 

del presente artículo, podemos determinar que nos encontramos frente a un 

delito de lesión. 

 

Éste delito anteriormente protegía también a las especies en veda, la cual 

actualmente queda bajo una sanción administrativa, pero no se considera que 

esto también podría alterar al ecosistema. 

 

Patrimonio Genético del Estado 

 

El artículo No. 248, tipifica los delitos contra el Patrimonio Genético del Estado 

en tres, el primero con una pena de uno a tres años de prisión y los dos siguientes 

con una pena de tres a cinco años: 
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a. El acceso no autorizado incumpliendo la normativa vigente a recursos 

genéticos del patrimonio nacional, que incluya o no componente intangible 

asociado, contempla un agravante si se demuestra acceso para una finalidad 

comercial. 

 

b. La persona que por acción u omisión ingrese, produzca, trafique o 

comercialice organismos o material orgánico e inorgánico que pueda alterar 

de manera definitiva el patrimonio genético nacional, que incluyan o no 

componente intangible asociado. 

 

c. La persona que por acción u omisión ocasione la pérdida del patrimonio 

genético nacional, que incluya o no componente intangible asociado. 

 

Del presente artículo, podemos determinar que el literal a) y c), constituye un 

delito de peligro abstracto y el literal b), constituye un delito de peligro concreto. 

 

Los delitos contra el Patrimonio Genético del Estado, no estaban contemplados 

en el anterior Código penal y se considera un avance.  Sin embargo, al momento 

de tipificarlos, en relación al agravante del primer delito: 

 

“Lo que plantea, indica, no tiene que ver con la conservación de la 

biodiversidad, sino con la transformación de la biodiversidad en mercancía, 

y la cárcel no es la solución a ello.  ´En el caso de la agrobiodiversidad (es 

decir, las semillas), la mejor forma de conservarla es usándola’” (Diario El 

Universo, 2014) 

 

Maltrato y muerte de Mascotas o animales de compañía 

 

Los artículos 249 y 250 sancionan las siguientes conductas: 

 

a. La persona que por acción u omisión cause daño, lesiones o deterioro a una 

mascota o animal de compañía, tendrá una pena de cincuenta a cien horas 
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de servicio comunitario.  Si se produce la muerte la pena es de tres a siete 

días.  Se exceptúan los casos de accidentes graves, enfermedades o motivos 

de fuerza mayor. 

 

b. La persona que entrene, programe, organice peleas de perros tendrá una 

pena de siete a diez días, si se causa lesiones o muerte del animal la pena 

será de quince a treinta días. 

 

Del análisis del presente artículo,  determinamos que el literal a), corresponde a 

un delito de lesión y el literal b), a un delito de peligro abstracto. 

 

1.4.2.2 Conductas que atentan contra la calidad ambiental 

 

En esta sección se encuentran los delitos de gestión prohibida o no autorizada 

de productos, residuos, desechos o sustancias peligrosas y el delito de falsedad 

u ocultamiento de información ambiental. 

 

DELITOS CONTRA LOS RECURSOS NATURALES 

 

Delito contra el agua 

 

El artículo 251, tipifica el delito contra el agua y sanciona a la persona que 

contraviniendo la normativa vigente contamine, deseque o altere los cuerpos de 

agua vertientes, fuentes, caudales ecológicos, etc., provocando daños graves, 

tendrá una pena de tres a cinco años. 

 

El presente artículo corresponde a un delito de peligro abstracto. 

 

Se impondrá el máximo de la pena si la infracción es realizada en el Sistema 

Nacional de Áreas Protegidas, si se realizó con ánimo de lucro o con métodos 

que produzcan daños extensos o permanentes. 
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Delito contra el suelo 

 

El artículo 252, tipifica el delito contra el suelo y sanciona a quien en relación con 

los planes de ordenamiento territorial y ambiental, cambie el uso del suelo 

forestal o el suelo destinado al mantenimiento y conservación de los ecosistemas 

nativos causando daños graves, a éste se le impondrá una pena de tres a cinco 

años y en el caso de que el cometimiento de la infracción sea en el Sistema 

Nacional de Áreas Protegidas, se le impondrá el máximo de la pena. 

 

Al ser el resultado de este delito un daño grave, nos encontramos frente a un 

delito de lesión. 

 

Contaminación del aire 

 

El artículo 253, sanciona a quien por incumplimiento o contravención de las 

medidas exigidas en la normativa, contamine el aire, la atmósfera o demás 

componentes del espacio aéreo en niveles que provoquen daños graves a los 

recursos naturales, la biodiversidad y a la salud humana, en éste caso la pena 

será de uno a tres años. 

 

Al igual que en el artículo anterior, nos encontramos frente a un delito de lesión. 

 

DELITOS CONTRA LA GESTIÓN AMBIENTAL 

 

Gestión prohibida o no autorizada de productos residuos, desechos o sustancias 

peligrosas 

 

El artículo 254, tipifica la conducta de desarrollo, producción, tenencia, 

manipulación, quema, comercialización, introducción, transportación, 

almacenamiento, deposito o uso de productos residuos de sustancias químicas 

o peligrosas, que por su uso genere daños graves a la biodiversidad o a los 

recursos naturales, en contravención a la normativa vigente, en éste caso la pena 

será de uno a tres años. 
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Se establece una agravante a los siguientes casos, que serán sancionados con 

una pena de tres a cinco años: 

 

a. “Armas químicas, biológicas o nucleares. 

 

b. Químicos y agroquímicos prohibidos, contaminantes orgánicos 

persistentes altamente tóxicos y sustancias radioactivas. 

 

c. Diseminación de enfermedades o plagas. 

 

d. Tecnologías, agentes biológicos experimentales organismos 

genéticamente modificados nocivos y perjudiciales para la salud humana o 

que atenten contra la biodiversidad y recursos naturales.” (Código Orgánico 

Integral Penal, 2014, artículo 254). 

 

Si fruto de esto se produce la muerte de una persona la pena será de dieciséis 

a diecinueve años. 

 

Al analizar el presente artículo, determinamos que este y sus agravantes 

corresponden a un delito de lesión. 

 

Falsedad u ocultamiento de información ambiental 

 

El artículo 255 sanciona a quien emita o proporcione información falsa u oculte 

información necesaria para el otorgamiento de permisos o licencias ambientales, 

que provoquen un error a la autoridad ambiental, en este caso se impondrá una 

pena de uno a tres años. 

 

Se impondrá el mayor de la pena al servidor público que en ejercicio de sus 

funciones emita o apruebe información falsa. 

 

El presente artículo corresponde a un delito de peligro abstracto. 
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1.4.2.3 Pena para las personas jurídicas 

 

El artículo 258 establece responsabilidad a las personas jurídicas en materia 

penal ambiental y la sanciona de la siguiente manera: 

 

a. En delitos con penas de uno a tres años, una multa de cien a trescientos SBU, 

clausura temporal, comiso y remediación de los daños ambientales. 

 

b. En delitos con penas de tres a cinco años, una multa de doscientos a 

quinientos SBU, clausura temporal, comiso y remediación de los daños 

ambientales. 

 

c. En delitos con penas superior a quince años, una multa de quinientos a mil 

SBU, clausura definitiva, comiso y remediación de los daños ambientales. 

 

La sanción para personas jurídicas en materia penal ambiental es innovadora y 

no se contemplaba en el anterior Código Penal, de tal manera que representa un 

avance significativo en el Derecho Penal Ambiental ecuatoriano. 

 

1.4.2.4 Disposiciones comunes 

 

Los artículos 256, 257 y 259, establecen disposiciones sobre la norma penal en 

blanco, obligación de restauración y reparación; y los atenuantes. 

 

En cuestión a la norma penal en blanco establece competencia a la Autoridad 

Ambiental Nacional, para dictar normas relacionadas con la restauración, 

identificación de ecosistemas y listados de especies de flora y fauna silvestre 

protegidas.  De igual manera, delega la competencia a la Autoridad Ambiental 

Nacional para determinar técnicamente cada delito contra el Ambiente y la 

Naturaleza y establecer alcances del daño ambiental. 
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En el mismo sentido, se establece la obligación de restaurar íntegramente los 

ecosistemas, conjuntamente, con la reparación e indemnización a las personas 

o comunidades afectadas. 

 

Adicionalmente, se establece como atenuante la adopción de medidas para 

compensar el daño ambiental, de tal manera, los atenuantes serán calificados 

por la Autoridad Ambiental Nacional disminuyendo la pena hasta un cuarto de la 

establecida para cada delito. 

 

En conclusión, el Código Orgánico Integral Penal tiene una visión más amplia 

sobre los delitos ambientales.  Se puede decir que inclusive muestra un ámbito 

garantista de los derechos a la Naturaleza e incluso ya no los cataloga como 

delitos ambientales, sino les da el nombre de delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza. 
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2 FISCALÍA, FISCALES Y UNIDAD DE DELITOS AMBIENTALES 

 

La Fiscalía en su rol de investigadora y perseguidora de delitos, al momento de 

hablar de Delitos Ambientales, en su estructura organizacional no cuenta con 

una figura de Fiscalía Ambiental, como entidad adscrita, adjunta o independiente 

de ella.  Al ser el Derecho Penal Ambiental demasiado complejo por su normativa 

y parte técnica, se requiere de especialización en la materia, es decir, se 

demanda una figura que cuente con Agentes Fiscales Especializados en materia 

penal ambiental, personal técnico y equipamiento necesario para la persecución 

de estos delitos. 

 

Para estudiar esta problemática, debemos tomar en cuenta la actuación de la 

Fiscalía General del Estado y la de sus Agentes Fiscales en relación a los delitos 

contra el Ambiente y la Naturaleza, para de esta manera justificar la 

especialización de los Agentes Fiscales y la necesidad de la presencia 

institucional de una Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales. 

 

Entre los principales problemas se encuentran la falta de conocimiento de los 

Agentes Fiscales en materia ambiental y la dispersión normativa que supone la 

norma penal en blanco.  Conjuntamente, con la falta de coordinación con los 

Ministerios que tratan materia ambiental y la Policía Judicial que trabaja bajo la 

dirección del Agente Fiscal.  Por parte de la Fiscalía, está establece competencia 

para conocer estos delitos a la Fiscalía Especializada en Personas y Garantías, 

de manera que no es lo propio para los delitos contra el Ambiente y la Naturaleza. 

 

2.1 FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO 

 

Anteriormente no existía una institución autónoma denominada Fiscalía, los 

Fiscales formaban parte de la Función Judicial y de esta forma eran partícipes 

dentro del proceso penal.  Los Fiscales pasaron a cargo de la Procuraduría 

General del Estado, según las Constituciones de 1945 y 1978.  Mediante la Ley 

Orgánica del Ministerio Público de 1997, se la enviste de institucionalidad 
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volviéndose una entidad autónoma e independiente bajo el nombre de Ministerio 

Público.  Posteriormente, el Código de Procedimiento Penal de 2001 publicado 

en el Registro Oficial Suplemento No. 360 de 13 de Enero del 2000, la cataloga 

como Fiscalía General del Estado y se la reafirma en la Constitución del 2008, 

cuyo nombre ostenta hasta la actualidad. 

 

Es necesario, definir de manera amplia a la presente Institución, para tener una 

visión clara del papel que ejerce, sus funciones, competencias y la de sus 

actores.  Su misión, es la representación social mediante la defensa del interés 

público, a través de la dirección en la investigación de los delitos, mediante la 

búsqueda de hechos que sustenten la participación de los responsables.  

Asimismo, esta adopta medidas para la protección de víctimas en circunstancias 

que lo requieran. 

 

Su principal función, es la de promover y ejercitar la acción penal en delitos de 

acción pública, en los que se incluyen los delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza.  De ser necesario, recurre a la ayuda de la Policía Judicial, la misma 

que actúa bajo su dirección. 

 

En éste sentido, nos tenemos que remitir a la Constitución, la cual en su sección 

décima, artículo 194, define a la Fiscalía General del Estado de la siguiente 

manera: 

 

“La Fiscalía General del Estado es un órgano autónomo de la Función 

Judicial, único e indivisible, funcionará de forma desconcentrada y tendrá 

autonomía administrativa, económica y financiera.  La Fiscal o El Fiscal 

General es su máxima autoridad y representante legal y actuará con 

sujeción a los principios constitucionales, derechos y garantías del debido 

proceso.” (Constitución de la República del Ecuador, 2008, artículo 194). 

 

De igual manera, el Código Orgánico de la Función Judicial, en su artículo 281, 

nos da la siguiente definición: “La Fiscalía General del Estado es un organismo 
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autónomo de la Función Judicial, con autonomía económica, financiera y 

administrativa.  Tiene su sede en la capital de la República.” (Código Orgánico 

de la Función Judicial, 2009, artículo 281). 

 

Complementariamente, la Fiscalía General del Estado, concuerda con las 

definiciones previstas por los cuerpos legales en mención, y la define como: 

 

“Una institución de derecho público, única e indivisible, y autónoma de la 

función judicial en lo administrativo, económico y financiero.  La Fiscalía 

representa a la sociedad en la investigación y persecución del delito y en la 

acusación penal de los presuntos infractores.” (Fiscalía General del Estado, 

2011). 

 

Las definiciones antedichas nos dan un concepto que se vincula con la figura 

institucional de la Fiscalía.  Sin embargo, el Código Orgánico Integral Penal, en 

su artículo 442, nos brinda una definición de Fiscalía, que tiene una inclinación 

más al ámbito garantista de los derechos de sus partícipes, y establece que “La 

Fiscalía dirige la investigación preprocesal y procesal penal e interviene hasta la 

finalización del proceso.  La víctima deberá ser instruida por parte de la o el Fiscal 

sobre sus derechos y en especial, sobre su intervención en la causa.” (Código 

Orgánico Integral Penal, 2014, artículo 442). 

 

El concepto es perfeccionado con en el artículo 195 de la Constitución, el cual 

establece las funciones y obligaciones que deberá tener la Fiscalía como parte 

del proceso penal.  Adicionalmente, determina que su actuación deberá ser en 

consecución a los principios propios del derecho penal, con los instrumentos de 

la investigación criminal y acusación.  Lo expresa de la siguiente manera: 

 

“La Fiscalía dirigirá de oficio o a petición de parte la investigación pre 

procesal y procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción pública con 

sujeción a los principios de oportunidad y mínima intervención penal, con 

especial atención al interés público y a los derechos de las víctimas.  De 
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hallar merito acusará a los presuntos infractores ante el Juez competente, 

e impulsará la acusación en la sustentación del juicio penal. 

 

Para cumplir con sus funciones, la Fiscalía organizará y dirigirá un sistema 

especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias 

forenses, que incluirá un personal de investigación civil y policial.” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008, artículo 195). 

 

Así mismo, el Código Orgánico de la Función Judicial, en su artículo 282, también 

establece las funciones de la Fiscalía General del Estado, en el cual constan las 

mismas previstas en la Constitución y otras complementarias que tienen una 

connotación más procesal y procedimental, que son las siguientes: 

 

Tabla 1.  Funciones de la Fiscalía General del Estado 
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Dirigir y coordinar las actuaciones de la policía judicial, en las 

indagaciones previas y en las etapas del proceso penal. 

Garantizar la intervención de la defensa de los imputados o procesados, 

en las indagaciones previas y las investigaciones procesales por delitos 

de acción pública, quienes deberán ser citados y notificados para los 

efectos de intervenir en las diligencias probatorias y aportar pruebas de 

descargo, cualquier actuación que viole esta disposición carecerá de 

eficacia probatoria. 

Dirigir, coordinar y supervisar el intercambio de la información y pruebas 

sobre nacionales o extranjeros implicados en delitos cometidos en el 

exterior, cuando así lo provean los acuerdos y tratados internacionales. 

Dirigir y coordinar el Sistema Nacional de Medicina Legal y Ciencias 

Forenses que contará con la ayuda de organismos gubernamentales y no 

gubernamentales con el fin de establecer, de manera técnica y científica, 

procedimientos estandarizados para la práctica de la pericia médico legal. 

Organizar y dirigir el sistema de protección de víctimas, testigos y otros 

partícipes en el proceso penal. 

Tomado de Código Orgánico de la Función Judicial, 2009, artículo 282. 
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Es importante mencionar que el Código Orgánico de la Función Judicial, hace 

referencia a la indagación previa constante en el Código de Procedimiento Penal 

del año 2000.  Actualmente, esta etapa del proceso penal lleva el nombre de 

investigación previa, en la cual cambiaron las formas de conocer el delito y el 

tiempo de duración de la misma, no obstante su finalidad es la misma. 

 

Es necesario notar que el tercer punto vincula a la Fiscalía con Derecho Penal 

Internacional y es preciso tomar en cuenta que éste está sujeto a un tratado que 

debe estar suscrito y ratificado según lo establecido en nuestra Constitución. 

 

Complementariamente, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 443, 

establece las siguientes atribuciones a la Fiscalía, las cuales son más 

procedimentales, organizacionales y administrativas: 

 

Tabla 2.  Atribuciones de la Fiscalía 
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Organizar y dirigir el sistema especializado integral de investigación, de 

medicina legal y ciencias forenses. 

Dirigir el Sistema de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros 

participantes en el proceso. 

Expedir en coordinación con las entidades que apoyan al Sistema 

especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses 

o con el organismo competente en materia de tránsito, los manuales de 

procedimiento y normas técnicas para el desempeño de las funciones 

investigativas. 

Garantizar la intervención de Fiscales especializados en delitos contra la 

integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del 

núcleo familiar, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, 

adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas y adultos 

mayores y, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, 

requieren una mayor protección. 

Tomado de Código Orgánico Integral Penal, 2014, artículo 443. 
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Es evidente que los delitos contra el Ambiente y la Naturaleza entran dentro del 

cuatro numeral del artículo en mención, debido a que el Derecho Penal 

Ambiental requiere de Agentes Fiscales Especializados, en razón de que esta 

materia demanda una mayor protección, lo que se justifica por la complejidad de 

los conocimientos normativos y técnicos requeridos, para determinar delitos 

ambientales. 

 

El Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Fiscalía 

General del Estado, en su artículo 5, establece atribuciones y responsabilidades 

a la Fiscalía General del Estado, semejantes a las que se encuentran 

contempladas en el artículo 195 de la Constitución y en el artículo 282 del Código 

Orgánico de la Función Judicial, salvo las siguientes: 

 

a. "Apoyar técnicamente a las personas que hacen sus prácticas pre 

profesionales en la Fiscalía General del Estado; 

 

b. Apoyar a promover la implementación de políticas de seguridad ciudadana 

en coordinación con otras instituciones relacionadas con el tema; 

 

c. Impulsar la celebración de convenios, acuerdos y procedimientos con 

organizaciones internacionales con el propósito de buscar asesorías, 

capacitación en temas jurídicos e investigativos.” (Estatuto Orgánico de 

Gestión Organizacional por Procesos de la Fiscalía General del Estado, 

2012, artículo 5). 

 

Estos puntos son innovadores y es de suma importancia que se implementen 

políticas de seguridad ciudadana.  Pero también, es trascendental que exista una 

capacitación en temas jurídicos e investigativos, ya que se evidencia que nuestra 

realidad no está acorde a los lineamientos del Derecho Penal y Constitucional, 

en especial a lo referente a delitos contra el Ambiente y la Naturaleza. 

 

El artículo 198 de la Constitución, establece que la Fiscalía implementará un 

sistema de protección de víctimas y testigos, el cual tiene como fin la seguridad 
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de los sujetos que forman parte del proceso penal y de su integridad 

manteniendo la dignidad humana de las partes involucradas, para lo 

consecuente contará con el soporte concreto de entidades públicas como el 

Ministerio del Interior, Policía Judicial, Ministerio de Justicia, Ministerio de 

Seguridad Interna y Externa, etc., con la finalidad de lograr el cumplimiento de 

su propósito. 

 

“La Fiscalía General del Estado dirigirá el sistema nacional de protección y 

asistencia de víctimas, testigos y otros participantes en el proceso penal, 

para lo cual coordinara la obligatoria participación de la entidades públicas 

afines a los intereses y objetivos del sistema y articulara la participación de 

organizaciones de sociedad civil.” (Constitución de la República del 

Ecuador, 2008, artículo 198). 

 

En conclusión, es totalmente viable la creación de una Fiscalía Especializada en 

Delitos Ambientales, debido a que la normativa vigente impulsa la 

especialización en materias que requieren de mayor protección, como la Penal 

Ambiental. 

 

2.2 ESTRUCTURA ORGÁNICA DE LA FISCALÍA 

 

Mediante el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la 

Fiscalía General del Estado, el cual establece que la Fiscalía General del Estado 

se encuentra sustentada legalmente bajo los artículos 194 y 195 de la 

Constitución y los artículos 281, 282 y 284 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, plantea una estructura interna dentro de la Fiscalía, que genere una 

buena gestión del Agente Fiscal al momento de investigación pre procesal y 

procesal penal, garantizando el acceso a la justicia y el respeto a los derechos 

humanos, sin discriminación alguna. 

 

Para establecer la estructura organizacional de la Fiscalía, el artículo 7, del 

mismo cuerpo legal, establece procesos institucionales bajo la figura de 
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direcciones y unidades, que forman parte de la estructura orgánica, y son las 

siguientes: 

 

Tabla 3.  Estructura organizacional de la Fiscalía 
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Procesos gobernantes.- Orientan la gestión institucional a través de la 

formulación de políticas, directrices, planes estratégicos y la expedición 

de normas e instrumentos para poner en funcionamiento a la 

organización. 

Procesos agregadores de valor.- Generan, administran y controlan los 

productos y servicios destinados a usuarios externos y permiten cumplir 

con la misión institucional. 

Procesos habilitantes.- Son los que generan productos de asesoría y 

apoyo logístico, financiero, gestión del talento humano y gestión 

documental para generar el portafolio de productos institucionales 

demandados por los procesos gobernantes, agregadores de valor y por 

ellos mismos. 

Procesos desconcentrados.- Permiten gestionar a la institución a nivel 

provincial y cantonal, participando en el diseño de políticas, metodologías 

y herramientas.  En el área de su jurisdicción, ejecutan los procesos 

agregadores de valor y los habilitantes, apoyan los procesos de 

información, planificación, inversión e innovación de la gestión pública, 

participación ciudadana, seguimiento y evaluación. 

Tomado de (Fiscalia General del Estado, 2012) 

 

Bajo estos procesos se rige la estructura orgánica de la Fiscalía.  De tal manera, 

que en función a estos se va organizando cada departamento y cada función 

desempeñada en la Fiscalía. 

 

La estructura orgánica en sí, se encuentra contemplada en los artículos 10 y 12 

de la ley en mención, y esta resumida en los siguientes organigramas: 
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Figura 1.  Procesos Agregadores de Valor 

Tomado de (Fiscalia General del Estado, 2012) 
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Figura 2.  Procesos Habilitantes de Asesoría 

Tomado de (Fiscalia General del Estado, 2012) 
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Figura 3.  Procesos Habilitantes de Apoyo 

Tomado de (Fiscalia General del Estado, 2012) 
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Figura 4.  Procesos Desconcentrados Provinciales 

Tomado de (Fiscalia General del Estado, 2012) 
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Figura 5.  Procesos Desconcentrados Cantonales 

Tomado de (Fiscalia General del Estado, 2012) 

 

De esta manera, se puede decir sobre los procesos contenidos en los 

organigramas, lo siguiente: 

 

2.2.1 Procesos Agregadores de Valor 

 

Su función es la de apoyar y facilitar la gestión de las Agentes Fiscales, 

estableciendo políticas para el mejor funcionamiento de la Fiscalía.  Estos 

procesos son importantes ya que establecen directrices bajo las cuales se rigen 

otros procesos dentro de la Fiscalía, cuenta con cinco áreas para realizar su 

labor: 
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a. Gestión de Política Criminal: analiza las políticas criminales y vela sobre el 

cumplimiento de las mismas. 

 

b. Gestión de Gestión Procesal: asegura la gestión jurídica y técnica de las 

causas que conocen los fiscales y todos los funcionarios de la fiscalía. 

 

c. Gestión de Investigaciones: controla las investigaciones de los delitos en 

etapa pre procesal y procesal penal, en lo pertinente a la presente propuesta 

se requerirá la intervención de la Gestión de la Policía Judicial de 

investigaciones y Gestión de investigaciones especializadas en temas 

estratégicos. 

 

d. Gestión de Protección de Víctimas: provee asistencia y protección a víctimas, 

testigos y demás partícipes del proceso penal. 

 

e. Gestión de Comisión de la Verdad y DDHH: investiga los casos de violaciones 

contra derechos humanos. 

 

2.2.2 Procesos Habilitantes de Asesoría 

 

Su función es la de brindar asesoría jurídica a la Fiscalía y sus integrantes.  A la 

par que controla la planificación institucional y asegura la gestión de calidad 

dentro de los procesos de la Fiscalía, cuenta con cinco áreas para desempeñar 

su labor: 

 

a. Gestión de Asesoría: representa y asiste legalmente a la Fiscalía en todos los 

niveles y procesos. 

 

b. Gestión de Planificación Institucional: maneja el presupuesto de la Fiscalía 

con la finalidad realizar mejoras y dar asistencia técnica a la formulación de 

proyectos. 
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c. Gestión de Auditoría: audita la gestión de la fiscalía en base a los parámetros 

establecidos por la Contraloría General del Estado. 

 

d. Gestión de Asuntos internacionales: brinda cooperación y asistencia en temas 

penales internacionales. 

 

e. Gestión de Comunicación Social: está a cargo de la comunicación interna y 

externa de la Fiscalía. 

 

2.2.3 Procesos Habilitantes de Apoyo 

 

Su función es gestionar la estructura administrativa dentro de la Fiscalía, 

mediante la Gestión de Secretaria General y la Gestión de Recursos los cuales 

son humanos, financieros y tecnológicos.  Adicionalmente, realiza capacitación 

a los agentes fiscales y servidores de la Fiscalía, cuenta con cuatro áreas para 

desempeñar su labor: 

 

a. Gestión de Talento Humano: controla procesos de contratación, disciplina y 

desarrollo del talento humano de la Fiscalía. 

 

b. Gestión Administrativa Financiera: administra los recursos económicos, 

bienes y servicios según el presupuesto de la Fiscalía. 

 

c. Gestión de Tecnologías de la Información: maneja todo el sistema informático 

de la Fiscalía (Software y Hardware). 

 

d. Gestión de Capacitación Especializada (Escuela de Fiscales): brinda 

capacitación inicial, permanente y especializada a los agentes fiscales y 

demás servidores de la Fiscalía.  La presente propuesta requerirá de la 

Docencia de Especialidades Jurídicas, ya que éste departamento capacita 

sobre los tipos penales que tratan las Fiscalías Especializadas. 
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Secretaria General: está a cargo de la custodia y el salvaguarde de la 

documentación de la Fiscalía. 

 

2.2.4 Procesos Desconcentrados 

 

Su función es dotar de institucionalidad a la Fiscalía en provincias y cantones, 

ejecutando los procesos de acuerdo a su jurisdicción.  Las Fiscalías Provinciales 

son unidades descentralizadas que representan a la Fiscalía en cada provincia, 

optimizando la gestión de las Fiscalías Cantonales que tramitan las causas pre 

procesales y procesal penales de acuerdo al fuero y ante las cortes de su 

jurisdicción mediante los Agentes Fiscales, cuenta con cinco áreas para 

desempeñar su labor: 

 

a. Seguimiento y Control Misional: controla el cumplimiento de las políticas 

establecidas en los procesos. 

 

b. Gestión Administrativa: maneja el área Administrativa de la Fiscalía. 

 

c. Seguimiento de Atención integral (SAI): atiende a las víctimas de un delito al 

momento en que acuden a la Fiscalía, receptando la noticia criminis y dando 

inicio a la investigación por parte del Agente Fiscal. 

 

d. Fiscalías Especializadas: dirige la investigación de tipos penales específicos 

desde el sorteo y notificación de la denuncia, lo realiza el Agente Fiscal de la 

Fiscalía Especializada. 

 

e. Protección de Víctimas: gestiona el sistema de protección de víctimas, 

testigos o partícipes del proceso penal. 

 

En conclusión, se puede establecer que todos los procesos se complementan 

entre sí, lo que genera una sólida estructura organizacional en la Fiscalía.  

Siendo éste un sistema muy completo, el cual faculta íntegramente la creación 
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de una Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales, la misma que al momento 

de su implementación tendrá que tomar en cuenta todos los procesos para el 

buen funcionamiento de la misma. 

 

2.3 AGENTES FISCALES 

 

Una vez determinada en su totalidad la Fiscalía General del Estado, pasamos a 

tomar en cuenta a sus representantes, los Agentes Fiscales, los cuales deben 

volver prácticas todas las funciones, atribuciones y competencias, establecidas 

a la Fiscalía General del Estado en la Constitución, el Código Orgánico de la 

Función Judicial y el Código Orgánico Integral Penal.  Adicionalmente, el artículo 

444, del Código Orgánico de la Integral Penal, establece las siguientes 

atribuciones a los Fiscales: 
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Tabla 4.  Atribuciones de los Fiscales contempladas en el Código Orgánico Integral Penal 
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Recibir denuncias escritas o verbales en los delitos en los que procede el ejercicio público de la acción. 

Reconocer los lugares, huellas, señales, armas, objetos e instrumentos con la intervención del personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina 

legal y ciencias forenses o personal competente en materia de tránsito, conforme con lo dispuesto en éste Código. 

Formular cargos, impulsar y sustentar la acusación de haber mérito o abstenerse del ejercicio público de la acción. 

Disponer al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o al personal competente en materia de tránsito, la práctica 

de diligencias tendientes al esclarecimiento del hecho, salvo la recepción de la versión del sospechoso. 

Supervisar las disposiciones impartidas al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o a la autoridad competente 

en materia de tránsito. 

Recibir las versiones de la víctima y de las personas que presenciaron los hechos o de aquellas a quienes les conste algún dato sobre el hecho o sus autores. 

Solicitar a la o al juzgador, en los casos y con las solemnidades y formalidades previstas en éste Código, la recepción de los testimonios anticipados aplicando los 

principios de inmediación y contradicción, así como de las víctimas de delitos contra la integridad sexual y reproductiva, trata de personas y violencia contra la mujer o 

miembros del núcleo familiar. 

Impedir, por un tiempo no mayor de ocho horas, que las personas cuya información sea necesaria, se ausenten del lugar, en la forma establecida en éste Código. 

Disponer que la persona aprehendida en delito flagrante sea puesta a órdenes del órgano judicial correspondiente, a fin de que resuelva su situación jurídica dentro de 

las veinticuatro horas desde que ocurrió la aprehensión. 

Disponer al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses o autoridad competente en materia de tránsito, la identificación 

del sospechoso o de la persona procesada cuando la víctima o los declarantes no conozcan su nombre y apellido pero aseguren que la identificarían si vuelven a verla, 

de acuerdo con las disposiciones previstas en éste Código. 

Solicitar a la o al juzgador que dicte las medidas cautelares y de protección que considere oportunas para la defensa de las víctimas y el restablecimiento del derecho.  

Igualmente podrá pedir la revocatoria o cesación de dichas medidas cuando estime que la investigación practicada ha permitido desvanecer los indicios que las motivaron. 

Ordenar el peritaje integral de todos los indicios que hayan sido levantados en la escena del hecho, garantizando la preservación y correcto manejo de las evidencias. 

Aplicar el principio de oportunidad. 

Disponer la práctica de las demás diligencias investigativas que considere necesarias. 

Tomado de Código Orgánico Integral Penal, 2014, artículo 444.
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Estas atribuciones de los Agentes Fiscales están vinculadas directamente con 

las que posee la Fiscalía, al ser éstas más específicas tienen un enfoque más 

procesal.  Por consiguiente, es necesario ver el proceder del Agente Fiscal 

dentro del proceso penal, el cual será acorde a los principios y fundamentos del 

sistema acusatorio. 

 

En éste sentido, El Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional de Procesos de 

la Fiscalía General del Estado, en su artículo 12, determina la existencia de tres 

tipos de Agentes Fiscales y establece sus competencias según el fuero: El Fiscal 

General del Estado, tiene competencia sobre delitos cometidos por funcionarios 

con fuero de Corte Suprema; los Fiscales Provinciales, tienen competencia sobre 

delitos cometidos por funcionarios con fuero de corte superior y los Fiscales de 

Primer Nivel, tienen competencia sobre delitos de fuero común. 

 

De acuerdo, a lo referido en la base legal, los Agentes Fiscales según su 

competencia, forman parte del proceso penal desde el conocimiento de la 

denuncia en los juicios de acción pública, la cual podrá ser presentada ante la 

Fiscalía, el sistema especializado integral de investigación, medicina legal, 

transito o ciencias forenses (Código Orgánico Integral Penal, 2014, artículos 421 

y 581).  Desde éste punto, el Agente Fiscal deberá conducir la investigación pre 

procesal y procesal penal para posteriormente formular cargos. 

 

Los Agentes Fiscales, representan a la sociedad en el proceso penal de acción 

pública, teniendo la obligación de impulsar la pretensión punitiva en contra de los 

presuntos responsables del delito, para de esta manera velar por el orden 

jurídico, siendo esta la finalidad de la Fiscalía General del Estado. 

 

De no existir una víctima que impulse el delito, el Fiscal deberá proceder de oficio 

basándose en los principios del derecho penal y fundamentando en derecho sus 

acusaciones acorde a los lineamientos constitucionales (Código Orgánico 

Integral Penal, 2014, artículos 409, 410 y 411). 

 



 

 

67

El Agente Fiscal, al momento de la recepción de la denuncia debe determinar si 

el tipo penal corresponde al hecho relatado en la denuncia y de esta manera 

poder iniciar una acción penal, esta investigación y determinación del tipo penal 

es anterior a la investigación previa, salvo en delito flagrante (Código Orgánico 

Integral Penal, 2014, artículo 527).  De ser el caso de un delito flagrante, se 

deberá dar audiencia de calificación de flagrancia, dentro de las veinte y cuatro 

horas siguientes a la detención y dar inicio a la instrucción (Código Orgánico 

Integral Penal, 2014, artículo 444, numeral 9). 

 

Durante la investigación previa el Agente Fiscal recabará todos los elementos de 

convicción que faculten una acusación, en el caso de determinar mediante su 

investigación la necesidad de dictar medidas cautelares, éstas serán pedidas 

mediante audiencia, con la finalidad de garantizar la inmediación del procesado 

en el proceso y su comparecencia a juicio, así como el pago de daños y perjuicios 

a la víctima (Código Orgánico Integral Penal, 2014, artículo 522). 

 

En la instrucción fiscal el Agente Fiscal deberá determinar el tiempo de duración 

de la misma, la cual no podrá durar más de noventa días y en delito flagrante no 

excederá de 30 días (Código Orgánico Integral Penal, 2014, artículo 592), 

tiempos en los que el Agente Fiscal deberá determinar elementos de convicción, 

de cargo o descargo, que le permitan formular o no una acusación. 

 

Una vez concluida la instrucción fiscal, se dará la audiencia de formulación de 

cargos y llamamiento a juicio, en la que se demostrará todos los elementos de 

convicción recabados por el Agente Fiscal dentro de la instrucción, para de esta 

manera poder formular una imputación penal en contra del acusado y llamarlo a 

juicio. 

 

Por otro lado, en la investigación pre procesal y procesal penal, se requiere la 

práctica de diligencias que son de carácter administrativo y no tienen calidad de 

prueba, sirven únicamente para dar elementos de convicción de cargo o 

descargo (Código Orgánico Integral Penal, 2014, artículo 580).  Para tener valor 
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probatorio, éstas deben ser ordenadas por un Juez de Garantías Penales, ya 

que los Agente Fiscales no poseen facultades jurisdiccionales que les permitan 

dicha atribución. 

 

El Agente Fiscal en su rol como investigador podrá delegar al organismo técnico 

de la Fiscalía y al organismo especializado de la Policía Judicial, que es su 

órgano auxiliar, la práctica de diligencias específicas, como lo son el 

reconocimiento de los hechos, de los resultados o recepción de versiones.  El 

Agente Fiscal deberá dar instrucciones específicas y proporcionar directrices 

para que el cumplimiento de su delegación, éstas no podrá ser generales debido 

a que la tarea investigativa la posee el Agente Fiscal (Código Orgánico Integral 

Penal, 2014, artículo 448) y los órganos auxiliares no pueden proponer o 

promover investigaciones.  Adicionalmente, de ser necesario el Agente Fiscal 

tiene la potestad de solicitar informes a entidades públicas o privadas con el fin 

de asegurar los vestigios, objetos o instrumentos (Código Orgánico Integral 

Penal, 2014, artículo 450). 

 

En etapa procesal, el Agente Fiscal al momento de solicitar la práctica de un 

peritaje debe precisar el tiempo que tiene la Policía Judicial para cumplir con la 

delegación, ya que si excede el plazo, la diligencia pierde validez y se deberá 

volver a realizar para tener valor legal. 

 

Es necesario que los elementos de convicción recabados demuestren la premisa 

del hecho, para esto la prueba debe ser precisa y ayudar a determinar el hecho, 

por lo que no conviene que sea abundante ya que confunde al Juez. 

 

Sin embargo, existen Agentes Fiscales que se apartan de sus funciones, lo que 

genera que emitan pronunciamientos desacertados, mal fundamentados y que 

generan una mala aplicación del sistema penal. 

 

Cabe mencionar, que éstas facultades procesales de los Agentes Fiscales son 

generales y mantienen similitud con las establecidas en el Código de 

Procedimiento Penal (Derogado). 



 

 

69

Con estos antecedentes, es claro que la participación de la Fiscalía General del 

Estado a través de sus representantes desempeña un papel crucial dentro del 

proceso penal, trata de evitar la impunidad y de velar por la seguridad jurídica.  

Adicionalmente, debemos tomar en cuenta que es necesario que la Fiscalía 

cuente con personal especializado, cuerpo técnico y todos los medios necesarios 

para la consecución de sus fines. 

 

2.4 UNIDAD DE DELITOS AMBIENTALES 

 

A partir de la ley 99 – 49, reformatoria del Código Penal, la cual incluye delitos 

ambientales dentro de nuestra legislación, se impulsó una protección penal al 

medio ambiente, en busca de una adecuada representación de sus interés “en 

el año 2001, el Ministerio Público asignó a un Fiscal, por primera vez 

responsabilidades específicas para conocer y tramitar asuntos relacionados con 

delitos contra el medio ambiente.  Lo hizo para garantizar el derecho 

constitucional de acceso a la justicia y considerando un criterio de necesidad en 

la asignación de Fiscales para la tramitación de procesos penales ambientales y 

priorizando el interés institucional de promover la especialización de los Fiscales” 

(Echeverría & Peñaherrera, El papel de la Fiscalía en materia penal ambiental 

en el Ecuador, 2009) 

 

Posteriormente, el Ministerio Público, en el año 2003, mediante Acuerdo 

Ministerial No. 004-MFG-2003, se creó la Unidad de Delitos Contra el 

Medioambiente y Protección de la Intelectualidad Científica, Cultural y Artística.  

En esta unidad, dentro de sus competencias se encontraban la investigación y 

persecución de delitos contra del medio ambiente y el patrimonio cultural, 

encontrándose bajo la dependencia de la Oficina Central Nacional INTERPOL.  

Adicionalmente, la Policía Nacional por medio de la Policía Judicial, creó la 

Unidad de Protección del Medio Ambiente de la Policía Nacional (UPMA), esta 

unidad trabaja bajo la dirección de la Fiscalía General del Estado y está 

subordinada al Agente Fiscal en cuanto a la investigación de delitos ambientales. 
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Actualmente, mediante la Resolución No. 004-2010-FGE, de la Fiscalía General 

del Estado, publicada en el Registro Oficial No. 36 de 28 de abril de 2010, relativa 

al Reglamento de las Nuevas Unidades de Gestión de Causas, Fiscalías 

Especializadas, conforme los tipos penales asignados a cada una de ellas, y su 

respectiva numeración, se pasó la competencia y el conocimiento de los delitos 

contra el Ambiente y la Naturaleza a la Fiscalía Especializada en Personas y 

Garantías.  Sin embargo, entre las competencias de esta unidad se encuentran 

delitos contra las personas, delitos de lesiones, secuestros, delitos contra la 

salud, etc.  Por lo tanto, esta unidad no trata exclusivamente delitos contra el 

Ambiente y la Naturaleza sino que los pone complementariamente, debido a la 

diversidad delitos que le competen esta unidad, es imposible una adecuada 

especialización en materia ambiental por parte de los Agentes Fiscales. 

 

El motivo por el que se encuentran los delitos contra el Ambiente y la Naturaleza 

dentro de las competencia de esta unidad, es en razón a la protección del 

derecho a la vida, en el sentido de que el ser humano tiene el derecho a vivir en 

un ambiente sano, es decir, tiene un enfoque antropocentrista del Derecho 

Ambiental y no es acorde a los nuevos lineamientos constitucionales de nuestro 

país. 

 

Por otro lado, la Unidad de Protección al Medioambiente de la Policía judicial 

(UPM), igualmente se maneja bajo éste enfoque antropocentrista, por lo que sus 

miembros afirman que “la Policía Nacional escogió a varios de sus elementos y 

los preparó, para que protejan "el derecho de la población a vivir en un medio 

ambiente sano y ecológicamente equilibrado"”. (Diario La Hora, 2006) 

 

Es imperante la especialización ambiental por parte de la Fiscalía y la Policía 

Judicial, ya que el Derecho Penal Ambiental no es acorde al Derecho Penal 

Tradicional y abarca varios aspectos técnicos, normativos y doctrinarios para la 

efectiva tutela del bien jurídico, como por ejemplo remite a otras normas inclusive 

administrativas la constitución del delito.  Al momento, de entrar en vigencia la 

nueva constitución y de reconocerse a la Naturaleza como sujeto de derechos, 
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nos encontramos bajo un derecho ambiental biocentrista, lo que implica que 

existe un nuevo sujeto pasivo dentro del delito ambiental y que requiere de otro 

tratamiento para la tutela del bien jurídico. 

 

Siguiendo esta línea, es pertinente analizar la problemática y determinar cuáles 

han sido las falencias que se encuentran dentro del sistema actual y las 

consideraciones que deberían tener la Fiscalía y la Policía Judicial, en cuanto a 

los delitos contra el Ambiente y la Naturaleza. 

 

Dentro de las funciones de la Unidad de Protección al Medioambiente (UPM) de 

Policía Judicial, se encuentran la realización los peritajes ambientales, que van 

desde la recolección de evidencias e informes útiles para la presentación oral de 

testimonios en el momento del juicio.  Sin embargo, se debe tomar en cuenta 

que la Policía Judicial trabaja bajo dirección del Agente Fiscal, y en razón de la 

falta de especialización, los Agentes Fiscales no tienen conocimientos de los 

procesos y protocolos de las diligencias ambientales, de manera que el Agente 

Fiscal no puede direccionarlas de una manera correcta, y al ser sumamente 

costosos no se puede caer en el error de realizar una investigación que no logre 

ser un elemento de convicción para la acusación. 

 

Adicionalmente, la Unidad de Protección al Medioambiente (UPM), requiere de 

especialización en temas normativos, técnicos y procedimentales, para realizar 

diligencias de acuerdo a los paramentaros legales y que estos no distorsionen el 

proceso, ya que los oficiales que realizan las tareas no tienen especialización 

ambiental. 

 

De igual manera, la Dirección de Investigaciones de la Fiscalía General Del 

Estado, actualmente cuenta únicamente con un Agente Investigador con 

especialidad ambiental en todo el país, el cual no trata  temas ambientales y a lo 

largo de 6 años trabajando en la Fiscalía solo ha tenido conocimiento de 5 casos 

de delitos ambientales y emitido informes sobre ellos, lo que refleja que los 

fiscales no están pidiendo asesoramiento en estos casos. Por lo tanto existe una 

falta de coordinación entre fiscales y  la Dirección de Investigaciones.  De igual 
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manera, se constata que de las 654 denuncias de delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza ingresadas en el año 2015 no han tenido conocimiento de ninguna. 

 

Por otro lado, el Derecho Penal Ambiental trata delitos conexos que se 

encuentran bajo normas penales en blanco.  Al ser sumamente compleja la 

materia, los Agentes Fiscales se manejan bajo un manual de Derecho Penal 

Ambiental del año 2004, que contiene toda la remisión normativa que implica la 

norma penal en blanco.  Sin embargo, la normativa no se encuentra actualizada, 

lo que significa que algunas normas se encuentran derogadas y otras no han 

sido incorporadas, dejando en impunidad algunos delitos y sobretodo no está 

acorde a los lineamientos constitucionales biocentristas. 

 

Por tanto, no existe una capacitación real de la Fiscalía ni de la Policía Judicial.  

Sin embargo, la falta de especialización no es únicamente de estos organismos, 

sino de todos los órganos jurisdiccionales y administrativos, debido a que no 

existe una adecuada preparación de Jueces, Agentes Fiscales y operadores 

públicos; los cuales no tienen una real dimensión de los delitos contra el 

Ambiente y la Naturaleza.  Lo que genera dictámenes y sentencias direccionadas 

con un enfoque antropocéntrico del derecho penal, que no resguardan los 

derechos de la Naturaleza y van en contra los derechos constitucionales, y 

mientras no exista una adecuada estructura organizacional no se podrá 

resguardar el bien jurídico medio ambiente. 

 

Sin embargo, las necesidades no son únicamente de capacitación normativa y 

técnica, por lo que, dentro del modelo de especialización se encuentran inmersas 

la restauración total del ambiente, la prevención de los delitos contra el Ambiente 

y la Naturaleza, la educación a la sociedad y una proyección a futuro del 

Ambiente basándose en el principio de sostenibilidad. 

 

En conclusión, la Fiscalía desde un principio por su falta de especialización, no 

se encontró capacitada para atender delitos contra el Ambiente y la Naturaleza 

y desde la vigencia de la nueva constitución que dotó de derechos a la 
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Naturaleza, existe una gran confusión al momento de determinar delitos y 

direccionar investigaciones, ya que se cambió la visión del bien jurídico. 

 

2.5 ESTADÍSTICAS VALORATIVAS DE DELITOS AMBIENTALES EN EL 

ECUADOR 

 

Al ser imperante una demostración estadística de delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza, para probar la necesidad de implementación de una Fiscalía 

Especializada en Delitos Ambientales en el Ecuador, se procedió a pedir 

mediante oficio FGE-GD-2015 -005769 de 09 de diciembre de 2015 dirigido al 

Director de Política Criminal y oficio FGE-GD-2016 -002090 de 15 de enero de 

2016 dirigido al Director de Gestión Procesal Penal, un listado de denuncias 

ingresadas por delitos contra el Ambiente y la Naturaleza, donde conste el estado 

de las causas. 

 

En respuesta a las solicitudes presentadas, se obtuvo por parte de la Dirección 

de Política Criminal (Delitoscopio), un listado estadístico de denuncias por delitos 

ambientales del periodo agosto 2014 – diciembre 2015 (Anexo 11); y, por parte 

de la Dirección de Gestión de Política Procesal, se obtuvo un listado general del 

estado de las causas del periodo agosto 2014 – diciembre 2015 (Anexo 12). 

 

A continuación, se refleja un análisis estadístico por tipos de delitos cuya 

finalidad es interpretar la eficacia que posee la Fiscalía frente a los delitos contra 

el Ambiente y la Naturaleza: 
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2.5.1 Delitos contra la biodiversidad 

 

Tabla 5.  Artículo No. 245 - Invasión de áreas de importancia ecológica 

INVESTIGACIÓN PREVIA 36 72% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 8 16% 

PROCEDIMIENTO ABREVIADO 4 8% 

LLAMAMIENTO A JUICIO 1 2% 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA PENA 1 2% 

SENTENCIA 0 0% 

Total general 50  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

 

 

Figura 6.  Artículo No. 245 - Invasión de áreas de importancia ecológica 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 
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Tabla 6.  Artículo No. 246 - Incendios forestales y de vegetación 

INVESTIGACIÓN PREVIA 245 87,5% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 14 5,0% 

SENTENCIA 7 2,5% 

ARCHIVO ACEPTADO 4 1,4% 

PROCEDIMIENTO DIRECTO 4 1,4% 

SOBRESEIMIENTO 2 0,7% 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA PENA 1 0,4% 

Total general 280  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

 

 

Figura 7.  Artículo No. 246 - Incendios forestales y de vegetación 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

Tabla 7.  Artículo No. 247 - Delitos contra la flora y fauna silvestres 

INVESTIGACIÓN PREVIA 113 85,0% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 10 7,5% 

PROCEDIMIENTO DIRECTO 3 2,3% 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA PENA 2 1,5% 

ARCHIVADO 1 0,8% 

EXTINCIÓN DE LA PENA 1 0,8% 

LLAMAMIENTO A JUICIO 1 0,8% 

PROCEDIMIENTO ABREVIADO 1 0,8% 

SENTENCIA 1 0,8% 

Total general 133  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 
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Figura 8.  Artículo No. 247 - Delitos contra la flora y fauna silvestres 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

2.5.2 Delitos contra los Recursos Naturales 

 

Tabla 8.  Artículo No. 251 - Delitos contra el agua 

INVESTIGACIÓN PREVIA 95 96% 

ARCHIVO ACEPTADO 1 1% 

ARCHIVO NEGADO 1 1% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 2 2% 

SENTENCIA 0 0% 

Total general 99  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

 

Figura 9.  Artículo No. 251 - Delitos contra el agua 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 
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Tabla 9.  Artículo No. 252 - Delitos contra suelo 

INVESTIGACIÓN PREVIA 37 93% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 2 5% 

INHIBICIÓN 1 3% 

SENTENCIA 0 0% 

Total general 40  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

 

 

Figura 10.  Artículo No. 252 - Delitos contra suelo 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

Tabla 10.  Artículo No. 253 - Contaminación del aire 

INVESTIGACIÓN PREVIA 23 100% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 0 0% 

SENTENCIA 0 0% 

Total general 23  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 
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Figura 11.  Artículo No. 253 - Contaminación del aire 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

2.5.3 Delitos contra la gestión ambiental 

 

Tabla 11.  Artículo No. 254 - Gestión prohibida o no autorizada de productos, 

residuos, desechos o sustancias peligrosas 

INVESTIGACIÓN PREVIA 6 38% 

INVESTIGACIÓN PREVIA 5 31% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 3 19% 

SOBRESEIMIENTO 2 13% 

SENTENCIA 0 0% 

Total general 16  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 
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Figura 12.  Artículo No. 254 - Gestión prohibida o no autorizada de productos, 

residuos, desechos o sustancias peligrosas 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

Tabla 12.  Artículo No. 255 - Falsedad u ocultamiento de información ambiental 

INVESTIGACIÓN PREVIA 4 100% 

INSTRUCCIÓN FISCAL 0 0% 

SENTENCIA 0 0% 

Total general 4  

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 
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Figura 13.  Artículo No. 255 - Falsedad u ocultamiento de información 

ambiental 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

2.5.4 Ponderado general 

 

Tabla 13.  Ponderado General 

 Denuncias 
Investigación  

previa 

Instrucción  

fiscal 
Sentencia TOTAL 

DELITOS CONTRA LA 

BIODIVERSIDAD 
475 406 32 8 43 

DELITOS CONTRA LA 

GESTIÓN AMBIENTAL 
16 11 3 0 3 

DELITOS CONTRA LOS 

RECURSOS NATURALES 
163 156 4 0 4 

Total general 654 573 39 8 50 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

  

100%

0% 0%

INVESTIGACION PREVIA INSTRUCCIÓN FISCAL SENTENCIA



 

 

81

 

 

Figura 14.  Ponderado General – Secciones de delitos ambientales 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 

 

 

 

Figura 15.  Ponderado General – Delitos ambientales 

Tomado de (Fiscalia General del Estado) 
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flora y la fauna, del otro tipo de delitos se podría decir que mantienen una 

similitud en sus estadísticas. 

 

Valorativamente hablando, se refleja claramente que existe un bajo número de 

instrucciones fiscales y sentencias en relación al número de denuncias 

existentes en todos los tipos de delitos. 

 

Por lo tanto, se demuestra que la eficacia por parte de la Fiscalía para enfrentar 

los delitos contra el Ambiente y la Naturaleza es casi nula, debido a que la mayor 

parte de denuncias ingresadas se quedan dentro de investigación previa y no 

llegan a instrucción fiscal, lo que demuestra que los Agentes Fiscales no tienen 

la preparación suficiente para fundamentar una instrucción  fiscal en materia 

Penal Ambiental, pues resulta impactante que de 654 denuncias solo 39 de ellas 

han llegado a instrucción fiscal y exista 8 sentencias. 

 

En conclusión, estas estadísticas serian un punto a favor de la creación de una 

Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales. No obstante para confirmar la 

falta de especialización los Agentes Fiscales en materia ambiental se procederá 

a estudiar un caso donde se analizaran las actuaciones por parte de los Agentes 

Fiscales y los Miembros de la Fiscalía en relación a los delitos contra el Ambiente 

y la Naturaleza. 
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3 JURISPRUDENCIA Y LEGISLACIÓN EXTRANJERA 

 

El propósito de éste capítulo, es realizar un análisis del desempeño que ha tenido 

la Fiscalía como parte procesal dentro del proceso penal en materia ambiental, 

para de éste modo determinar las falencias, necesidades de capacitación y 

efectividad en la tutela de los derechos de la Naturaleza y el Ambiente, dentro 

de nuestro sistema penal.  Del mismo modo, revisar los modelos 

latinoamericanos de Fiscalías Ambientales, que pese a las diferencias culturales 

comparten las mismas preocupaciones en cuanto al futuro de una sostenibilidad 

ambiental y social. 

 

3.1 CASO DE TALA DE BOSQUE PROCESO NO. 2013-0178 (TRIBUNAL 

OCTAVO DE GARANTÍAS PENALES DE PICHINCHA) 

 

Se ha decidido analizar el presente caso de tala de bosque de especies 

protegidas, pues cuenta con varias actuaciones por parte de la Fiscalía, la 

Unidad de Protección del Medio Ambiente de la Policía Judicial y el Ministerio 

del Ambiente, a la par muestra diferentes resultados por parte de los organismos 

jurisdiccionales.  Por otro lado, se realizó únicamente el análisis de éste caso, 

debido a que el objeto del presente estudio es analizar las actuaciones del 

Agente Fiscal en el presente caso que ha tenido varias instancias y diferentes 

resultados en cada una, logrando evidenciar integralmente la problemática del 

presente trabajo de titulación. 

 

Antes de proceder con el análisis del presente caso, es pertinente mencionar 

que éste proceso contempla tres instancias, en las cuales se presentaron dos 

recursos de apelación y un recurso de casación.  El proceso estuvo resuelto en 

primera instancia por el Tribunal Octavo de Garantías Penales de Pichincha, en 

segunda instancia por la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Policial y 

Transito de la Corte Provincial de Justicia y en tercera instancia por la Sala de lo 

Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia.  

De igual manera, se llevó a cabo un proceso administrativo por tala ilegal de 

bosques nativos en el Ministerio del Ambiente. 
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3.1.1 Primera instancia 

 

Éste proceso judicial se inicia por medio de una denuncia presentada por la 

señora Adriana Samanta Jácome Andrade, ante la Fiscalía General del Estado, 

el 2 de octubre de 2011, quien en su relato manifiesta que a través de su 

empleado Vinicio Veloz ha tomado conocimiento de que en la finca denominada 

San Luis, de San José de las Tolas, se estaba realizando una tala ilegal de 

árboles sin autorización del organismo correspondiente, ante la noticia se 

traslada a la finca y constata que el señor Héctor Maximino Reina Meneses, 

quien había sido contratado para realizar una siembra de potreros, estaba 

realizando una tala ilegal de especies forestales ocasionando una gran pérdida 

y daños al medio ambiente en la finca de su propiedad.  A la par, manifiesta que 

el señor Luis Germán Rodríguez Chávez, mayordomo de la finca tenía 

conocimiento de dicha tala. 

 

Al ser esta conducta un delito de acción pública, esta denuncia llega a 

conocimiento del Agente Fiscal Dr. Jorge Cano Racines, Fiscal Tercero de la 

Unidad de Investigación de Delitos contra las Personas y Garantías, de esta 

manera, el 11 de octubre de 2011, se da inicio a la indagación previa con el fin 

de recabar todos los elementos de convicción que impulsen al Agente Fiscal a 

formular cargos. 

 

Por haber indicios que impulsen un proceso penal, el Agente Fiscal da inicio a la 

instrucción fiscal el 16 de julio de 2012 y hace extensiva la instrucción a otros 

procesados el 6 de octubre de 2012. 

 

De esta manera, mediante sorteo el 19 de julio de 2012, el proceso llega a 

conocimiento del Juzgado Segundo de Garantías Penales de Pichincha.  En un 

principio, el proceso comienza contra Luis Rodríguez como un único procesado.  

Posteriormente, el 09 de octubre de 2012, por orden del Juzgado Vigésimo 

Primero de Garantías Penales de Pichincha, se vincula al señor Héctor Reina a 

la instrucción fiscal iniciada en contra de Luis Rodríguez, debido a que a través 

de sus diligencias investigativas el Agente Fiscal ha llegado a determinar una 
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presunta participación de Héctor Reina en el ilícito cometido.  A la par, el 11 de 

octubre de 2012, la señora Adriana Jácome presenta acusación particular contra 

Luis Rodríguez y Héctor Reina. 

 

3.1.1.1 Etapa intermedia 

 

Finalmente el día 6 de noviembre de 2012 se declara concluida la instrucción 

fiscal y se convoca a audiencia preparatoria de juicio y formulación de dictamen, 

llevada a cabo el día 23 de noviembre de 2012.  En la presente audiencia, el 

Agente Fiscal fundamenta su dictamen en los siguientes puntos: 

 

Mediante el informe técnico No. 2012-001-UPMA, emitido la Unidad de 

Protección del Medio Ambiente, suscrito por el teniente Christian Palma, Jefe 

Operativo en Temas Ambientales, se hace referencia que a través de la señora 

Adriana Jácome se tuvo conocimiento de la tala ilegal de especies forestales, 

posteriormente se acudió a la finca San Luis ubicada a 23 km de Nanegalito para 

realizar el reconocimiento de los hechos, en donde se encontró 30 árboles 

talados, que correspondían a las especies: sangre de drago, guabillo y cedro, 

esta última se encuentra protegida por los libros rojos del Ministerio del Ambiente 

al encontrarse en peligro de extinción, para sustento de dicho informe se adjuntó 

un álbum fotográfico del lugar.  Adicionalmente, consta en el mismo que el 

partícipe del ilícito es el señor Héctor Reina y se establece que el señor Luis 

Rodríguez tenía conocimiento sobre el cometimiento del acto. 

 

De las versiones receptadas, se sustenta en el testimonio de Luis Alejandro Quijo 

Abril, empleado de la finca San Luis, quien afirma que en varias ocasiones pudo 

visualizar que el señor Héctor Reina, talaba especies forestales debidamente 

protegidas y sacaba esta madera en un vehículo que periódicamente ingresaba 

al inmueble, presumiéndose que se llevaba ilícitamente a comerciar en el 

mercado negro e incluso la investigación del Agente Fiscal establece que la 

madera sacada de la finca San Luis, era transportada en un camión marca Hino 

de propiedad del señor Guido Fernando Silva, hacia Quito y la Mitad del Mundo. 
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Esta versión es acorde a la rendida por el señor Estuardo Veloz, que afirma haber 

presenciado los mismos hechos y manifiesta que el señor Héctor Reina fue 

contratado para sembrar potreros y que éste se aprovechó para talar ilícitamente 

especies forestales protegidas, debido a que los propietarios estaban 

domiciliados en la ciudad de Quito, y acudían a su finca el fin de semana. 

 

Adicionalmente, en la versión del teniente Christian Palma, éste afirma que el 

ilícito es de autoría del señor Héctor Reina y que esta acción demuestra dolo, y 

aclara que el dolo se ratifica en el hecho de que el señor Héctor Reina, 

conociendo de la ausencia de los dueños durante la semana, es decir de lunes 

a viernes, se aprovechaba para talar dichas propiedades y que con la normativa 

especial existente en el país, éste hecho constituye un delito de carácter 

ambiental. 

 

El Agente Fiscal resalta que el señor Héctor Reina fue advertido de la prohibición 

de talar madera fina de las versiones rendidas por el Dr.  Napoleón Villagòmez y 

Manuel Lisintuña, por cuanto ellos fueron testigos que los dueños de la hacienda 

habían puesto en conocimiento al señor Héctor Reina de dicha prohibición. 

 

Por último, el Agente Fiscal toma en cuenta las versiones rendidas por los 

procesados.  La versión del señor Héctor Reina manifiesta que había llegado a 

un acuerdo con el Dr.  Luis Fuentes para trabajar en dicha finca sembrando 

potreros y que por ese concepto se le ofreció el pago de quinientos dólares por 

cada hectárea potrerada, aclara que se le había autorizado talar madera gruesa 

como compensación al pago de una propiedad que le había vendido al Dr.  

Fuentes y que existía un pago pendiente, sin embargo no pudo probar la 

existencia de dicha transacción.  Adicionalmente, declara que Luis Rodríguez no 

tiene absolutamente nada que ver con el tema de la tala de árboles en la finca 

San Luis. 

 

Por otro lado, la versión del señor Luis Rodríguez es clara y atribuye de la 

responsabilidad del hecho al señor Héctor Reina, manifiesta que en muchas 
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ocasiones pudo observar, pese a la orden de no utilizar maderas finas, reconoce 

y reitera que Héctor Reina venia talando los árboles, dice que presumía que el 

procesado venía actuando con autorización de talar los árboles de madera fina 

de esa propiedad. 

 

De las versiones rendidas podemos determinar un hecho cierto y es que todas 

admiten la participación del procesado Héctor Reina en el cometimiento del delito 

tipificado en el artículo 437.8 del Código Penal de 1971, vigente a la fecha del 

cometimiento del ilícito. 

 

Posteriormente, el Agente Fiscal menciona que éste ilícito acarrea daños nocivos 

al medio ambiente, especialmente al cedro que se encuentra en peligro de 

extinción.  De tal manera, lo sustenta con los siguientes informes emitidos por el 

Ministerio del ambiente: 

 

Mediante el oficio No. MAER-2012-0749, de 1 de noviembre de 2012, donde 

Manuel Mecías, Coordinador Jurídico General, del Ministerio del Ambiente, de 

manera general expresa que: 

 

“Por principio y naturaleza existe una ley que protege dichas especies y 

hace mención que existen acuerdos ministeriales que prohíben la licencia 

para otorgar la tala de especies protegidas, dentro del género cedrela, que 

por excepción y circunstancias especiales para un aprovechamiento se 

requiere de la obtención de un permiso de aprovechamiento emitido por la 

autoridad forestal.” (Ver Anexo 1, pág. 5). 

 

Adicionalmente, el informe No.  MAE DNF- 2012-1911 de 31 de octubre de 2011, 

manifiesta que “el aprovechamiento de género cederela o cedro está 

condicionado a los Acuerdos Ministeriales No. 039 y 040 del Ministerio del 

Ambiente.” (Ver Anexo 1, pág. 5). 

 

El Agente Fiscal en atribución de sus facultades solicita al Ministerio del 

Ambiente, disponer una inspección del lugar de los hechos, para lo cual es 
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designado el Ingeniero Alex Quishpe, Jefe Operaciones de Control Forestal y 

Vida Silvestre del Ministerio del Ambiente, para efectuar la inspección acude en 

compañía del Ingeniero Renato García, perito de la Dirección Nacional de 

Investigaciones de la Fiscalía General del Estado. 

 

El ingeniero Alex Quishpe en su informe afirma que: 

 

“las especies taladas fueron cedro y canelo, destaca que de la inspección 

realizada, se comprobó que existe una tala ilegal de bosque nativo, siendo 

la especie forestal aprovechada la perteneciente al género Cedrela, familia 

Meliaceae, género que se encuentra clasificado con aprovechamiento 

condicionado según el artículo 38 de la norma para el manejo forestal 

sustentable para aprovechamiento de madera en bosque húmedo, 

precisando que la superficie afectada en forma completa es de 3.11 

hectáreas, por lo que se determina que se ha producido un daño irreparable 

en esta zona de bosque nativo.” (Ver Anexo 2, pág. 5). 

 

En el mismo sentido, el Ingeniero Renato García determina que “las especies 

taladas fuero cedro y canelo, cuyos géneros de acuerdo a las conclusiones del 

experto corresponden a Cedrela sp y Acotea sp, en su orden, los que para su 

aprovechamiento requieren el permiso correspondiente de la autoridad 

ambiental competente.” (Ver Anexo 2, pág. 5). 

 

De tal manera, el Agente Fiscal en base a las versiones rendidas, los informes 

técnicos del Ministerio del Ambiente y el informe técnico de la Unidad de 

Protección del Medio Ambiente, concluye que se realizó una tala del género 

forestal cedro, técnicamente conocido como parte de la familia Laura Cafae, 

determina que dicho hecho se realizó sin autorización emitida por la autoridad 

forestal y al ser el cedro una especie protegida por el Ministerio del Ambiente se 

constituye un acto típico, antijurídico y culpable. 

 

En virtud de que existen suficientes elementos de cargo recabados para 

fundamentar su acusación, el Agente Fiscal ha decidido emitir dictamen 
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acusatorio en contra de Héctor Reina y dictamen abstentivo en contra de Luis 

Rodríguez. 

 

Por otra parte, la Acusadora Particular concuerda con el dictamen acusatorio 

emitido por parte del Agente Fiscal, pero manifiesta su desacuerdo con el 

dictamen abstentivo emitido contra Luis Rodríguez, debido a que al tener a su 

cargo el cuidado de la finca, éste no pudo haber pasado por alto esta situación 

e incluso al segundo día de la presentada la denuncia coge y abandona el lugar. 

 

Por eso, la Acusadora Particular cataloga a Luis Rodríguez como encubridor, 

argumentando que él tenía conocimiento del hecho y lo ocultaba, acusación que 

se corrobora con la versión rendida por el mismo que afirma haber visto sacar 

árboles de la propiedad, dando a entender que escondió el hecho.  Por lo que 

solicita se tome en cuenta la participación de Luis Rodríguez al momento de 

formular cargos. 

 

La defensa del acusado por su parte, alega que el señor Héctor Reina fue 

contratado para realizar potreros y que como parte del acuerdo el recibía la 

madera que caía al realizar su trabajo, incluso afirma que el Dr.  Luis Fuentes y 

la Acusadora Particular tenían pleno conocimiento de la actividad que estaba 

realizando y que éste juicio es una represalia a un litigio que tienen en común 

por una vertiente en la EMMAP. 

 

Al ser un dictamen mixto y en consideración de la acusación particular, la Jueza 

en su resolución consulta al Fiscal Superior, para que éste ratifique o revoque el 

dictamen. 

 

Con los antecedentes presentados, el día 26 de noviembre se convoca a 

audiencia de formulación de cargos, en donde la Jueza Dra. Ángela Sarmiento, 

hace un análisis en el que recalca que para el cometimiento de un delito éste 

tiene que ser un acto típico, antijurídico y culpable.  En consecuencia, analiza la 

figura delictiva que describe el artículo 437 h del código penal de 1971, que 

reprime al que “Destruya, queme dañe o tale en todo o en parte bosques u otras 
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formaciones vegetales naturales o cultivadas, que estén legalmente protegidas.” 

(Código Penal, 1971, artículo 437h). 

 

De esta manera, trata una infracción con la que el legislador protege al ambiente, 

a fin de asegurar el componente físico en el cual vive un ser vivo, de ahí que el 

texto constitucional no solo reconoce el derecho a la población a vivir en un 

ambiente sano y ecológicamente equilibrado, sino que como dispone el inciso 

tercero del artículo 71 de la Constitución “El Estado incentivará a las personas 

naturales y jurídicas y a los colectivos, para que protejan a la naturaleza y a los 

demás elementos que forman un ecosistema.” (Constitución de la República, 

2008, artículo 71). 

 

Es decir, la Jueza en su análisis reconoce la doble dimensión tutelar del bien 

jurídico medio ambiente, resaltando el enfoque biocentrista de nuestra 

constitución.  Sin embargo, posteriormente en su análisis deja a un lado la 

valoración de la responsabilidad objetiva propia de los delitos ambientales, y en 

los numerales quinto y sexto de su resolución dice lo siguiente: 

 

“5.- El tipo exige un elemento intencional especifico que corresponde el 

propósito de desarrollar la idea criminal, en esta línea, son partícipes, los 

que realizan actos con la finalidad de producir daño al medio ambiente, por 

lo tanto el reproche penal se activa cuando los fines que persigue el sujeto 

activo, son delictivos.  6.- Sin embargo importa distinguir el hecho que 

realizado fue por motivo de una actividad laboral frente a la intención de 

infringir la ley.  Por tanto, es conforme a la recta razón (lógica), reconocer 

que lo que existió es el cumplimiento de una prestación laboral, y que en 

razón de la misma, el procesado Héctor Reina, al traspasar la propiedad al 

Dr.  Luis Fuentes actual propietario, el retiro de la madera fue parte del 

acuerdo efectuado.” (Ver Anexo 2, pág. 3) 

 

Siendo éste razonamiento contrario a los lineamientos del derecho penal 

ambiental, puesto que los delitos ambientales se manejan bajo los criterios de 

responsabilidad objetiva, de tal manera que se busca la responsabilidad con el 
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fin de indemnizar a la víctima independientemente de la prevención o intención 

que aquel haya podido tener del daño resultante del acto.  Sino que se pondera 

la tutela jurídica de reparación a la víctima, es decir la Naturaleza. 

 

Esta línea de pensamiento, se ve reflejada en la resolución de la Jueza que 

considera que los elementos en los que el Agente Fiscal ha sustentado la 

participación del procesado, no son suficientes y dicta auto de sobreseimiento 

provisional del proceso y del procesado Héctor Reina. 

 

3.1.1.2 Recurso de apelación 

 

Al encontrarse en desacuerdo a la resolución dictaminada por el Juzgado 

Segundo de Garantías Penales de Pichincha, en la que se dicta auto de 

sobreseimiento provisional del proceso y del procesado Héctor Reina, la 

Acusadora Particular y el Agente Fiscal deciden plantear recurso de apelación. 

 

El Agente Fiscal en su apelación argumenta que el auto de sobreseimiento 

provisional del proceso y del procesado Héctor Reina, no guarda armonía con la 

realidad procesal, puesto que la Fiscalía como titular de la acción penal pública, 

durante la etapa instructora aportó con suficientes elementos de convicción 

evidencias documentales e información técnica y pericial, conducentes para el 

pronunciamiento de la acusación.  Por lo que afirma que: 

 

“Se incorporó a la investigación los pronunciamientos oficiales, que desde 

la perspectiva técnica emitida por las autoridades de control ambiental que 

constan en el cuaderno de instrucción, informando que en la supervisión y 

verificaciones in situ, se observa tala indiscriminada e ilegal en el ámbito 

espacial o territorial de que trata la investigación, (3,11 hectáreas afectadas 

por la tala) y que su aprovechamiento para enmarcarse en la ley y en 

Acuerdos Ministeriales que norman éste procedimiento, está condicionada 

a un licenciamiento de la autoridad ambiental.” (Ver Anexo 3, pág. 1) 
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Adicionalmente de las pruebas técnicas presentadas que llegan a la conclusión 

de que se realizó una tala ilegal y que ponen en riesgo a las especies protegidas 

y en peligro de extinción como es el caso del cedro, el Agente Fiscal demuestra 

la responsabilidad del procesado mediante las varias versiones receptadas de 

quienes tomaron procedimiento operativo o tenían conocimiento directo sobre 

los hechos, pues todas están direccionadas a Héctor Reina como actor del ilícito. 

 

De tal manera, los elementos de convicción recogidos por la Fiscalía, son 

determinantes para establecer presunciones graves y fundadas sobre la 

existencia del delito, como también respecto a la participación del procesado. 

 

El día 22 de enero de 2013 se lleva a cabo la audiencia para resolver el recurso 

de apelación interpuesto por el Agente Fiscal y la Acusadora Particular.  La 

Acusadora Particular por su parte, sostiene que de la revisión del expediente 

existen suficientes elementos de convicción que de una u otra manera hubieren 

permitido se dicte auto de llamamiento a juicio en contra del procesado.  De esta 

manera, justifica su recurso en lo siguiente: 

 

“El señor Héctor Reina mediante convenio realizó trabajos en la propiedad 

de la Acusadora Particular que tenía relación a la realización de potreros y 

cuidado de ganado, más que éste no cumplía con las funciones 

encomendadas sino que se dedicó a la tala ilegal de especies protegidas, 

como el cedro, canelo y manzano, es decir a la venta ilegal y sin 

autorización de sus propietarios.”  (Ver Anexo 4, pág. 1) 

 

Adicionalmente, hace referencia a varias versiones que afirman que Héctor 

Reina cortaba madera de la propiedad y la sacaba en mulares para su posterior 

distribución. 

 

Por otra parte, el Agente Fiscal argumenta su recurso en los informes técnicos 

emitidos por el Ministerio del Ambiente, la Fiscalía y la Unidad de Protección del 

Medio Ambiente, de esta manera resalta que: 
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“Por medio de la inspección se pudo de determinar que se estaba 

realizando una tala indiscriminada de bosque, se levantó una muestra, la 

cual se mandó a investigación, realizando el peritaje el perito en su informe 

determina que la especie correspondiente es cedro” (Ver Anexo 4, pág. 3) 

 

Consecuentemente, hace referencia a los informes del Ministerio del Ambiente, 

que concluyen en que éste protege a todos los recursos naturales y forestales, 

como lo es el cedro (especie cedrela odorata) y resalta que dicha especie para 

su tala necesita previamente un estudio, por lo que hace mención a los Acuerdos 

Ministeriales No. 39 y 40 del Ministerio del Ambiente, donde se ratifica y deja 

constancia que para la tala de especies forestales se debe obtener previamente 

licencia o autorización de aprovechamiento. 

 

Adicionalmente, con el fin de demostrar la responsabilidad del procesado, 

menciona las versiones de Héctor Reina y Luis Rodríguez, que dan a entender 

que Héctor Reina si realizó la tala, pero con la intención de excusarse el 

procesado señala que los propietarios le autorizaron a talar el monte y que como 

pago de sus servicios podía talar varios árboles. 

 

De esta manera, el Agente Fiscal demuestra que en el presente caso están 

debidamente comprobados los elementos de convicción que son conducentes 

para el pronunciamiento de una acusación, por lo que solicita se acepten el 

recurso interpuesto, revocándose el auto de sobreseimiento y dictaminado auto 

de llamamiento a juicio. 

 

La Sala al momento de resolver el recurso de apelación, realiza un análisis sobre 

el tipo penal y determina que en éste caso en concreto: 

 

“El art. 437-H del Código Penal, la conducta acusada constituye talar, en 

todo o en parte, bosques u otras formaciones vegetales, naturales o 

cultivadas, que estén legalmente protegidas.  El verbo rector para éste 

caso, es talar, es decir al tenor literal de la palabra, cortar por el pie una 

masa de árboles.” (Ver Anexo 4, pág. 5) 
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Seguidamente, analiza los informes técnicos presentados por la fiscalía como 

evidencia, haciendo mención al informe de la Unidad de Protección del Medio 

Ambiente, además cual declara que en el operativo realizado se encontraron 30 

árboles talados, de diferentes especies como sangre de drago, guayabo, canelo 

y cedro.  Pero hace énfasis en el análisis pormenorizado que efectúa el Ministerio 

del Ambiente, ya que en éste consta que: 

 

“Se verificó la tumba de árboles de la familia Meliaceae, género Cedrela, 

donde se encontraban piezas de madera aserrada que habían quedado 

como producto del aprovechamiento forestal realizado, actividad no 

autorizada por la autoridad ambiental, concluyendo que existe una tala 

ilegal de bosque nativo de Cedrela, pues éste género se catalogó como de 

aprovechamiento condicionado.  La superficie afectada en forma completa 

es de aproximadamente 3,11 hectáreas, pero así mismo se ha realizado 

aprovechamiento selectivo; el aprovechamiento es de aproximadamente un 

año atrás, finalmente se indica que se ha producido un daño irreparable al 

bosque nativo” (Ver Anexo 4, pág. 5) 

 

Por lo tanto, se ha determinado que existió una tala, no obstante el Tribunal 

aclara que la tala no basta, sino que para configurar el tipo penal se debe 

justificar que la especie vegetal supuestamente talada, se encuentra protegida. 

 

De esta manera, se hace referencia nuevamente a los informes técnicos del 

Ministerio del Ambiente, en los que se explica que el género Cedrela, para el 

aprovechamiento se encuentra condicionado por el Acuerdo Ministerial No. 39 

de Manejo Forestal Sustentable para el Aprovechamiento de Madera en Bosque 

Húmedo publicado en el Registro Oficial No. 279 de 26 de Mayo de 2006 y el 

Acuerdo Ministerial No. 40 sobre el Aprovechamiento de Madera en Bosques 

Cultivados y Árboles en Sistemas Agroforestales publicado en el Registro Oficial 

No. 401 de 18 de Agosto de 2004, estos acuerdos señalan que el 

aprovechamiento forestal debe ser autorizado por la autoridad nacional 

ambiental a través de licencias de aprovechamiento forestal. 
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Sin embargo, el informe No. MAER.2012-0749, hace mención al memorando No. 

46 del Ministerio del Ambiente, que dispone una, 

 

“Prohibición expresa respecto a la aprobación de programas de 

aprovechamiento para licenciamiento forestal, sobre las especies cedrela 

odorata (género cedrela) y Sweitennia macriphylia (género Sweitennia) y 

que las demás especies maderables pueden aprovecharse siempre y 

cuando se cumplan las garantías y requisitos de la Ley Forestal.” (Ver 

Anexo 4, pág. 5) 

 

De tal manera, se determina que las especies que han sido taladas, gozan de 

protección especial a través de la prohibición para la aprobación de programas 

de aprovechamiento para licenciamiento forestal, en lo relativo a la extracción de 

cedro, por lo tanto, la existencia material del delito se encontraría justificada. 

 

En lo relativo a la responsabilidad del acusado, la Sala se basa en las versiones 

de Edgar Simbaña, Pogio Felix, Luis Rodríguez, Estuardo Veloz y Diego Quijo, 

todas ellas conducentes a que Héctor Reina había venido sacando madera fina 

de la Finca San Luis hasta su vivienda, para posteriormente cargarla en el 

camión del señor Guido Silva y venderla en el mercado negro. 

 

Por lo que, es pertinente mencionar la resolución de la sala, que establece lo 

siguiente: 

 

“Analizando las versiones detalladas, se puede establecer la ubicación del 

procesado en el lugar de los hechos acusados por la Fiscalia.  No es un 

hecho controvertido de que dicho ciudadano haya talado especies 

maderables del sector, aunque en su versión las llame “rastrojo” y 

específicamente de la finca San Luis, barrió Las Tolas, Parroquia 

Nanegalito, cantón Quito, Provincia Pichincha.  Todas las versiones ubican 

al procesado Héctor Reina en el sector donde se talaron las maderas 

protegidas y a nadie más; no se encuentra otra persona del sector a quien 
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pueda atribuírsele estos hechos, cuya certeza solo puede darse mediante 

testigos que pueden ser examinados y contraexaminados en la etapa de 

juicio.” (Ver Anexo 4, pág. 5) 

 

Finalmente, con graves fundamentos de que existió tala de bosque por parte del 

procesado, la Tercera Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial de 

Justicia de Pichincha, acepta el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía 

y la Acusadora Particular, revocando el auto de sobreseimiento y dicta auto de 

llamamiento a juicio en contra Héctor Reina. 

 

3.1.1.3 Etapa de juicio 

 

Terminada la etapa intermedia del juicio, para su etapa de juzgamiento el 

proceso llega a conocimiento del Tribunal Octavo de Garantías Penales de 

Pichincha y se convoca a audiencia oral de juzgamiento, llevada a cabo el día 

12 de julio de 2013.  En la presente audiencia se evacuaron todas las pruebas, 

tanto de cargo como de descargo ante los señores miembros del tribunal penal. 

 

La Fiscalía por su parte introdujo como prueba el testimonio de la Acusadora 

Particular, la misma que declara haber contratado a Héctor Reina para la 

limpieza de potreros por sugerencia de Luis Rodríguez y expresa haber prohibido 

terminantemente la tala de árboles de madera fina, posteriormente se entera del 

cometiendo del ilícito al momento de contratar otro trabajador y procede a 

denunciarlo. 

 

En el mismo sentido, toma el testimonio de Luis Fuentes, quien declara que 

suscribió un contrato de obra cierta con Héctor Reina, con el objeto de realizar 

limpieza y siembra de potreros en la finca San Luis, hace énfasis que en el 

instrumento en mención existe expreso señalamiento de la prohibición de talar 

madera consistente en cedro, arrayan y canelo.  Adicionalmente, señala que la 

defensa artificiosamente indica que él ha ordenado la tala, cuando es mentira. 
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De igual manera, se basa en el testimonio de Napoleón Villagomes, quien 

declara haber presenciado el momento en que Luis Fuentes le advertía a Héctor 

Reina sobre la prohibición de talar madera fina. 

 

Entre los testimonios más concluyentes encontramos el de Renato García, perito 

de la Dirección Nacional de Investigación de la Fiscalía, quien declara haber 

hecho el peritaje técnico en el que afirma que: 

 

“Con el ingeniero Alex Quishpe, y los señores del Ministerio del Ambiente 

procedimos a reconocer la propiedad y el lugar específico donde se había 

talado árboles y efectivamente se llegó a determinar que se trataba de 

madera fina como lo son cedrelo (cedro) y ocotea (canelo), que éstas 

especies requieren una autorización para su aprovechamiento y en su 

informe llega a la conclusión de que se talo sin permiso.” (Ver Anexo 6, pág. 

7) 

 

Otro testimonio relevante es el del teniente Christian Palma, el cual declara que 

realizó una inspección en el lugar de los hechos y pudo verificar que se habían 

talado 30 árboles de distintas especies entre ellas el cedro. 

 

Como contrapeso, se basa en el testimonio de Estuardo Veloz, quien comunicó 

de la tala a los dueños de la hacienda y declara que cuando revisó los terrenos 

se percató que Héctor Reina talaba y sacaba madera de la propiedad, de igual 

manera inculpa a Luis Rodríguez de haber tenido conocimiento de la tala por 

cuanto el se encontraba a cargo de la finca. 

 

Por último, toma el testimonio de Ángel Murillo, morador del sector, el mismo que 

afirma haber visto en varias ocasiones a Héctor Reina talar árboles y sacarlos 

en mulares. 

 

Complementariamente, el Agente Fiscal presentó como prueba documental lo 

siguiente: 
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a. Denuncia presentada por la señora Adriana Jácome. 

 

b. Certificado de Matricula, otorgado por la Agencia Nacional de Tránsito del 

vehículo Hino, propiedad del señor Guido Silva. 

 

c. Reglamento del Ministerio del Ambiente respecto a la tala de árboles. 

 

Por su parte, la Acusadora Particular presenta como pruebas el testimonio del 

perito grafológico Edgar Díaz, quien realizó el informe pericial que constata que 

las firmas del contrato de obra cierta suscrito entre Luis Fuentes y Héctor Reina 

son auténticas. 

 

Así mismo, toma en cuenta el testimonio de Ludovico Paredes, antiguo dueño 

de la finca San Luis, quien declara que dicha finca tenía montaña virgen y que 

existía madera de toda clase. 

 

En el mismo sentido, para dar más peso a su acusación, se sustenta en los 

testimonios de Marcial Jiménez y Gustavo Guachamin, quienes afirman haber 

sido testigos de la advertencia que hizo Luis fuentes a Héctor Reina, sobre la 

prohibición de talar madera fina en reiteradas ocasiones. 

 

Complementariamente, la Acusadora Particular presenta como prueba 

documental lo siguiente: 

 

a. Proceso Administrativo No. 01-2013- MD, del Ministerio del Ambiente por tala 

de bosque nativo. 

 

b. Contrato Civil suscrito entre Luis Fuentes y Héctor Reina. 

 

c. Escritura Pública de compraventa de la Finca San Luis. 
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De igual manera, la defensa por su parte presentó como pruebas de descargo a 

su favor, el testimonio del procesado Héctor Reina, quien se acogió a su derecho 

al silencio. 

 

Asimismo, presentó el testimonio de Francisco Guamán, el cual fue poco 

favorable, debido a que al momento de ser interrogado por el Fiscal, declaró que 

Héctor Reina lo contrató para sacar maderas, las mismas que transportaron en 

mulares, en un número más o menos de trescientas tablas por semana y conoce 

que cada una se vendía en ochenta centavos, e incluso declara conocer la 

prohibición de explotar madera y la necesidad de la autorización por la autoridad 

correspondiente. 

 

En el mismo sentido, presentó el testimonio de Guido Silva, quien declara ser el 

propietario del camión que transportaba la madera con destino a Quito, la Mitad 

del Mundo y Pomasqui, a la par afirma que Luis Fuentes estuvo presente las 

veces que transportó la madera y sostiene que nunca llevó madera de cedro. 

 

Por último, presenta los testimonios de Héctor Pérez y Edgar Delgado, quienes 

afirman conocer a Héctor Reina y declaran que es una persona honrada, que 

nunca ha tenido ningún conflicto anterior.  Sin embargo, al momento en que lo 

interroga el abogado de la Acusadora Particular el señor Pérez afirma que Héctor 

Reina tumbó un bosque. 

 

De los testimonios presentados por parte de la defensa, podemos determinar 

que los testigos que se presentaron a la audiencia no se encontraban 

preparados, debido a que sus versiones no son consistentes, puesto que se 

contradicen entre ellos y a lo actuado en el proceso. 

 

Finalmente, la defensa presenta la siguiente prueba documental: 

 

a. Certificado de antecedentes penales de Héctor Reina. 

b. Copia certificada de juicio laboral. 
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Una vez evacuada la totalidad de las pruebas, se procede a los alegatos, de esta 

manera comienza la Fiscalía, afirmando que ha demostrado la materialidad de 

la infracción así como la responsabilidad del acusado, puesto que las pericias 

son concluyentes y determinaron la existencia de una tala ilegal de las especies 

cedro, canelo y manzano, al igual que los testimonios presentados como prueba, 

los mismos que conducen a que Héctor Reina había sacado madera de forma 

clandestina de la finca San Luis e incluso hace énfasis en el dolo por parte del 

procesado, debido a que el tenia pleno conocimiento del ilícito ya que suscribió 

un contrato donde consta la prohibición de talar madera fina. 

 

Por otra parte, la Acusadora Particular en sus alegatos, hace referencia al 

informe pericial de la Dirección Nacional de Investigaciones de la Fiscalía, el cual 

concluye que de acuerdo a la inspección realizada en la propiedad, las especies 

taladas fueron cedro y canelo, además indica que éstas especies para su 

aprovechamiento están condicionadas a la autorización de la Autoridad Forestal 

correspondiente, de esta manera se encuentra probada la materialidad de la 

infracción.  Por último, al igual que la Fiscalía, determina que de las versiones 

receptadas se deduce la responsabilidad del procesado y termina su alegato 

diciendo: 

 

“Todo el mundo sabe lo que pasa con el medio ambiente ya que se quiere 

declarar como un delito imprescriptible.  Al ser un acto antijurídico el 

derecho penal debe castigar al que cometió el delito, ya que se afectó a 

todo el planeta, y es por eso se debe castigar de una forma 

ejemplarizadora.  Señor presidente pido y declare culpable del delito 

tipificado y sancionado por el art- 437.8 del código penal.” (Ver Anexo 6, 

pág. 19) 

 

La defensa por su parte alega que nunca se hizo la pericia pertinente a los 

tocones, debido a que en el informe pericial se establece que se obtuvieron 

muestras que jamás ingresaron a la cadena de custodia, por lo mismo el perito 
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no pudo haber realizado la pericia para determinar la especie.  Por lo tanto, alega 

que es imposible probar la materialidad de la infracción. 

 

Sin embargo, en su réplica la defensa y la acusación particular alegan que por 

los diversos testimonios e informes técnicos de varios organismos, se ha 

demostrado que la especie talada es cedro y el autor es el señor Héctor Reina. 

 

Finalmente, el tribunal luego de la deliberación y en base a los medios 

probatorios declara la culpabilidad de Héctor Maximino Reina Meneses, de 

acuerdo a lo que dispone el artículo 437-H y se le sanciona con la pena de un 

año de prisión, sin tener en cuenta las atenuantes. 

 

El día 2 de septiembre de 2013, el Tribunal Octavo de Garantías Penales de 

Pichincha, determina que los hechos del ilícito se encuentran probados y son 

determinantes para dictar sentencia, a lo que en su análisis concluyen que: 

 

“La prueba introducida por la defensa, esencialmente en base a los 

testimonios rendidos por los señores Francisco Guamán, Guido Silva y 

Héctor Pérez, en modo alguno ha justificado sus asertos, más bien han 

fortalecido la teoría planteada por la Fiscalía, pues todos afirmaron conocer 

al señor Héctor Reina, que se ha encargado de la limpieza de los potreros 

de la finca del Dr. Fuentes y que sacaba madera, almacenándola en la 

misma Finca, con lo que, no se ha logrado desvirtuar la pruebas de cargo 

formuladas en su contra, alterándose por tanto la presunción de inocencia 

con que inicio el juicio.” (Ver Anexo 7, pág. 31) 

 

Por consiguiente, en el presente caso se ha probado la tala de especies 

forestales, protegidas por el Ministerio del Ambiente, cuya transgresión configura 

una conducta típica, antijurídica y culpable, pues se halla justificado conforme a 

derecho que el acusado Héctor Reina, talo especies vegetales legalmente 

protegidas, habiendo actuado con pleno conocimiento de causa y con dolo, es 

decir con la intención positiva de inferir daño al ambiente. 
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De esta manera, en su análisis ratifican la existencia de los objetivos básicos de 

la etapa de juicio, que son la existencia de la infracción y la responsabilidad del 

procesado, presupuestos que para el tribunal han quedado establecidos sin la 

más mínima duda, ya que el hecho se ha producido dentro de las categorías de 

tiempo y espacio, del mismo modo se determina como único actor al procesado. 

 

A la par, el tribunal toma en consideración los documentos presentados por la 

defensa en la etapa de prueba que demuestran la existencia de circunstancias 

atenuantes y determinan que no existe ninguna agravante. 

 

En conclusión, en base a los antecedentes presentados el tribunal dicta 

sentencia, declarando culpable a Héctor Reina como autor responsable del delito 

de tala de bosques tipificado y sancionado por el artículo 437-H, del Código 

Penal y se le impone una pena de diez meses de prisión correccional en el Centro 

de Rehabilitación Social de Varones de Quito. 

 

Por otro lado, se acepta la acusación particular deducida por la señora Adriana 

Jácome, dictaminando se le cancele la suma de Diez mil dólares por concepto 

de daños y perjuicios. 

 

3.1.2 Segunda instancia 

 

Al encontrarse en desacuerdo con la sentencia dictada por el tribunal, la Fiscalía, 

la Acusadora Particular y el Sentenciado, presentan recurso de apelación, en 

consecuencia el proceso sube a conocimiento de la Sala Especializada de lo 

Penal, Penal Militar, Policial y Transito de la Corte Provincial de Justicia. 

 

Por su parte, El Agente Fiscal fundamenta su recurso de apelación respecto a la 

incongruencia que existe sobre la pena, entre lo dictaminado en la audiencia oral 

de juzgamiento y lo estipulado en la parte resolutoria de la sentencia, lo que 

expresa de la siguiente manera: 
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“Realizada la audiencia de juzgamiento, luego de la deliberación, el tribunal 

respetando los principios de inmediación y oralidad, resuelve en forma oral, 

e impone la pena al recurrente de un año de prisión correccional sin 

considerar atenuantes, para luego recibir la sentencia por escrito en la que 

sorpresivamente consta una pena modificatoria de 10 meses, por lo cual se 

consideraría que los miembros del tribunal si consideraron atenuantes, ya 

que en dicha audiencia indicaron la pena de un año sin considerar 

atenuantes,…, pero en esta causa no caben en absoluto, ya que el tribunal 

se pronunció sin considerar atenuantes, por lo que se solicita a la Sala se 

le imponga la pena de un año como consta en el acta emitida por el Tribunal 

Octavo de Garantías Penales y no como consta en sentencia de 10 meses.” 

(Ver Anexo 8, pág. 1) 

 

En el mismo sentido, la Acusadora Particular pide al tribunal que considere la 

pena interpuesta por el tribunal en sentencia, pues considera que es ínfima frene 

a un delito de esta magnitud.  Por otro lado, la defensa en su recurso alega que 

se ha violado el debido proceso, en lo relativo al peritaje hecho sobre las firmas 

del contrato de obra cierto suscrito entre Luis Fuente y Héctor Reina. 

 

Con estos antecedentes la sala dicta sentencia con fecha 16 de mayo de 2014, 

aceptando los recursos de apelación interpuestos por la Fiscalía y la Acusadora 

Particular, por cuanto no se ha justificado las circunstancias atenuantes; y 

desecha el recurso interpuesto por el sentenciado, debido a que no se 

encontraron vicios en el control de legalidad. 

 

3.1.3  Casación  

 

Posteriormente, el sentenciado interpone recurso de casación ante la Sala de lo 

Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia, la 

que por sentencia. 

 

La Sala en su análisis hace referencia a la naturaleza del recurso para determinar 

cuándo procede el mismo, por lo que explica que el: 
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“Recurso de casación es procedente cuando en la sentencia se hubiere 

violado la ley, ya por contravención expresa de su texto, por indebida 

aplicación o por errónea interpretación.  Al ser la casación un recurso 

extraordinario que requiere de una motivación técnica en su interposición, 

el recurrente debe señalar que norma ha sido violada y cómo, esto es, por 

cuál de las tres causales previstas en el artículo ajeusdem: a) contravención 

expresa de su texto; b) indebida aplicación; o, c) errónea interpretación.” 

(Ver Anexo 9, pág. 7) 

 

En virtud de lo planteado, la Sala alega que el recurrente no describe ni justifica, 

plenamente, en cuál de las tres causales, se ajusta la presunta violación.  Sin 

embargo, considera que el juzgador aplico correctamente el tipo penal que 

correspondía al elemento factico probado en juicio y por lo tanto no se ha 

incurrido en ninguna causal para fundamentar el presente recurso. 

 

Por otro lado, la Sala considera que el tribunal, ha omitido pronunciarse sobre 

los elementos de descargo aportados por la defensa en la etapa de prueba y 

determina que sí existen atenuantes, los cuales fueron el certificado de 

antecedentes penales de los juzgados y tribunales y el testimonio de Edgar 

Delgado. 

 

En base a lo expuesto, la sala resuelve rechazar el recurso de casación y casar 

de oficio la sentencia impugnada, en tanto, se ha violado la ley, por contravención 

expresa del artículo 73 del Código Penal, enmendando el error de derecho, se le 

impone a Héctor Reina, la pena modificada de 30 días de prisión correccional. 

 

PROCESO CONTRA LUIS RODRÍGUEZ 

 

Con respecto al otro acusado, el día 28 de mayo de 2013, el Dr. Miguel Jurado 

Fabara, Fiscal Provincial de Pichincha, da respuesta a la consulta planteada en 

la resolución de la audiencia preparatoria de juicio, en razón de la abstención del 

Agente Fiscal de primera instancia.  De esta manera realiza un análisis del caso 
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y fundamenta su argumentación tomando en cuenta los informes técnicos y en 

especial las versiones presentadas por el Agente Fiscal en su dictamen, 

resaltando la versión de Luis Rodríguez, en la que afirma que en varias 

ocasiones pudo observar a Héctor Reina talar árboles de madera fina. 

 

Por lo que, es pertinente examinar los elementos del tipo delictual, así una vez 

determinada la existencia del acto corresponde analizar la tipicidad, antijuricidad 

y culpabilidad, para la construcción del tipo penal. 

 

En el presente caso, el Agente Fiscal de primera instancia, en su dictamen ya 

determinó claramente la tipicidad y antijuricidad, por lo que al momento de 

establecer la culpabilidad, el Fiscal Provincial se basa en “el principio de 

culpabilidad sustentado por la escuela finalista a través del cual no hay pena sin 

reprochabilidad y esta última conlleva que el individuo haya tenido un margen de 

decisión para la realización de su conducta” (ver anexo 5, pág. 9) 

 

En éste sentido, se concluye que Luis Rodríguez ha tenido conocimiento de la 

tala de bosques y al no haberlo impedido ha colaborado con el acto delictivo, 

mas aun al ser empleado de la Finca San Luis, debiendo éste velar por el cuidado 

de la misma, por lo que la falta del deber de cuidado o vigilancia, convierten la 

conducta del procesado en una conducta típica.  De esta manera se determina 

que: 

 

“En base a éste esquema el ahora procesado es responsable de la 

comisión del delito al no haber evitado en su calidad de guardián de los 

bienes de la finca, toda vez que esto ha constituido una violación del deber 

jurídico de cuidado.” (Ver Anexo 5, pág. 9) 

 

Finalmente, el Fiscal Provincial determina revocar el dictamen emitido por el 

Agente Fiscal de primera instancia y procede a acusar al señor Luis Rodríguez 

por existir elementos suficientes que permitan demostrar su participación en el 

hecho delictivo. 
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Al continuarse el proceso, el día 21 de junio de 2013 se establece la audiencia 

preparatoria de juicio y formulación de dictamen, mediante la cual el Agente 

Fiscal presenta su dictamen acusatorio en contra de Luis Rodríguez.  Por su 

parte, la defensa rechaza el dictamen emitido por el Agente Fiscal, 

argumentando que éste no refleja los hechos, comparte en que se probó la 

materialidad de la infracción, pero en lo que respecta a la responsabilidad 

discrepa, argumentando que Luis Rodríguez fue contratado para cuidar del 

ganado, mas no la finca y que de la versión de Napoleón Villagómez, se puede 

constatar que éste si notifico de la tala. 

 

Con éste antecedente, el día 28 de junio de 2013, el Juzgado Segundo de 

Garantías Penales dicta auto de llamamiento a juicio contra Luis Rodríguez, 

basándose en las versiones de Estuardo Veloz, Adriana Jácome, Christian 

Palma, Ángel Puma y Luis Rodríguez, las cuales demuestran la participación y 

responsabilidad del procesado.  Sin embargo, Luis Rodríguez nunca pudo ser 

juzgado, debido a que se suspendió la sustentación del juicio al encontrarse en 

calidad de prófugo. 

 

3.1.4 Proceso administrativo en el ministerio del ambiente 

 

A la par que se llevó el proceso penal, existió el proceso administrativo por tala 

ilegal de bosques nativos No. 01-2013-MD, seguido en la Dirección Provincial de 

Ambiente de Pichincha, el cual tiene una valoración totalmente distinta al proceso 

penal y se fundamenta en las siguientes consideraciones al momento de resolver 

el proceso: 

 

“La existencia material del cometimiento de la infracción se encuentra 

evidenciada con el oficio MAE-DFN-2012-0398, de fecha 06 de noviembre 

de 2012, en el cual se adjunta informe de verificación In Situ, sobre la 

denuncia de afectación biofísica en el sector las Tolas, parroquia Gualea, 

Provincia de Pichincha, elaborado por el Ing. Alex Quishpe Mera, Jefe de 

Operaciones de Control Forestal y Vida Silvestre, en el cual se informa “(…) 
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que se ha producido un daño irreparable a esta zona de bosque nativo, el 

cual constituye uno de los últimos remanentes de bosque húmedo del 

Ecuador (…)”; Memorando No. MAE- UACF-DFN-2012-2097 de 10 de 

diciembre de 2012, que dentro de las conclusiones manifiesta “(…) que 

existe tala ilegal de bosque nativos, siendo la especie forestal aprovechada 

la perteneciente al género Cedrela, familia Meliaceae (…)” y que dentro de 

las recomendaciones se encuentra se sancione al o los responsables, que 

por versiones de la denunciante son los Sres.  Luis Rodríguez y Héctor 

Reina” (Ver Anexo 10, pág. 2) 

 

Posteriormente, para la sustentación del proceso se dispone oficiar al perito 

Alberto Vásquez, funcionario de la Oficina Técnica Quito, con el fin de que realice 

un informe pericial para determinar los presuntos valores de restauración de 

áreas taladas o destruidas.  Dicho informe determina lo siguiente: 

 

“Informe técnico realizado el 9 de abril de 2013, suscrito por el Das.  Alberto 

Vásquez, en el que concluye “(…) 1.  El presente informe para 

determinación de costos de restauración para bosque nativo (primario o 

intervenido), contempla DOS ÁREAS AFECTADAS.  La primera presenta 

una superficie de 0,9782 hectáreas (9.782,00 m2); y, la segunda área 

afectada presenta una superficie de 2,14 hectáreas (21.400,00 m2).  2.  El 

COSTO TOTAL para restauración de bosques nativos (primarios o 

intervenidos) considerando la metodología conforme al Anexo 1 de la 

Resolución No. 1330 de 29 de agosto de 2012, es de USD. 37.762,57.” (ver 

anexo 10, pág. 4) 

 

Una vez determinados los costos de restauración, pasan a analizar la 

responsabilidad, para esto se sustentan en los testimonios de los procesados y 

de algunos moradores del sector, que dan a entender que Luis Fuentes para la 

realización de potreros en su propiedad ordeno talar madera a Héctor Reina y 

que como parte del pago de su trabajo le regalaba la madera que caía al realizar 

su labor. 
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De esta manera, el Ministerio del Ambiente, al momento de resolver sus 

procesos establece que se maneja bajo los criterios de responsabilidad objetiva, 

por lo tanto: 

 

“Es imprescindible mencionar que esta entidad gubernamental ya ha 

manifestado en procesos similares, que la responsabilidad por daño 

ambiental es objetiva, sin menester de que exista dolo o culpa sobre el 

cometimiento de la infracción.  La responsabilidad se fundamenta en las 

siguientes reglas: 1.- En que no hay responsabilidad sin culpa; 2.- En la 

lesión de un derecho subjetivo absoluto; y, 3.- En el daño producido con 

efectos en el menoscabo del patrimonio.” (Ver Anexo 10, pág. 6) 

 

Por lo tanto, en base al criterio de responsabilidad objetiva, plantea que los 

hechos aunque no hayan sido causados por culpa, debe necesariamente 

responder alguien que ha obtenido provecho de la actividad dañosa, por ende, 

se responde ante un hecho objetivo que no es otro que el daño. 

 

Finalmente, en la parte resolutoria se hace mención a la obligación de 

restauración contemplada en el artículo 396 de la Constitución, que en su 

segundo inciso establece que “La responsabilidad por daños ambientales es 

objetiva.  Todo daño al ambiente además de las sanciones correspondientes, 

implicara también la obligación de restaurar integralmente los ecosistemas e 

Indemnizar a las personas y comunidades afectadas” (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008, artículo 194).  De igual manera, toma al artículo 78 

de la Ley Forestal publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 418 de 10 de 

septiembre de 2004, que impone una multa de uno a diez salarios mínimos 

vitales al que tale recursos forestales sin la autorización correspondiente. 

 

De éste modo, en base a la normativa citada y al análisis efectuado, se resuelve 

no declarar culpables a Héctor Reina y Luis Rodríguez, responsabilizando por la 

tala ilegal de árboles a Luis Fuentes y Adriana Jácome, ya que la única manera 

de explotar un bosque es con la debida autorización por parte del Ministerio del 
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Ambiente, a través de la licencia de aprovechamiento forestal.  Por lo que, se les 

impone la multa de diez salarios mínimos vitales generales que equivalen a 

USD.40, más los costos de restauración de USD.37.762,57, establecidos en el 

informe técnico de determinación No. 001-2013-OTQ-DPAPCH-MAE. 

 

3.1.5 Conclusiones del caso 

 

Al analizar las actuaciones que tuvo el Agente fiscal dentro del proceso penal, 

podemos deducir que tuvo una relativa facilidad en la investigación del caso 

hasta convencer de su teoría al tribunal penal, sin embargo no podemos dejar a 

un lado las falencias producidas a lo largo del proceso. 

 

En un principio, debió realizar una investigación más profunda del delito, 

tomando en cuenta que el artículo 78 de la Ley Forestal sanciona la 

comercialización de recursos forestales protegidos, el Agente Fiscal pudo haber 

dirigido su investigación hacia los compradores de madera ilegal, pero más bien 

prefirió únicamente confirmar los hechos conocidos, era lógico suponer que el 

acusado era parte de un negocio más grande y se pudo haber desmantelado 

una red dedicada al tráfico de madera.  Cabe recordar que el Derecho Penal 

Ambiental es preventivo, debiendo el Agente Fiscal buscar la condición de 

peligro y la prevención del mismo. 

 

En el mismo sentido, se demuestra una falta de análisis del delito por parte del 

Agente Fiscal, debido a que se trata de un delito continuado, tal como lo 

demuestra el informe No. 001-2013-OTQ-DPAPCH-MAE del Ministerio del 

Ambiente, que determina una afectación de 3,11 hectáreas, las cuales necesitan 

ser restauradas.  Por lo que, resulta ilógico que al momento de acusar, el Agente 

Fiscal acuse por la tala ilegal de 30 árboles y no tome en cuenta el derecho de 

la naturaleza a ser restaurada en ninguna parte del proceso. 

 

Sin embargo, el error no es únicamente por parte del Agente Fiscal, debido a 

que esta confusión se genera a partir del reconocimiento del lugar de los hechos 
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por parte de la Unidad de Protección del Medio Ambiente de la Policía Judicial, 

por cuanto consta en el parte policial que se encontraron 30 árboles talados de 

especies protegidas. 

 

Lo que nos lleva a determinar que no existe una adecuada coordinación entre la 

Dirección de Investigaciones de la Fiscalía General del Estado y la Unidad de 

Protección del Medio Ambiente de la Policía Judicial, puesto que el delegado de 

la Policía Judicial debió acudir con el perito de la Dirección de Investigaciones, 

para de esta manera realizar una adecuada toma de muestras y que no se rompa 

la cadena de custodia, que fue uno de los puntos en los que se basó la defensa, 

al momento de alegar la invalidez de los peritajes. 

 

Por otro lado, en ningún momento del proceso el Agente Fiscal alega que se 

violaron los derechos de la naturaleza, sino que los enfoca como una afectación 

a la propiedad de la señora Adriana Jácome. 

 

No obstante, no podemos dejar a un lado que la justicia no se encuentra acorde 

a los lineamientos biocentristas constitucionales, ya que al ser un derecho de la 

Naturaleza el violentado, la sentencia debió establecer una restauración a la 

Naturaleza, más no a la señora Adriana Jácome como propietaria del bien 

inmueble.  Es importante mencionar, que de no haber existido el proceso 

administrativo del Ministerio del Ambiente, nunca se hubiera producido una 

restauración, lo que vuelve imperativa una adecuada coordinación técnica entre 

la Fiscalía y los Ministerios, en éste caso el Ministerio del Ambiente. 

 

Por último, no está por demás comparar el desempeño del Ministerio del 

Ambiente, el cual refleja un manejo adecuado de los criterios ambientales 

biocentristas contemplados en la Constitución, como lo son la restauración, la 

prevención y la responsabilidad objetiva.  De tal manera, que esta comparación 

vuelve evidentes las falencias por parte de la Fiscalía, sus órganos auxiliares e 

incluso los organismos de justicia. 
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En conclusión, podemos determinar que no existen las adecuadas herramientas 

que ayuden al Agente Fiscal a investigar el delito y formular su acusación, sin 

dejar a un lado la evidente falta de capacitación en materia penal ambiental por 

parte de los miembros de la Fiscalía. 

 

3.2 PAÍSES EN LOS QUE SE APLICO EXITOSAMENTE FISCALÍAS 

AMBIENTALES: BRASIL Y PARAGUAY 

 

Una vez analizada la figura de la Fiscalía General del Estado, sus actores y el 

desempeño que tiene dentro del proceso penal.  Es pertinente, realizar un 

análisis a los modelos de Fiscalías Ambientales existentes en Latinoamérica, que 

debido a las simetrías económicas y sociales, nos ayudaran en la 

implementación de la presente propuesta. 

 

3.2.1 Fiscalía ambiental en Brasil 

 

La figura institucional de la Fiscalía en Brasil se encuentra bajo el nombre de 

Ministerio Público, el cual posee la titularidad de la acción penal pública con 

similares atribuciones y facultades a las nuestras.  En materia ambiental, el 

Ministerio Público ha implementado Fiscalías Ambientales, que a lo largo de tres 

décadas han logrado sembrar un precedente para la implementación de 

Fiscalías Ambientales en Latinoamérica, ya que muestran un modelo exitoso 

para la defensa del medio ambiente. 

 

En un principio, el rol del Ministerio Público en materia ambiental surge en la 

década de 1980, a partir de la Ley de Política Nacional del Medio Ambiente, que 

atribuyen al Agente Fiscal, como autor de la defensa del medio ambiente, por lo 

que: 

 

“Una cuestión que debe ser destacada respecto al Ministerio Público 

brasileño y que lo distingue de sus hermanos en Latinoamérica es la 

atribución constitucional e infraconstitucional para la defensa, en calidad de 
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autor, para acciones y actuaciones extrajudiciales civiles supla individuales 

para la tutela ambiental” (Cappelli, Las Fiscalías Ambientales en Brasil, 

2009, pág. 148). 

 

En ese sentido, los Agentes Fiscales adquirieron facultades civiles a la par de 

las penales en materia ambiental.  Posteriormente, esta legitimidad civil gano 

fuerza con la implementación de la Ley de Acción Civil de 1985 y la aprobación 

de la Constitución Federal de 1988, que impulsaron una adecuada estructura y 

capacitación para hacer frente a los intereses del Ambiente y la Naturaleza, 

volviéndose pragmático mediante la creación de Fiscalías Especializadas, 

Centros de Apoyo Operacionales y Divisiones de Asesoramiento Técnico para el 

área ambiental. 

 

Sin embargo, al momento no existía una legislación penal ambiental que 

impulsará el ejercicio de la acción penal pública, lo que generó que en los 

primeros años de existencia de las Fiscalías Ambientales, hubiera un mayor 

índice de acciones civiles que penales. 

 

Es en el año 1998 mediante la aprobación de la Ley de Crímenes e Infracciones 

Administrativas Ambientales (Ley 9605/98), en la que se comienza a regular los 

tipos penales que protegen al medio ambiente y a la naturaleza, siendo esta 

tardía tutela penal el motivo por el cual el Ministerio Público se destacó más en 

el área civil que en la penal. 

 

Una vez analizada la normativa que faculta al Ministerio Publico a tener 

conocimiento en materia ambiental, pasamos a tomar en cuenta la actuación de 

los Agentes Fiscales, quienes en su labor “diariamente, se dedican a la 

investigación de denuncias de actos atentatorios al medio ambiente, traídas por 

cualquier persona natural o jurídica y por ONGS, además del poder de iniciar la 

investigación de oficio.” (Cappelli, 2009, pág. 149). 

 



 

 

113

Estas denuncias pueden ser formales ante la Fiscalía Ambiental, haber surgido 

en base a noticias de la prensa, por delegación de alguna autoridad o por la 

realización de un operativo de control, lo que la falta de formalidad en la denuncia 

no implica la imposibilidad de iniciar la investigación. 

 

Los Agentes Fiscales, a partir del conocimiento del hecho potencialmente 

peligroso, deben iniciar la investigación que tiene el nombre de inquérito civil, en 

donde recogen todos los elementos de convicción que llevan a iniciar una acción 

judicial, que puede ser una acción civil pública o la celebración de un acuerdo 

con el investigado, denominado termo de compromiso de ajustamiento; y de ser 

el caso una acción penal que surge a partir de la acción civil pública. 

 

“El inquérito civil puede ser definido como un procedimiento administrativo, 

de carácter pre-procesal e inquisitorial, de ámbito interno del Ministerio 

Publico que, presidido directamente por el Fiscal o Procurador de la 

República, permite la colecta de pruebas para embasar el enjuiciamiento 

de las acciones pertinentes a la tutela de los bienes para los cuales la 

legislación lo legitime, especialmente, para la acción civil pública.” 

(Cappelli, 2009, pág. 151) 

 

Considerando que el Ministerio Público tuvo primero facultades civiles antes que 

penales en materia ambiental, es lógico que el proceso investigativo sea 

netamente civil, por lo que el Agente Fiscal como autor de la investigación se 

vuelve parte del proceso civil, lo que no quiere decir que al culminar la 

investigación la acusación tiene que ser de carácter civil, sino puede también ser 

penal. 

 

Al tratar conjuntamente las acciones civiles y penales bajo el mismo organismo 

se elimina el problema de competencia para resolver temas ambientales, “así, lo 

ideal es que las actuaciones civiles y criminales estén acumuladas en un solo 

órgano del Ministerio Público, para que no haya decisiones y adopción de 
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medidas incompatibles entre las esferas de responsabilidad.” (Cappelli, 2009, 

pág. 177). 

 

Cabe mencionar, que todos los elementos de convicción recabados por el 

Agente Fiscal o los solicitados a los órganos públicos que ejercen el poder de 

policía administrativa ambiental durante la inquérito civil, tienen carácter de 

prueba en caso de llegar a juicio, lo que evita la repetición innecesaria y excesiva 

de lo ya probado en autos. 

 

En el mismo sentido, se plantea una legitimidad activa, la cual faculta a cualquier 

organismo público o privado, iniciar una acción conjuntamente con el Ministerio 

Público, indistintamente si esta sea civil o penal, pues el fin es ampliar la 

legitimación para lograr una efectiva tutela al medio ambiente. 

 

Una vez concluida la inquérito civil, el Agente Fiscal tiene tres opciones: archivar 

el inquérito civil, iniciar una acción civil pública o celebrar un compromiso de 

ajustamiento de conducta (TAC).  En el caso de archivo, el denunciante tiene el 

derecho a fundamentar su acusación y que esta sea revisada por el Consejo 

Superior del Ministerio Público, de ser procedente se designara un nuevo Agente 

Fiscal para el enjuiciamiento de la acción. 

 

3.2.1.1 Acción Civil Pública 

 

La acción civil pública lleva éste nombre para diferenciarse de la acción penal 

pública, en consideración a que el Ministerio Público ostenta ambas facultades.  

La presente acción, tiene como objeto el fácil acceso a la justicia, siendo un 

instrumento procesal apto para la defensa de los intereses del Ambiente y la 

Naturaleza, teniendo como finalidad la restauración integral del ambiente. 

 

Al ser el fin la restauración, la acción civil pública siempre tendrá como resultado 

una condena en dinero o una obligación de hacer o no hacer, o las dos; en el 

caso de existir un daño irreparable, se establece una indemnización por daño 
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ambiental.  Sin embargo, la indemnización es contraria a los principios del 

Derecho Ambiental, puesto que estos no son susceptibles a transacción sobre 

su contenido. 

 

Para asegurar la restauración, el Juez podrá dictar un mandato liminar, que es 

una providencia que tiene el mismo objeto de una medida cautelar pero de 

carácter urgente, cuya finalidad es asegurar la inmediata tutela del Ambiente y 

la Naturaleza. 

 

Con relación a la prueba, es importante mencionar que esta acción plantea la 

inversión de la carga de la prueba por parte del Agente Fiscal, debido que al 

existir peritajes demasiado costosos y técnicos, se podrá solicitar al Juez que 

pase los costos a cargo del procesado. 

 

Finalmente, la acción civil publica se ha convertido en la opción más viable en 

relación a la tutela efectiva de los derechos del Ambiente y la Naturaleza en 

Brasil, que a pesar de ser una acción civil el Ministerio Público ha demostrado 

que tiene una gran efectividad, pues cumple con todos los principios del Derecho 

Ambiental y principalmente busca la restauración del ambiente. 

 

3.2.1.2 Termo de Compromiso de Ajustamiento de Conducta – TAC 

 

El termo de ajustamiento de conducta (TAC), es un compromiso que tiene como 

objeto llegar a un acuerdo con el procesado dentro de un tema transigible para 

no llegar a una acción civil publica, mostrando grandes ventajas, como mayor 

celeridad, descongestionamiento judicial, menor costo procesal, etc., por lo que 

el Ministerio Público antes de iniciar una acción judicial siempre lo plantea como 

un mecanismo alterno de solución del conflicto. 

 

Para ser viable, el termo de ajustamiento de conducta deberá contemplar la 

totalidad de la restauración, utilizando el sistema de obligaciones de hacer o no 

hacer y condena de dinero.  Es preciso mencionar, que éste compromiso tiene 
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carácter de título ejecutivo que de no ser cumplido se podrá ejecutar mediante 

vía judicial. 

 

Finalmente, es admirable que el Ministerio Público plantee opciones 

extrajudiciales y no busque únicamente interponer una acción penal, o civil como 

lo es en el caso de Brasil.  Debido a que, naturalmente siempre será más 

conveniente llegar a una solución extrajudicial del conflicto. 

 

3.2.1.3 Acción Penal 

 

Al ser implementada la legislación penal posteriormente a la civil, es notable la 

menor aplicación de la misma, lo que no resulta ser algo malo, pues debido a 

esto resulto una mejor tutela del Ambiente y la Naturaleza.  De igual manera, 

éste precedente civil ayudo a crear una legislación penal enfocada en los 

principios del Derecho Ambiental, pues esto se ve reflejado en el enfoque 

preventivo y la finalidad de restauración que tiene la Ley de los Crímenes e 

Infracciones Administrativas Ambientales (Ley 9605/98). 

 

Del cuerpo legal en mención: 

 

“Se puede destacar su carácter preventivo, ya que contiene varios delitos 

de peligro, la dependencia de normas penales en blanco, dada la necesidad 

de apoyarse en datos técnicos, la introducción de la responsabilidad penal 

de la persona jurídica en el ordenamiento penal brasileño, bien como la 

concurrencia por omisión de lo dirigente y el carácter reparador del Derecho 

Penal.” (Cappelli, 2009, pág. 175). 

 

En el mismo sentido, la ley penal contempla temas relevantes como la 

diferenciación de la infracción administrativa y el delito penal, así como los 

procedimientos para entablar una acción penal y por ultimo contempla un 

capítulo destinado a los delitos contra el medio ambiente, que son los siguientes: 
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“Delitos contra la fauna, delitos contra la flora, contaminación y otros crímenes 

ambientales, delitos contra el ordenamiento urbano y patrimonio cultural y delitos 

contra la administración ambiental”. (Cappelli, 2009, pág. 176). 

 

La presente ley trata de una manera bastante completa a los delitos ambientales 

y hace referencia a los derechos de la naturaleza y el medioambiente, los cuales 

son rectores al momento de la aplicación del tipo penal.  Por lo que, el régimen 

sancionatorio valora varias alternativas de penas, donde es posible realizar una 

transacción con otro tipo de sanciones en penas menores a dos años y la 

suspensión condicional del proceso en penas que no excedan el año de prisión.  

Cabe recalcar, que un proceso penal está condicionado a la existencia de un 

compromiso de ajustamiento o una acción civil pública, es decir está previamente 

garantizada la restauración del ambiente. 

 

La transacción conlleva una sanción de naturaleza penal como una multa o 

restricción de derechos.  “dichas penas, además, deben guardar relación con la 

cuestión ambiental, como por ejemplo, prestación de servicios en la recuperación 

de una plaza, parque, o trabajo junto a las entidades ambientales” (Cappelli, 

2009, pág. 178). 

 

Con lo que respecta a la suspensión del proceso, esta está condicionada a la 

reparación del daño y para ser declarada la extinción de la punibilidad debe 

existir un laudo técnico que compruebe la reparación del daño ambiental.  

Finalmente, sea transacción o suspensión condicional del proceso, toda medida 

impuesta tiene que representar un beneficio ambiental. 

 

Finalmente, se puede decir que el modelo brasileño maneja un proceso penal 

ambiental que refleja una protección integral a la naturaleza y al medio ambiente.  

Pues es evidente, que la esfera penal reconoce a la naturaleza como sujeto de 

derechos y vuelve pragmáticos los lineamientos constitucionales. 
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Complementariamente, el Ministerio Público además de las actividades 

relacionadas a la investigación del daño ambiental y su composición, realiza las 

siguientes actividades que promueven a una adecuada tutela ambiental: 

 

a. Participación en consejos y comisiones parlamentarias de investigación. 

 

b. Participación y acompañamiento en la elaboración de la legislación ambiental. 

 

c. Participación en la ejecución de políticas públicas ambientales. 

 

d. Nuevas experiencias con fiscalías ambientales: Fiscalías Regionales, 

temáticas y volantes. 

 

e. Consejo del medioambiente del Ministerio Publico. 

 

Por último, es pertinente acotar que el Ministerio Público en relación a las 

cuestiones ambientales, es el mayor de autor de acciones, aunque haya otros 

legitimados, refleja un nivel de “enjuiciamiento del 97,6 de las acciones civiles 

públicas en defensa del medio ambiente.” (Cappelli, 2009, pág. 143) 

 

3.2.2 Fiscalía Ambiental en Paraguay 

 

La figura de la Fiscalía en Paraguay al igual que en Brasil, se encuentra bajo el 

nombre de Ministerio Publico, el cual es un organismo con autonomía funcional 

y administrativa, no dependiente de ningún poder del estado, cuya función es el 

ejercicio de la acción penal publica en representación de la sociedad ante los 

órganos jurisdiccionales. 

 

“Cuenta con una Unidad Especializada en la Persecución de Delitos y 

Crímenes contra el Ambiente (UFEDA) con Agentes Fiscales dedicados 

exclusivamente a la persecución de estos hechos punibles, la citada unidad 

especializada cuenta con una Dirección (DEDA) de apoyo para la 
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investigación conformada por 29 profesionales de diferentes áreas 

(Ingenieros Agrónomos, Forestales, Geólogos, Ecólogos, Biólogos, 

Físicos, Arquitectos, Químicos, etc.) los cuales elaboran dictámenes 

técnicos para orientar la investigación, así como también realizan las 

pericias” (Merlo, Sosa, & Levedich, 2009, pág. 298) 

 

La Unidad Especializada se encuentra a cargo del Fiscal Adjunto y le sigue en 

orden jerárquico el Fiscal Delegado, quien se encuentra a cargo de los 

programas de acción para la persecución de delitos contra el ambiente y todas 

las actividades de control, las cuales realiza en conjunto con los Agentes Fiscales 

de la Unidad Especializada. 

 

Los programas de acción, tienen como objetivo la detención y persecución de 

hechos punibles contra el medio ambiente, los cuales son realizados bajo 

estrictos paramentaros de planificación, contando con protocolos de 

investigación que son aplicables tanto a la actividad realizada por la parte técnica 

como para los Agentes Fiscales. 

 

Entre las actividades más relevantes de la Unidad Especializada, se encuentra 

la protección de recursos forestales, razón por la cual la Dirección de Delitos 

Ambientales cuenta con un Departamento de Geoprocesamiento, donde 

especialistas diariamente monitorean imágenes satelitales de diferentes zonas 

del país, de esta manera detectan deforestaciones, incendios forestales, 

desmontes, desvíos de cursos de agua, etc.  La presente labor es realizada por 

el Ministerio Público con ayuda de organismos de la sociedad civil especializados 

en materia ambiental, lo que ha permitido una rápida detección y respuesta. 

 

En el mismo sentido, el Ministerio Publico ha colaborado con la secretaria del 

Ambiente y el Instituto Forestal Nacional, “lo que redundo en una reducción de 

la deforestación de un 90% aproximadamente pasando de unas 140.000 

hectáreas por año a menos de 12.000 hectáreas por año, logrando así que el 

Paraguay pasara de ser el segundo país con la tasa de deforestación más alta 
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del mundo después de Haití a ser uno de los primeros en protección de los 

bosques” (Merlo, Sosa, & Levedich, 2009, pág. 298) 

 

Con respecto a la legislación penal ambiental, podemos decir que los tipos 

penales responden a las leyes penales en blanco, las cuales sancionan 

únicamente conductas dolosas, es decir no existe la figura de responsabilidad 

objetiva en éste ordenamiento.  De esta manera, se encuentran tipificados los 

delitos contra la vida silvestre y ecosistemas protegidos, delitos de 

contaminación ambiental y otros crímenes ambientales. 

 

En lo concerniente, a las penas se establece una máxima de ocho años a delitos 

contra los recursos forestales, que evidentemente son lo que más se protege, 

las otras penas varían entre tres y cinco años. 

 

Los hechos punibles denunciados están clasificados por áreas, urbanas y 

rurales, dentro de las áreas urbanas se encuentran los delitos de contaminación 

de aire por humos y de contaminación por de descargas cloacales e industriales; 

entre las realizadas en áreas rurales se encuentran los desmontes, el mal 

aprovechamiento de recursos forestales, la contaminación por uso inadecuado 

de agroquímicos y los desvíos de recursos hídricos. 

 

“Es importante destacar que los primeros acuerdos ambientales realizados 

durante los primeros años de intervención de los Agentes Fiscales por 

hechos punibles contra el ambiente, casi no contemplan la recomposición 

ambiental, y las reparaciones eran distintas a cuestiones sociales siendo 

en algunos casos irrisorio lo exigido como reparación ante el grave daño 

ocasionado al ambiente, motivo por el cual se ha establecido a través de 

documentos internos del Ministerio Publico requisitos mínimos para la 

negociación de acuerdos reparatorios en éste tipo de acciones penales” 

(Merlo, Sosa, & Levedich, 2009, pág. 300) 
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De esta manera, el Ministerio Público en virtud de su experiencia en la 

implementación de la Unidad Especializada Ambiental, plantea las siguientes 

características para que éste modelo sea exitoso: 

 

a. El sistema penal debe excluir conductas mínimas o bagatelas, ya que el costo 

de las investigaciones es demasiado alto, siendo lo más pertinente que sean 

sancionados administrativamente. 

 

b. Debe existir una infraestructura técnica que permita tener la capacidad de 

detección de la infracción. 

 

c. Obtener sanciones justas mediante sistemas de control interno. 

 

d. Educar a la sociedad mediante una buena estrategia comunicacional. 

 

Finalmente, podemos concluir que el sistema Paraguayo se ha enfocado en 

realizar una infraestructura técnica que le facilita la detección de cierto tipo de 

delitos.  Sin embargo, es notable su iniciativa que tiene frente a la restauración 

del ambiente pese a que su ordenamiento jurídico no se encuentra acorde al 

Derecho Ambiental biocentrista. 
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4 FISCALÍA ESPECIALIZADA EN DELITOS AMBIENTALES EN EL 

ECUADOR 

 

Después de haber analizado la problemática que trata el medio ambiente en el 

sistema penal ecuatoriano, nos proponemos entablar un modelo que satisfaga 

las necesidades actuales que mantiene la Fiscalía relativas a capacitación e 

institucionalidad, para de esta manera desarrollar un modelo de Fiscalía 

Ambiental, que cumpla con los lineamientos constitucionales y teóricos del 

Derecho Ambiental, brindando una adecuada tutela penal a la Naturaleza y al 

Medio Ambiente. 

 

4.1 ANTECEDENTES 

 

De acuerdo al estudio efectuado durante los tres capítulos anteriores, se ha 

determinado que el sistema penal ecuatoriano, en lo que respecta a la Fiscalía y 

a los Agentes Fiscales, mantiene algunas falencias que tienen que ser resueltas 

al momento de crear una Fiscalía especializada en delitos ambientales, por lo 

que iremos desglosando y analizando cada una con el fin de crear un modelo 

que se encuentre acorde a las necesidades actuales y al Derecho Ambiental 

biocentrista contemplado en nuestra Constitución. 

 

El principal problema existente es a falta de capacitación por parte de la Fiscalía 

y los Agentes Fiscales, como se pudo evidenciar de las estadísticas de 

denuncias y estado de causas que tratan delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza, al igual que del análisis del caso, estos no poseen conocimientos 

acerca de Derecho Penal Ambiental y al ser esta una rama del Derecho Penal 

sumamente compleja, se ven vulnerados los derechos de la Naturaleza y el 

Ambiente.  Por otro lado, de la revisión a la estructura de la Fiscalía, se demostró 

que no existe una adecuada estructura organizacional para enfrentar delitos 

contra el Ambiente y la Naturaleza, pues no cuenta con el personal técnico y 

equipamiento necesario que se requieren al momento de la persecución de éste 

tipo de delitos. 
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En un principio, comenzamos diciendo que el Derecho Penal Ambiental abarca 

una serie de principios doctrinarios y en especial dos principios constitucionales, 

que mediante la actuación del Agente Fiscal dentro del proceso, se probó que 

no son aplicados y se encuentran vulnerados, por lo que van a ser parte 

fundamental al momento de plantear la presente propuesta y son los siguientes: 

 

El primero, es el principio de contaminador-pagador, que obliga a una 

restauración integral del Ambiente y la Naturaleza, por parte del responsable del 

daño ambiental. 

 

El segundo, es el principio de conservación, debido a que el Derecho Penal 

Ambiental es preventivo, contrario al Derecho Penal tradicional que por esencia 

es sancionador, esto se encuentra justificado dentro de los llamados “delitos de 

peligro” que trata el Derecho Penal Ambiental. 

 

Por lo tanto, estos dos principios constitucionales, son la base del Derecho Penal 

Ambiental biocentrista, y al lograr una debida aplicación de estos principios, se 

llegara a tener una adecuada tutela de los derechos de la Naturaleza y el 

Ambiente. 

 

Una vez clara la base del presente modelo, es necesario hacer énfasis en las 

necesidades de especialización por parte de la Fiscalía, los Agentes Fiscales y 

la Unidad de Protección del Medio Ambiente de la Policía Judicial.  A lo que, esta 

especialización se deduce en la capacitación ambiental tanto teórica como 

técnica. 

 

El primer punto de especialización, es la capacitación teórica relativa a los 

principios doctrinarios y constitucionales del Derecho Penal Ambiental, con la 

finalidad de que exista una coherencia entre las actuaciones del Agente Fiscal y 

la normativa vigente.  De tal manera, que estos se vean reflejados dentro del 

proceso penal. 
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En el mismo sentido, considerando que el Derecho Penal Ambiental trata delitos 

conexos que se encuentra bajo normas penales en blanco, es complicado 

determinar los delitos, más aun cuando los Fiscales se manejan bajo un manual 

de Derecho Penal Ambiental del año 2004, que contiene toda la remisión 

normativa que implica la norma penal en blanco.  Sin embargo, al no encontrarse 

actualizada la normativa, algunas normas se encuentran derogadas y otras no 

se encuentran dentro, dejando en impunidad algunos delitos y sobre todo por la 

época del publicación del manual, este no está acorde a los lineamientos 

constitucionales biocentristas. 

 

Por lo tanto, se requiere de una sólida capacitación acerca de la normativa penal 

en blanco, la misma que deberá ser de forma permanente y que involucre 

conjuntamente a los demás miembros técnicos de la Fiscalía y la Policía Judicial. 

 

De igual manera, cabe mencionar que la capacitación no debe ser únicamente a 

la Fiscalía, Policía Judicial y organismos jurisdiccionales.  Puesto que, uno de 

los puntos fundamentales de la capacitación se encuentra direccionado a la 

comunidad con el fin de generar una cultura con conciencia ambiental que 

propicie un futuro más sostenible ambiental y socialmente. 

 

La capacitación a la comunidad se encontrará a cargo de la Dirección de 

Comunicación Social de la Fiscalía y se la impartirá mediante charlas y 

publicaciones relativas a la prevención y cuidado del Naturaleza y el Medio 

Ambiente, promoviendo y adoptando políticas de desarrollo sustentable. 

 

Por otro lado, con respecto a la parte técnica, del análisis del caso, se pudo 

evidenciar que el Agente Fiscal, por su falta de conocimiento en materia 

ambiental, no se encuentra en condiciones de direccionar diligencias o peritajes 

ambientales, lo que se vuelve sumamente complejo al momento de investigar 

otro tipo de delitos ambientales más técnicos, que aunque no es posible que el 

Agente Fiscal sea ingeniero ambiental, éste debe tener un conocimiento lo más 

cercano posible al momento de su investigación. 
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A este problema, se le suma la falta de apoyo de la Dirección de Investigaciones 

de la Fiscalía, puesto que al momento no realiza un papel activo dentro de la 

investigación, lo que vuelve más complicada la tarea del fiscal al momento de 

determinar el delito, por lo que lo optimo seria, establecer como requisito que el 

Agente Fiscal pida un informe valorativo a la dirección de investigaciones o al 

departamento técnico de la Fiscalía Especializada al momento de tener 

conocimiento de la denuncia. 

 

De igual manera, la Unidad de Protección del Medio Ambiente de la Policía 

Judicial, muestra falencias en la parte técnica, debido a que sus miembros al 

pertenecer a la carrera policial y no tener especialización ambiental, requieren 

de capacitación en la parte técnica, procedimientos y protocolos en lo que 

respecta a diligencias ambientales. 

 

Por lo que, lo óptimo sería realizar un manual general de procedimientos, en el 

cual se basen la Fiscalía y la Policía Judicial al momento de realizar diligencias 

y que estos sean realizados de manera conjunta para que exista coherencia 

entre sus informes. 

 

Otro problema existente, determinado mediante el caso y el análisis a la 

estructura de la Fiscalía, es la falta de una adecuada restauración del Ambiente 

y la Naturaleza. 

 

Al ser éste problema sumamente complejo, en razón de las diferentes pericias 

técnicas que requieren éste tipo de delitos, la solución más viable dentro de 

nuestro sistema sería una coordinación técnica con los ministerios o instituciones 

públicas especializadas en materia ambiental, las cuales ayudaran a determinar 

el delito y garantizaran la restauración mediante los principios de responsabilidad 

objetiva que son de carácter netamente administrativo, muy a parte del resultado 

punitivo de la sentencia penal. 

 

De igual manera, los artículos 256 y 257, de la misma norma penal, establecen 

que la Autoridad Nacional Ambiental, será la encargada de establecer las 
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determinaciones técnicas para cada delito ambiental, determinado los costos de 

restauración y alcances del daño ambiental. 

 

Otra de las ventajas de la coordinación técnica, es en consideración al ámbito 

preventivo del Derecho Penal Ambiental.  Actualmente, la Fiscalía espera el 

cometimiento del delito ambiental para comenzar con la investigación, como lo 

es en otro tipo de delitos, pero no se considera que los delitos contra el Ambiente 

y la Naturaleza se encuentran dentro de la esfera del Derecho Penal preventivo.  

Por lo tanto, el deber del fiscal no es quedarse sentado esperando una denuncia, 

sino ver la condición de peligro, mediante la búsqueda del delito y la prevención 

del mismo. 

 

La finalidad de que exista una tarea preventiva por parte de la Fiscalía y los 

ministerios o instituciones públicas especializadas en materia ambiental, es la 

realización de operativos con el objeto de fiscalizar a personas naturales o 

jurídicas, para determinar si cumplen con la normativa ambiental vigente, en el 

caso de ser transgredida alguna norma, determinaran en conjunto si esta 

corresponde a una infracción administrativa o a un delito penal, eliminándose de 

esta manera el conflicto de competencia entre el derecho administrativo y penal. 

 

Por último, las Fiscalías Especializadas estarán distribuirás en: fiscalías 

provinciales, regionales o nacionales, éstas previamente a su implementación 

estarán sujetas a un estudio técnico elaborado por la Dirección Nacional de 

Actuación y Gestión procesal o podrán ser implementadas por disposición del 

Fiscal General del Estado, esto acorde a lo estipulado en los artículos 4 y 5 del 

Reglamento de las Nuevas Unidades de Gestión de Causas, Fiscalías 

Especializadas, conforme los tipos penales asignados a cada una de ellas, y su 

respectiva numeración, según consta en la Resolución No. 004-2010-FGE, de la 

Fiscalía General del Estado, relativa al Reglamento de las Nuevas Unidades de 

Gestión de Causas, Fiscalías Especializadas, conforme los tipos penales 

asignados a cada una de ellas, y su respectiva numeración, publicado en el 

Registro Oficial No. 36 de 28 de abril de 2010; 
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En mismo sentido, el artículo 7 del mismo cuerpo legal establece que “las sedes 

de fiscalías especializadas regionales o nacionales atenderán hechos delictivos 

como un fenómeno complejo y dinámico, que traspasa los límites territoriales.” 

(Reglamento de las Nuevas Unidades de Gestión de Causas, Fiscalías 

Especializadas, conforme los tipos penales asignados a cada una de ellas, y su 

respectiva numeración, 2010, artículo 7). 

 

Por lo citado anteriormente la implementación de éstas fiscalías está sujeta a un 

estudio técnico previo, pero se considera de acuerdo a las estadísticas 

recabadas que en un inicio se implementarán Fiscalías Especializadas en Delitos 

Ambientales, en las provincias de: Pichincha, Guayas, Azuay, Los Ríos, El Oro, 

Manabí, Sucumbíos, Imbabura, Carchi Loja y Galápagos, en razón de ser las 

provincias que poseen mas denuncias por delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza 

 

En conclusión, se ha determinado que existen varias falencias teóricas, 

normativas y procedimentales en materia ambiental por parte de la Fiscalía, los 

Agentes Fiscales y la Policía Judicial.  De igual manera, se demostró la 

necesidad de una figura institucional dentro de la Fiscalía que haga frente a los 

delitos ambientales. 

 

4.2 PROPUESTA DE IMPLEMENTACIÓN DE FISCALÍA ESPECIALIZADA 

EN DELITOS AMBIENTALES 

 

Una vez planteadas las bases y establecidas las necesidades que mantiene la 

Fiscalía en materia penal ambiental, se procede a plantear un modelo de Fiscalía 

Especializada en Delitos Ambientales, que subsanando las falencias actuales 

tutele los derechos del Ambiente y la Naturaleza, acorde a los lineamientos 

constitucionales biocentristas. 

 

Al analizar la base legal de la Fiscalía en el segundo capítulo, la implementación 

de la presente propuesta es totalmente factible en virtud de los artículos 194 y 
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195 de la Constitución de la República del Ecuador, el artículo 282 del Código 

Orgánico de la Función Judicial y el artículo 442 del Código Orgánico Integral 

Penal, que establecen las atribuciones de la Fiscalía y de los Agentes Fiscales; 

y más puntualmente el artículo 443, numeral 4, del Código Orgánico Integral 

Penal, el cual garantiza la intervención de Fiscales Especializados en materias 

que requieran de una mayor protección. 

 

Con estos antecedentes, la presente propuesta se implementará de acuerdo a 

los artículos 10 y 12, del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional de 

procesos de la Fiscalía General del Estado, los cuales facultan plenamente a 

todas las facultades y atribuciones que contempla la siguiente propuesta. 

 

Después de haber citado la base legal y demostrada la factibilidad de 

implementación de la propuesta, esta se la hará de la siguiente manera: 

 

4.2.1 Fiscalía especializada en delitos ambientales 

 

I. OBJETIVO GENERAL 

 

Optimizar la misión institucional generando lineamientos estratégicos para la 

persecución de delitos contra el Ambiente y la Naturaleza, a través del 

ejercicio de la acción penal pública, en concordancia a los lineamientos 

Constitucionales y las políticas institucionales de la Fiscalía General del 

Estado; cuyo producto es la excelencia técnico jurídica de sus actuaciones 

mediante la ejecución de planes estratégicos que fomenten la gestión de 

control y persecución del delito, destacando las actividades administrativas e 

investigativas mediante el seguimiento continuo de las actividades del Agente 

Fiscal Especializado, poniendo énfasis en la restauración del ambiente y la 

reparación de víctimas. 
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II. FUNCIONES 

 

a. Conocer jurídica y estratégicamente todos los tipos penales relacionados 

con la protección del bien jurídico medio ambiente y la especialidad de los 

procesos ambientales, en concordancia con lo establecido por la Dirección 

de Política Criminal. 

 

b. Formular, proponer y ejecutar políticas institucionales que impulsen la 

persecución de delitos contra Naturaleza y el Medio Ambiente, 

conjuntamente con medidas tendientes al mejoramiento de la Fiscalía 

Especializada. 

 

c. Solicitar a la Unidad de Coordinación Ambiental planes de formación y 

capacitación institucional inicial y permanente para la especialización en 

materia ambiental. 

 

d. Elaborar instructivos referentes a cuestiones de competencia de la Fiscalía 

Especializada. 

 

e. Desarrollar cronogramas de trabajo conjuntamente con los Agentes 

Fiscales Especializados y miembros de la Fiscalía, estableciendo pautas 

generales y especiales para la investigación de hechos punibles 

relacionados a delitos contra el Ambiente y la Naturaleza o delitos conexos. 

 

f. Cooperar coordinadamente con los Agentes Fiscales de las demás aéreas 

de la Fiscalía, en relación a delitos contra el Ambiente y la Naturaleza e 

implementación de programas de política ambiental. 

 

g. Mantener una coordinación técnica con ministerios e instituciones públicas 

que tengan especialización en materia ambiental, elaborando y ejecutando 

programas de control y fiscalización ambiental. 
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h. Generar procedimientos dentro de la coordinación técnica para la 

asistencia en las investigaciones de los Agentes Fiscales Especializados, 

con el fin de generar conjuntamente actuaciones técnico- jurídicas. 

 

i. Establecer programas dentro de la coordinación técnica destinados a la 

aplicación efectiva de la legislación administrativa con el fin de prevenir 

afectaciones al medio ambiente. 

 

j. Fomentar las relaciones interinstitucionales que impulsen la protección 

ambiental, mediante el combate de los delitos contra el Ambiente y la 

Naturaleza. 

 

k. Brindar asesoría en asuntos de cooperación internacional, mediante la 

participación activa de la Fiscalía Especializada con los organismos 

internacionales, sobre cuestiones relacionadas a delitos contra el 

Ambiente y la Naturaleza, a través de la Dirección de Asuntos 

Internacionales. 

 

l. Generar y controlar el buen funcionamiento jurídico administrativo dentro 

de la Fiscalía Especializada, de acuerdo a las políticas institucionales de 

la Fiscalía General del Estado. 

 

m. Coordinar con el Departamento Técnico de la Unidad Especializada la 

utilización de herramientas de análisis, consulta, investigación y 

planificación, en el área técnica de las investigaciones. 

 

n. Establecer procesos para la práctica de procedimientos técnicos en la 

Unidad de Protección del medio Ambiente de la Policía Judicial y al 

Departamento Técnico de la Unidad Especializada. 

 

o. Requerir al Departamento Técnico de la Unidad Especializada y a la 

Unidad de Protección del Ambiente de la Policía Judicial, informes técnicos 

para sus investigaciones. 
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p. Conformar equipos de trabajo para la investigación de causas, 

procedimientos de control y fiscalización; asignando tareas específicas a 

los integrantes de la Fiscalía Especializada. 

 

q. Tener conocimiento de las causas dirigidas a la Fiscalía General del 

Estado, que guarden relación directa con hechos punibles contra el 

Ambiente y la Naturaleza o con delitos conexos a ellos. 

 

r. Elaborar y actualizar una base de datos con las causas dentro de la 

Fiscalía Especializada, realizando estadísticas comparativas y variables 

estadísticas según los parámetros de la Dirección de Política Criminal. 

 

s. Atender las consultas técnico - jurídicas sobre legislación y procedimientos 

en materia penal ambiental, solicitadas por la Dirección de Asesoría. 

 

t. Controlar y fiscalizar las actuaciones de los Agentes Fiscales 

Especializados, con el fin de mejorar los resultados cuantitativos y 

cualitativos en las causas en las que se investiguen delitos contra el 

Ambiente y la Naturaleza. 

 

u. Coordinar con la Dirección de Auditoria mecanismos de control de gestión 

específicos que reflejen resultados dentro de las actuaciones de los 

miembros de la Fiscalía Especializada. 

 

v. Impartir directrices a los Agentes Fiscales Especializados y Funcionarios 

de la Fiscalía especializada, para emitir informes detallados de sus 

actuaciones con relación al estado de las causas a su cargo a la Dirección 

de Auditoria. 

 

w. Emitir informes a la Dirección de Auditoria sobre irregularidades en la 

gestión de los Agentes Fiscales. 
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x. Remitir a la Dirección Administrativa Financiera el plan operativo 

presupuestario de acuerdo a las necesidades específicas de la Fiscalía 

Especializada. 

 

y. Coordinar con la Dirección de Comunicación Social programas y proyectos 

de capacitación a la comunidad sobre protección al ambiente y prevención 

de delitos contra el Ambiente y la Naturaleza. 

 

z. Elaborar con la Dirección de Comunicación Social mecanismos para el 

relacionamiento con medios de comunicación y gestión de comunicación 

interna e interinstitucional. 

 

aa. Organizar la distribución territorial de las Fiscalías Especializadas, las 

cuales se podrán agrupar a nivel provincial, regional o nacional, previo 

estudio técnico elaborado por la Dirección Nacional de Actuación y Gestión 

Procesal o a disposición del Fiscal General del Estado. 

 

bb. Las Fiscalías Especializadas estarán a cargo de la Unidad de Coordinación 

Ambiental. 

 

III. LÍNEA DE AUTORIDAD 

 

Depende de: 

Fiscal General del Estado. 

 

Se encuentra coordinada por: 

 

a. Unidad de Coordinación Ambiental 

 

Se encuentra supervisada y controlada por: 

 

a. Dirección Nacional de Actuación y Gestión Procesal. 
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Ejerce supervisión sobre: 

 

a. Agentes fiscales especializados. 

b. Departamento Técnico de la Unidad Especializada. 

c. Administrativo. 

 

4.2.2 Unidad de Coordinación Ambiental 

 

I. OBJETIVO GENERAL 

 

Supervisar las actuaciones de la Fiscal Especializada, relativas al control de 

la gestión de los Agentes Fiscales Especializados, personal técnico y de 

asistencia, formulando conjuntamente estrategias y lineamientos de criterio 

jurídico para la consecución de las fines de la Fiscalía Especializada en 

concordancia con las directrices de la Fiscalía General del estado, Su 

responsable es el Fiscal Coordinador. 

 

II. FUNCIONES 

 

a. Informar mensualmente a la Dirección de Nacional de Gestión y Actuación 

Procesal, los resultados de investigaciones e impulso de causas. 

 

b. Transmitir a todos los funcionarios de la Fiscalía Especializada, las 

disposiciones emanadas por las autoridades. 

 

c. Comunicar al Dirección de Nacional de Gestión y Actuación Procesal, las 

necesidades específicas de la Fiscalía Especializada, respecto a los 

requerimientos sobre los programas y proyectos asignados, al igual que a 

la asignación de funcionarios y recursos administrativos o financieros. 

 

d. Elaborar y supervisar cronogramas de trabajo conjuntamente con los 

Agentes Fiscales Especializados y miembros de la Fiscalía. 
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e. Coordinar conjuntamente con los Agentes Fiscales Especializados, 

estrategias jurídicas en causas específicas que por su complejidad lo 

requieran. 

 

f. Designar a los Agentes Fiscales funciones específicas en causas 

tramitadas dentro de la Fiscalía Especializada, acorde a la naturaleza del 

caso o su especialización. 

 

g. Controlar la base de datos de las causas, analizando las estadísticas 

comparativas y variables para evaluar la gestión y el desempeño de la 

Fiscalía Especializada. 

 

h. Requerir a los Agentes Fiscales Especializados informes relativos a las 

causas a su cargo dentro de la Fiscalía Especializada. 

 

i. Controlar los procesos y procedimientos de la coordinación técnica con los 

ministerios e instituciones públicas especializadas en materia ambiental. 

 

j. Controlar la práctica de procedimientos técnicos de la Unidad de Protección 

del Medio Ambiente de la Policía Judicial y  al Departamento Técnico de la 

Unidad Especializada. 

 

k. Coordinar reuniones con los Agentes Fiscales Especializados, para el 

análisis de cuestiones jurídicas relacionadas a delitos contra el Ambiente y 

la Naturaleza. 

 

l. Remitir a la Dirección de Capacitación Especializada (Escuela de Fiscales) 

las necesidades de especialización de la Fiscalía Especializada. 

 

m. Coordinar con la Dirección de Capacitación Especializada (Escuela de 

Fiscales) programas de capacitación en materia penal ambiental. 

 

n. Las demás que determinen las autoridades. 
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III. LÍNEA DE AUTORIDAD 

 

Depende de: 

 

a. Fiscal General del Estado. 

 

Se encuentra supervisada y controlada por 

 

a. Dirección Nacional de Actuación y  Gestión Procesal. 

 

Ejerce supervisión sobre: 

 

a. Fiscal Provincial. 

b. Agentes Fiscales Especializados. 

c. Departamento Técnico de la Unidad Especializada  

d. Asistentes de Fiscales. 

e. Secretarias de Fiscales. 

 

4.2.3 Miembros de la fiscalía especializada en delitos ambientales 

 

4.2.3.1 Agente fiscal especializado 

 

I. OBJETIVO GENERAL 

 

Promover y ejercer la acción penal pública frente a los delitos contra el 

Ambiente y la Naturaleza, en razón de su competencia y especialización en 

materia Penal Ambiental. 

 

II. FUNCIONES 

 

a. Investigar causas penales sobre delitos contra el Ambiente y la Naturaleza. 
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b. Ejercer la representación Fiscal de las causas de otras áreas de la Fiscalía 

que se encuentren relacionadas con delitos contra la Naturaleza o el Medio 

Ambiente o delitos conexos que no estén a su cargo. 

 

c. Trabajar de forma conjunta con otros Fiscales Especializados, respetando 

los criterios de actuación y métodos de investigación establecidos. 

 

d. Requerir informes técnicos a los Ministerios o Instituciones Públicas 

especializadas en materia ambiental. 

 

e. Direccionar peritajes al Departamento Técnico de la Unidad Especializada 

y a la Unidad de Protección del Medio Ambiente de la Policía Judicial. 

 

f. Emitir informes del estados de las causas a su cargo al Fiscal Coordinador 

de la Fiscalía Especializada. 

 

g. Desarrollar conjuntamente con el Fiscal Coordinador programas de trabajo 

y estrategias jurídicas para casos especiales. 

 

h. Acudir a las capacitaciones impartidas por la Dirección de Capacitación 

Especializada. 

 

III. LÍNEA DE AUTORIDAD 

 

Depende de: 

 

a. Unidad de Coordinación Ambiental 

 

Ejerce supervisión sobre. 

 

a. Departamento Técnico de la Unidad Especializada. 

b. Asistente de Fiscales 

c. Secretarias de Fiscales 
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4.2.3.2 Asistente de fiscal 

 

I. OBJETIVO GENERAL 

 

Brindar apoyo al Agente Fiscal Especializado en las tareas investigativas, de 

igual manera, en el estudio y análisis de las causas existentes en la Fiscalía 

Especializada. 

 

II. FUNCIONES 

 

a. Asistir técnica y jurídicamente al Agente Fiscal Especializado. 

 

b. Brindar apoyo en el estudio y análisis de las causas del Agente Fiscal 

Especializado. 

 

c. Asistir en los procesos y operativos de Coordinación Técnica. 

 

d. Asistir al Agente Fiscal Especializado en las en todas las etapas del 

proceso. 

 

e. Acudir a las capacitaciones impartidas por la Dirección de Capacitación 

Especializada. 

 

III. LÍNEA DE AUTORIDAD 

 

Depende de: 

 

a. Agente Fiscal Especializado. 
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4.2.3.3 Secretaria de fiscal 

 

I. OBJETIVO GENERAL 

 

Asistir al Agente Fiscal Especializado en las tareas administrativas, gestión de 

documentos, coordinación de procesos. 

 

II. FUNCIONES 

 

a. Asistir administrativamente al Agente Fiscal Especializado. 

b. Recepción, clasificación y registro de investigaciones e informes técnicos. 

c. Clasificación y archivo de causas finalizadas. 

d. Seguimiento de expedientes que ingresan a la Fiscalía Especializada. 

 

III. LÍNEA DE AUTORIDAD 

 

Depende de: 

 

a. Agente Fiscal Especializado. 

 

4.2.4 Departamento de asistencia a la fiscalía especializada en delitos 

ambientales 

 

4.2.4.1 Departamento Técnico de la Unidad Especializada  

 

I. OBJETIVO GENERAL 

 

I. OBJETIVO GENERAL 

 

Realizar las diligencias y actuaciones técnicas solicitadas por la fiscalía 

Especializada y de los Agentes Especializados, de igual manera, controlar, 

supervisar y monitorear el sistema de Geoproceasmiento, conforme a las 
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políticas específicas de la materia ambiental y a los lineamientos institucionales 

de la Fiscalía General del Estado 

 

II. FUNCIONES 

 

a. Acudir a los lugares indicados por la Fiscalía  Especializada para realizar 

diligencias relativas a la investigación penal, cumpliendo estrictamente 

con las disposiciones vigentes. 

 

b. Emitir informes técnicos que contengan argumentos técnico -  jurídicos, 

para todas las etapas del proceso penal. 

 

c. Emitir informes valorativos que garanticen una adecuada interpretación 

técnica- jurídica. 

 

d. Asignación de Agentes Investigadores Especializados que intervendrán 

en las investigaciones del Agente Fiscal Especializado o en procesos 

penales. 

 

e. Controlar y realizar seguimiento del sistema de información de 

geoprocesamiento. 

 

f. Recopilar, almacenar y examinar técnicamente mapas digitales del 

sistema de información de geoprocesamiento. 

 

g. Integrar la base de datos, informaciones especiales provenientes de datos 

de censo, catastro, imágenes satelitales, redes y modelos numéricos del 

terreno para su aplicación en casos concretos. 

 

h. Elaborar procedimientos conjuntos con la Unidad de Protección del Medio 

Ambiente de la Policía Judicial. 
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i. Elaborar procedimientos técnicos para las operaciones de inspección y 

vigilancia ambiental. 

 

j. Controlar el cumplimiento de manuales de procedimientos y protocolos de 

investigación técnica. 

 

k. Supervisar las actuaciones de los Agentes Investigadores Especializados. 

 

l. Asesorar técnicamente a toda la Fiscalía en temas relacionados a 

diligencias técnicas ambientales. 

 

m. Emitir informes de todas las actividades realizadas al Fiscal Coordinador. 

 

II. AGENTES INVESTIGADORES ESPECIALIZADOS 

 

a. Ingeniero en Gestión Ambiental 

b. Ingeniero Forestal 

c. Ingeniero Químico 

 

III. LÍNEA DE AUTORIDAD 

 

Depende de:  

 

a. Agente Fiscal Especializado. 

b. Unidad de Coordinación Ambiental 

 

A continuación, se muestra en organigramas la forma en la que está constituida 

la fiscalía, los procedimientos de coordinación técnica y los procedimientos de 

control y fiscalización: 
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Figura 16.  Estructura de la Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales 
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Figura 17.  Coordinación Técnica en Proceso Penal 
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Figura 18.  Operativos en Coordinación Técnica 
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5 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

5.1 CONCLUSIONES 

 

En la actualidad el Derecho Ambiental ha surgido y evolucionado a lo largo del 

tiempo, debido al progresivo deterioro de la Naturaleza y el Ambiente. Por lo que, 

éste ha pasado de tener un enfoque antropocéntrico, el cual tenía una 

percepción de ambiente que giraba en torno al derecho del ser humano a vivir 

en un medio ambiente sano, el cual no reconocía a la naturaleza más que en 

función su utilidad hacia el hombre. Sin embargo, a medida evoluciona la 

concepción del Derecho Ambiental, se plantea una visión biocéntrica que 

determina que el ser humano no es el único sujeto de derechos y reconoce a la 

Naturaleza por sí misma, sin la necesidad de que en la relación intervenga las 

personas. 

 

Posteriormente, el Derecho Ambiental al tener incidencia sobre el Derecho 

Penal, genera una rama llamada Derecho Penal Ambiental, la cual tiene un 

tratamiento distinto al Derecho Penal tradicional en varios aspectos. En principio, 

éste tutela un bien jurídico que posee una doble dimensión tutelar, la cual 

contempla una visión antropocéntrica y ecocéntrica a la vez: la primera es en 

relación al derecho del ser humano a vivir en un ambiente sano y la segunda es 

en relación al derecho intrínseco de la Naturaleza. En consecuencia, esta doble 

dimensión tutelar  determina a dos sujetos pasivos dentro del Derecho Penal 

Ambiental, los cuales son la naturaleza y los seres humanos. 

 

Seguidamente, contempla dos principios constitucionales del Derecho Ambiental 

que son necesarios para la efectiva tutela penal de los derechos de la Naturaleza 

y el Ambiente. Estos son, el principio de restauración y el principio de prevención. 

En razón de estos principios y con especial relación al principio de prevención, 

se genera una distinta percepción del derecho penal, ya que éste por esencia es 

sancionador y únicamente en esta rama llega a ser preventivo. 
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En la actualidad, en base al análisis del caso sobre tala ilegal de especies 

protegidas se determinó que no existe una adecuada tutela a los derechos de la 

Naturaleza y el Ambiente, en razón a la falta de aplicación de estos dos principios 

constitucionales. 

 

Éste nuevo paradigma del derecho penal ambiental, al no ser acorde al Derecho 

Penal tradicional requiere de una especialización por parte de los Agentes 

Fiscales, de los organismos técnicos y de los operadores de justicia para su 

correcta aplicación. 

 

Complementariamente, se reconoce que no existe una debida protección jurídica 

por parte del Derecho Penal en nuestro país, ya que incluso con la innovación 

del Código Orgánico Integral Penal, se nota que todavía existen vacíos 

normativos en relación a los lineamientos constitucionales y doctrinarios, pero es 

evidente que ya se posee una distinta concepción de los derechos de la 

Naturaleza dentro de la esfera penal. 

 

Es claramente visible, que no existe una figura institucional que brinde una 

adecuada tutela penal al Ambiente y a la Naturaleza. Sin embargo,  de acuerdo 

a la normativa vigente y en relación a los procesos organizacionales existentes 

dentro de la Fiscalía, se faculta la creación de fiscalías especializadas, se 

fomenta la capacitación de Agentes Fiscales e impulsa la especialización en 

materias complejas. Es importante recalcar, que el texto constitucional 

claramente especifica que la Fiscalía debe actuar con sujeción a los principios 

constitucionales y como se evidenció en el caso analizado en esta investigación 

no se lo está haciendo. 

 

Determinada la viabilidad legal de la presente propuesta mediante el análisis a 

la estructura organizacional de la Fiscalía, se establecieron las directrices sobre 

las cuales se va a basar el modelo de implementación de Fiscalía Especializada 

en Delitos Ambientales, las cuales se analizaran a continuación. 
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En el mismo sentido, al analizar la estructura de la Fiscalía, se determinó que los 

delitos contra el Ambiente y la Naturaleza, son competencia de la Fiscalía 

Especializada en Personas y Garantías. Por lo que, se concluye que los Agentes 

Fiscales de esta área no se encuentran en capacidad de dirigir una investigación 

o seguir un proceso penal ambiental. Puesto que, al ser el Derecho Penal 

Ambiental sumamente complejo y tener un distinto tratamiento al Derecho Penal 

tradicional, es imposible que una Fiscalía Especializada trate éstas dos ramas 

del Derecho Penal, las cuales  requieren de diferente especialización. Por 

cuanto, al tratar otro tipo de delitos sus Agentes Fiscales poseen distinta 

especialización, lo que genera que un distinto tratamiento a los delitos contra el 

Ambiente y la Naturaleza. 

 

Esta incapacidad de dirigir investigaciones o seguir un proceso penal ambiental 

se vio reflejada notablemente dentro de las estadísticas, ya que se muestran 654 

denuncias a nivel nacional, de las cuales 573 están en Investigación Previa, solo 

39 llegaron a Instrucción Fiscal y existen 8 Sentencias. 

 

Esta falencia en relación a la especialización teórica y normativa, se pudo 

determinar pragmáticamente mediante el análisis del caso, en el cual se 

evidencio que el Agente Fiscal no se encuentra capacitado para llevar un 

proceso penal ambiental, ya que no cuenta con las herramientas ni los 

conocimientos necesarios para ejercer una adecuada tutela de  los derechos de 

la Naturaleza y el Ambiente. 

 

De igual manera, del caso en mención se determinó que por parte de la Fiscalía 

existe una deficiente estructura en el área ambiental, ya que no cuenta con 

procedimientos para realizar diligencias técnicas ambientales, lo que generó 

varias dificultades en el proceso. Esta realidad no es distinta en la Unidad de 

Protección del Medio Ambiente de la Policía Judicial, por cuanto esta no 

mantiene procedimientos ni protocolos al momento de realizar sus inspecciones, 

lo que generó que se rompa la cadena de custodia dentro del caso. 
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Por lo que, se llegó a la conclusión que el sistema penal ecuatoriano no se 

encuentra acorde a los lineamientos constitucionales biocentristas, ya que en el 

proceso se han encontrado graves errores de forma y de fondo. 

 

Dentro del ámbito técnico de la especialización, mediante el análisis a la 

Dirección de Investigaciones de la Fiscalía y a la Unidad de Protección del Medio 

Ambiente de la Policía Judicial, se concluyó que éstas dos entidades no se 

encuentran capacitadas, ni poseen la infraestructura técnica requerida para la 

persecución de delitos contra el Ambiente y la Naturaleza. Por lo que, la solución 

más viable se encuentra mediante la coordinación técnica con ministerios e 

instituciones públicas especializadas en materia ambiental, las mismas que 

mediante la investigación y más puntualmente del análisis del caso, se logró 

determinar que éstas instituciones se encuentran en capacidad de determinar 

los aspectos técnicos del delito y establecer los costos de restauración del 

ambiente. 

 

Otra ventaja de la coordinación técnica es en relación al ámbito preventivo del 

Derecho Penal Ambiental, por cuanto éste modelo plantea un proceso de 

fiscalización ambiental a personas naturales o jurídicas con la finalidad de 

prevenir éste tipo de delitos. 

 

Por otro lado, al analizar la legislación extranjera, del modelo brasilero se pudo 

destacar que éste posee una adecuada normativa que protege íntegramente el 

Ambiente y la Naturaleza, a la par de una estructura orgánica con procesos que 

vuelven más fácil la tarea del Agente Fiscal y resalta los principios del derecho 

ambiental biocentrista. Lo más relevante de éste modelo fue la existencia de la 

coordinación técnica que se encuentra centrada íntegramente dentro del 

Ministerio Público y ha demostrado tener una gran efectividad. 

 

De igual manera, al analizar el modelo paraguayo se puede apreciar que éste 

posee una gran estructura técnica que le facilita determinar los delitos contra el 

Ambiente y la Naturaleza con gran rapidez y eficacia. 
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Finalmente, mediante la implementación de la propuesta se determinó que debe 

existir un modelo que cuente con los siguientes puntos fundamentales: 

coordinación técnica, prevención, capacitación y especialización, todos ellos son 

fundamentales para que exista una adecuada tutela de los derechos de la 

Naturaleza y el Ambiente, por parte de la Fiscalía dentro del proceso penal. 

 

5.2 RECOMENDACIONES 

 

En relación a la progresiva degradación que sufre el Ambiente y la Naturaleza, 

es necesario que se brinde una adecuada protección por parte del Derecho 

Penal. Al ser la Fiscalía el principal actor en el ejercicio de la acción penal pública, 

éste  debe brindar una adecuada tutela a los derechos de la Naturaleza y el 

Ambiente, por lo que se plantea generar un modelo acorde a éstas necesidades. 

 

En un principio, es importante mencionar que éste modelo debe estar acorde al 

Derecho Penal Ambiental biocentrista, que reconoce a la Naturaleza como sujeto 

de derechos y contempla a la prevención del delito ambiental y a la restauración 

del ambiente, como principios fundamentales. 

 

Principalmente, el modelo debe contemplar una especialización teórica y 

normativa por parte de los Agentes Fiscales en Derecho Ambiental y Derecho 

Penal Ambiental, lo que generara una coherencia dentro de las actuaciones de 

la Fiscalía con la normativa actual que tiene un enfoque biocentrista. 

 

A la par, se recomienda que la especialización no sea únicamente a los Agentes 

Fiscales, sino que esta incluya a los miembros técnicos de la Fiscalía y la Policía 

Judicial, con la finalidad de que todas las actuaciones sean consecuentes. De 

igual manera, se recomienda que la capacitación sea inclusiva a la comunidad 

para de esta manera generar una conciencia social ambiental. 

 

En éste contexto, se recomienda que la especialización sea inicial y permanente 

debido a que la normativa ambiental es muy extensa y se encuentra en constante 

implementación. 
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Con respecto a la parte técnica de la especialización, es importante la existencia 

de una coordinación técnica, la cual facilitara la determinación técnica del delito. 

Por cuanto, sería lo más óptimo en razón a altos costos de infraestructura y 

personal requerido. 

 

De igual manera, otro punto que suma peso a la implementación de  una 

coordinación técnica es el ámbito preventivo que esta tiene. En conclusión, es 

imperante la existencia de una coordinación técnica para cumplir con los 

lineamientos constitucionales biocentristas. 

 

En conclusión, se recomienda que exista una especialización teórica, normativa 

y técnica, la cual deberá ser de carácter permanente y  que genera una adecuada 

tutela penal al Ambiente y a la Naturaleza. Por lo que, mediante el presente 

estudio se determinó que únicamente será viable mediante la implementación de 

una Fiscalía Especializada en Delitos Ambientales, por lo que se recomienda la 

implementación de la misma. 
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ANEXOS 



 

 

Anexo 1.  Acta de audiencia preparatoria de juicio y formulación de dictamen 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 2.  Acta de auto de sobreseimiento provisional del proceso y el procesado 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 3.  Recurso de apelación del auto de sobreseimiento por parte de la fiscalía 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 4.  Acta de audiencia de recurso de apelación del auto de sobreseimiento 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 5.  Dictamen fiscal provincial revocando dictamen abstentivo de Fiscal de primera 

instancia 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 6.  Acta de audiencia oral de juzgamiento 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 7.  Sentencia 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 8.  Recurso de apelación de sentencia 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 9.  Recurso de casación 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 10.  Procesos Administrativo Ministerio del Ambiente 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

Anexo 11.  Listado estadístico de denuncias por delitos ambientales del período 

agosto 2014 – diciembre 2015 Fiscalía General del Estado 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

Anexo 12.  Listado general del estado de las causas de delitos ambientales del 

período agosto 2014 – diciembre 2015 Fiscalía General del Estado 
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DELITOS CONTRA LA BIODIVERSIDAD 

ARTÍCULOS 245 AL 249 

FECHA : 10 DE AGOSTO DEL 2014 AL 30 DE NOVIEMBRE DEL 2015 
 

PROVINCIA 
FECHA 

INGRESO 
ART. DELITO ESTADO NDD 

AZUAY 27/07/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 09/09/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 27/07/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 08/09/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 

BOLIVAR 11/12/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
BOLIVAR 23/12/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
BOLIVAR 11/03/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
BOLIVAR 10/06/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
CARCHI 05/03/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCION FISCAL 
CARCHI 28/04/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCION FISCAL 
CARCHI 21/09/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCION FISCAL 
CARCHI 14/10/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCION FISCAL 
EL ORO 04/05/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 28/08/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 09/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 22/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 22/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
EL ORO 25/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA LLAMAMIENTO A JUICIO 
EL ORO 29/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
EL ORO 29/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 20/11/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
EL ORO 27/11/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCIÓN 
EL ORO 03/12/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 16/12/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 04/12/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
EL ORO 29/01/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCIÓN 
EL ORO 21/02/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 15/12/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCIÓN 
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PROVINCIA 
FECHA 

INGRESO 
ART. DELITO ESTADO NDD 

ESMERALDAS 03/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 28/07/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 

ESMERALDAS 08/10/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA SUSPENSION CONDICIONAL DE LA 
PENA 

ESMERALDAS 03/11/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 26/11/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 20/07/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 22/01/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 08/01/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 19/01/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 20/07/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 10/06/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 

GUAYAS 28/09/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
LOJA 09/12/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 

LOS RIOS 26/11/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
NAPO 08/10/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 13/10/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 

ORELLANA 18/08/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 07/09/15 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACIÓN PREVIA 
PICHINCHA 28/10/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 

SANTA ELENA 13/09/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INSTRUCCIÓN FISCAL 
SANTA ELENA 16/10/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA INVESTIGACION PREVIA 
SUCUMBIOS 07/10/14 245 INVASIÓN DE ÁREAS DE IMPORTANCIA ECOLÓGICA  / ART. 245 INVESTIGACIÓN PREVIA 

  



 

 

309 

 

DELITOS CONTRA LOS RECURSOS NATURALES 
ARTÍCULOS 251 AL 253 

FECHA : 10 DE AGOSTO DEL 2014 AL 30 DE NOVIEMBRE DEL 2015 
 

PROVINCIA FECHA INGRESO ART. DELITO ESTADO NDD 
AZUAY 26/08/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 31/10/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 23/06/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 17/07/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 19/08/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 19/06/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 15/07/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 20/10/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 24/06/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 12/08/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 23/03/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 29/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 29/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
AZUAY 30/01/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 

BOLIVAR 13/11/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
BOLIVAR 29/05/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
BOLIVAR 01/07/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INHIBICION 
BOLIVAR 17/07/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
CAÑAR 01/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
CAÑAR 07/11/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
CAÑAR 07/10/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
CAÑAR 15/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
CARCHI 22/09/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INSTRUCCION FISCAL 
CARCHI 28/09/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INSTRUCCION FISCAL 
CARCHI 05/11/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 

CHIMBORAZO 19/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
CHIMBORAZO 19/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
CHIMBORAZO 27/11/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
CHIMBORAZO 21/02/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
CHIMBORAZO 15/05/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
CHIMBORAZO 24/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
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PROVINCIA FECHA INGRESO ART. DELITO ESTADO NDD 
CHIMBORAZO 15/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
CHIMBORAZO 24/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 

EL ORO 27/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 10/11/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 03/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 03/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 24/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 05/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 06/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 11/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 02/03/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 03/03/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 23/03/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 26/03/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 15/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 24/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 28/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 30/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 27/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 13/05/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 21/05/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 25/05/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 21/05/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 02/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 19/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 06/08/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 07/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 24/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 08/10/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 07/10/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 04/09/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 04/09/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 23/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 27/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
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PROVINCIA FECHA INGRESO ART. DELITO ESTADO NDD 
EL ORO 27/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 18/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 08/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 08/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 03/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 08/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 18/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 11/07/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
EL ORO 28/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INSTRUCCIÓN 
EL ORO 02/04/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 

ESMERALDAS 24/09/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 27/08/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 30/07/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 17/09/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 08/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 03/09/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 24/11/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
ESMERALDAS 29/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
GALAPAGOS 23/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
GALAPAGOS 27/10/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
GALAPAGOS 09/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 

GUAYAS 04/05/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 23/03/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 13/08/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 22/09/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 21/10/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 19/11/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 10/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 10/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA ARCHIVO NEGADO 
GUAYAS 26/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 24/10/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 04/11/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 28/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
GUAYAS 05/02/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
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PROVINCIA FECHA INGRESO ART. DELITO ESTADO NDD 
GUAYAS 03/12/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
GUAYAS 29/10/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 

IMBABURA 09/07/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
LOJA 08/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
LOJA 23/12/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 

LOS RIOS 19/02/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
MANABI 06/11/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
MANABI 14/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
MANABI 20/07/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
MANABI 01/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
MANABI 20/08/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 

MORONA SANTIAGO 30/10/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
MORONA SANTIAGO 30/08/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA ARCHIVO ACEPTADO 
MORONA SANTIAGO 09/09/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INSTRUCCIÓN FISCAL 
MORONA SANTIAGO 14/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 

NAPO 18/08/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 22/09/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 15/08/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 08/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 25/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 08/10/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 12/11/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 11/08/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
NAPO 29/07/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 

ORELLANA 04/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 04/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 27/11/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 04/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 04/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 27/11/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 25/02/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 16/09/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 28/11/14 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 23/03/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACIÓN PREVIA 
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PROVINCIA FECHA INGRESO ART. DELITO ESTADO NDD 
ORELLANA 21/05/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 17/11/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 13/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
ORELLANA 02/10/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
PASTAZA 23/01/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
PASTAZA 20/05/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
PASTAZA 29/07/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
PASTAZA 29/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
PASTAZA 29/09/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
PASTAZA 29/10/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
PASTAZA 29/10/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
PASTAZA 29/10/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 

PICHINCHA 18/08/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
PICHINCHA 10/07/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
PICHINCHA 07/09/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 

SANTA ELENA 01/07/15 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE INVESTIGACION PREVIA 
SANTA ELENA 13/09/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 
SANTA ELENA 27/01/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
SANTA ELENA 08/10/14 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACION PREVIA 

SANTO DOMINGO DE LOS TSACHILAS 03/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACION PREVIA 
SUCUMBIOS 18/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
SUCUMBIOS 17/11/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
SUCUMBIOS 01/09/14 253 CONTAMINACIÓN DEL AIRE  / ART. 253 INVESTIGACIÓN PREVIA 
SUCUMBIOS 28/12/14 252 DELITOS CONTRA SUELO  / ART. 252 INVESTIGACIÓN PREVIA 
SUCUMBIOS 10/01/15 252 ROBO  / ART. 189 INVESTIGACIÓN PREVIA 

Zamora Chinchipe 13/04/15 252 DELITOS CONTRA SUELO INVESTIGACIÓN PREVIA 
Zamora Chinchipe 02/06/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
Zamora Chinchipe 07/08/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
Zamora Chinchipe 23/10/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
Zamora Chinchipe 21/09/15 251 DELITOS CONTRA EL AGUA INVESTIGACIÓN PREVIA 
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DELITOS CONTRA LA GESTIÓN AMBIENTAL 
ARTÍCULOS 254 AL 255 

FECHA : 10 DE AGOSTO DEL 2014 AL 30 DE NOVIEMBRE DEL 2015 
 

PROVINCIA 
FECHA 

INGRESO ART. DELITO ESTADO NDD 

AZUAY 8/7/2015 254 INC. 3 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACIÓN 
PREVIA 

AZUAY 23/9/2015 254 INC. 3 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACIÓN 
PREVIA 

EL ORO 20/11/2014 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

SOBRESEIMIENT
O 

EL ORO 10/6/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACION 
PREVIA 

EL ORO 6/4/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

SOBRESEIMIENT
O 

EL ORO 1/4/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INSTRUCCIÓN 
FISCAL 

ESMERALDAS 31/10/2014 254 INC. 2, 
NUM. 1 

GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INSTRUCCIÓN 
FISCAL 

ESMERALDAS 20/11/2014 255 FALSEDAD U OCULTAMIENTO DE INFORMACIÓN AMBIENTAL INVESTIGACION 
PREVIA 

ESMERALDAS 21/8/2015 255 FALSEDAD U OCULTAMIENTO DE INFORMACIÓN AMBIENTAL INVESTIGACION 
PREVIA 

GUAYAS 19/11/2014 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACION 
PREVIA 

GUAYAS 16/1/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACION 
PREVIA 

GUAYAS 23/4/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACION 
PREVIA 

GUAYAS 6/10/2014 255 FALSEDAD U OCULTAMIENTO DE INFORMACIÓN AMBIENTAL INVESTIGACION 
PREVIA 

GUAYAS 2/1/2015 255 FALSEDAD U OCULTAMIENTO DE INFORMACIÓN AMBIENTAL INVESTIGACION 
PREVIA 

IMBABURA 16/11/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INSTRUCCIÓN 
FISCAL 
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PROVINCIA 
FECHA 

INGRESO 
ART. DELITO ESTADO NDD 

MANABI 27/10/2014 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACIÓN 
PREVIA 

MORONA 
SANTIAGO 18/11/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 

DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 
INVESTIGACIÓN 

PREVIA 

PICHINCHA 15/5/2015 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACION 
PREVIA 

PICHINCHA 19/12/2014 254 GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACION 
PREVIA 

ZAMORA 30/11/2015 254 INC. 2, 
NUM. 1 

GESTIÓN PROHIBIDA O NO AUTORIZADA DE PRODUCTOS, RESIDUOS, 
DESECHOS O SUSTANCIAS PELIGROSAS 

INVESTIGACIÓN 
PREVIA 

 


